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Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 7107 DE 2014
(agosto 25)

por la cual se adiciona la Resolución número 0127 del 8 de enero de 2012, “por la cual 
se crean y organizan Grupos Internos de Trabajo del Ministerio de Defensa Nacional - 

Unidad de Gestión General”.
El Ministro de Defensa Nacional, en ejercicio de las facultades legales que le confiere 

el artículo 115 de la Ley 489 de 1998 y el numeral 7 del artículo 2° del Decreto número 
4890 de 2011, y

CONSIDERANDO:
Que de acuerdo con lo señalado en el artículo 208 de la Constitución Política corres-

ponde a los Ministros formular las políticas atinentes a su Despacho, dirigir la actividad 
administrativa y ejecutar la ley;

Que el artículo 115 de la Ley 489 de 1998 establece: “con el fin de atender las necesida-
des del servicio y cumplir con eficacia y eficiencia los objetivos, políticas y programas del 
organismo o entidad, su representante legal podrá crear y organizar, con carácter permanente 
o transitorio grupos internos de trabajo”;

Que mediante Decreto número 4890 del 23 de diciembre de 2011, se modificó parcial-
mente la estructura del Ministerio de Defensa Nacional estableciendo como función del 
Ministro  de Defensa Nacional, la creación y modificación de grupos internos de trabajo, 
necesarios para el desarrollo de las funciones asignadas al Ministerio;

Que mediante la Resolución número 0127 del 18 de enero de 2012, se crearon y orga-
nizaron los Grupos Internos de Trabajo del Ministerio de Defensa Nacional - Unidad de 
Gestión General;

Que la estructura del Ministerio de Defensa Nacional - Unidad de Gestión Gene-
ral dispuesta en el Decreto número 4890 de 2011, requiere para su pleno desarrollo 
la conformación de unos grupos internos de trabajo adicionales a los creados en las 
Resoluciones números 0127 de 2012, 1374 de 2012, 2937 de 2012, 7191 de 2012, 
1808 de 2013, 3933 de 2013, 0619 y 3228 de 2014, mediante los cuales se atienden 
las necesidades del servicio y el cumplimiento de los objetivos, políticas y programas 
de esta Unidad;

Que de acuerdo a las necesidades del servicio para el desarrollo de las funciones asig-
nadas a las dependencias, se requiere crear el Grupo Comisiones al Exterior, dependiente 
de la Dirección de Finanzas,

RESUELVE:
Artículo 1°. Modificar el numeral 3 subnumeral 3.2 del artículo 1° de la Resolución 

número 0127 del 8 de enero de 2012, “por la cual se crean y organizan Grupos Internos del 
Ministerio de Defensa Nacional - Unidad de Gestión Generar, el cual quedará así:

“…
3. DESPACHO SECRETARÍA GENERAL
…
3.2 DIRECCIÓN DE FINANZAS
A. Grupo Control Presupuestal
B. Grupo Control Tesorería
C. Grupo Análisis y Difusión
D. Grupo Contabilidad General
E. Grupo Comisiones al Exterior

Artículo 2°. Modificar y adicionar al numeral 3 subnumeral 3.2 del artículo 2° de la 
Resolución número 0127 del 8 de enero de 2012, “por la cual se crean y organizan Grupos 
Internos del Ministerio de Defensa Nacional - Unidad de Gestión General”, el literal B, 
el cual quedará así:

“…
3. DESPACHO SECRETARÍA GENERAL
…
3.2 DIRECCIÓN DE FINANZAS
…
E. Grupo Comisiones al Exterior
1. Recepcionar las solicitudes de Comisiones al Exterior del Ministerio de Defensa 

Nacional, suscritas por el Jefe de la Dependencia solicitante y tramitarlas teniendo en cuenta 
lo dispuesto en la normatividad vigente sobre la materia.

2. Mantener el control de la información correspondiente a las comisiones al exterior 
del Ministerio de Defensa Nacional solicitadas.

3. Verificar la liquidación de viáticos, sueldos y primas de acuerdo a los cargos y/o 
grados militares a quienes se les otorga comisiones al exterior del Ministerio de Defensa 
Nacional, de conformidad con lo contemplado en las disposiciones vigentes, según el 
porcentaje autorizado.

4. Ingresar al aplicativo de Comisiones al Exterior de la Presidencia de la República 
la información de las comisiones al exterior del Ministerio de Defensa Nacional y realizar 
las gestiones ante las instancias aprobatorias al interior del Ministerio y en la Presidencia 
de la República.

5. Elaborar los proyectos de resolución de autorización y de destinación en comisión 
al exterior de los servidores públicos del Ministerio de Defensa Nacional, así como, ges-
tionarlas ante las instancias aprobatorias correspondientes.

6. Archivar los documentos antecedentes de cada comisión al exterior, de acuerdo a lo 
ordenado por la normatividad de gestión documental.

7. Las demás que le sean asignadas de acuerdo con la naturaleza del grupo interno de 
trabajo.

Artículo 3°. La presente resolución modifica parcialmente la Resolución número 0127 
del 18 de enero de 2012 y rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 25 de agosto de 2014.
El Ministro de Defensa Nacional,

Juan Carlos Pinzón Bueno.
(C. F.).

Ministerio de Defensa Nacional
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Ministerio de Salud y Protección Social

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 00003678 DE 2014
(agosto 28)

por la cual se modifica la Resolución número 2003 de 2014.
El Ministro de Salud y Protección Social, en ejercicio de sus atribuciones, especialmente 

las conferidas en los artículos 173, numeral 3 de la Ley 100 de 1993, 56 de la Ley 715 de 
2001 y 2° del Decreto-ley 4107 de 2011, y en desarrollo de los Capítulos I y II del Título 
III del Decreto número 1011 de 2006 y del artículo 58 de la Ley 1438 de 2011, modificado 
por el artículo 118 del Decreto-ley 019 de 2012, y

CONSIDERANDO:
Que este Ministerio expidió la Resolución número 2003 de 2004 a través de la cual, se 

definieron los procedimientos y condiciones de inscripción de los prestadores de servicios 
de salud y de habilitación de servicios de salud. 

Que el artículo 5° de la precitada resolución, contempló la autoevaluación de las condi-
ciones de habilitación, entendida según lo allí dispuesto, como el proceso a través del cual, 
el prestador verifica las condiciones de habilitación definidas en el Manual de Inscripción 
de Prestadores de Servicios de Salud y de Habilitación de Servicios de Salud y de forma 
posterior, efectúa la declaración de su cumplimiento en el Registro Especial de Prestadores 
de Servicios de Salud (REPS), requisitos indispensables para la inscripción o el trámite de 
renovación correspondiente.

Que así mismo dispone los momentos en los cuales se deberá realizar la autoevaluación, 
siendo uno de ellos: Numeral 5.5: “En cualquier momento hasta el 30 de septiembre de 
2014, para renovar la habilitación por un año más, para los prestadores que les aplique 
el artículo 11 de la citada resolución”. 

Que a su vez, el artículo 11 ibídem, dispone: “La vigencia de la inscripción para los 
prestadores que cuenten con la habilitación renovada hasta el 31 de mayo de 2014, se 
ampliará hasta el 30 de septiembre de 2014”. 

Que de otra parte, el numeral 20.1 del artículo 20 de la resolución a que se viene ha-
ciendo mención, señala dentro de las reglas transitorias, que “Dentro de los tres (3) meses 
siguientes a la entrada en vigencia de la presente resolución, los prestadores de servicios 
de salud que se encuentren inscritos en el REPS, deberán actualizar por una única vez el 
portafolio de servicios (…)”, disponiendo este procedimiento como requisito previo para 
que el prestador realice la autoevaluación.

Que en el numeral 20.4 del citado artículo 20, establece que “Los prestadores de 
servicios de salud inscritos con servicios habilitados a la entrada en vigencia de esta re-
solución, tendrán hasta el 30 de septiembre de 2014, para realizar los ajustes necesarios y 
dar cumplimiento a lo establecido en la presente resolución y en el Manual de Inscripción 
de Prestadores de Servicios de Salud y Habilitación de Servicios de Salud, adoptado con 
la presente resolución”. 

Que se procedió a revisar el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud 
(REPS), con corte al 14 de agosto de 2014, encontrando que de las 57.314 sedes habilitadas 
para prestar servicios de salud en el país, solo el 23,48% han realizado la actualización del 
portafolio, cifra que es similar al cumplimiento en la autoevaluación de las condiciones de 
habilitación, lo que conllevaría a que las sedes que no han efectuado dicho procedimiento, 
no pudieran continuar prestando los servicios de salud. 

Que algunos prestadores y asociaciones de prestadores de servicios de salud, han ma-
nifestado que los términos establecidos por la Resolución número 2003 de 2014, no son 
suficientes para cumplir con la actualización del portafolio de servicios y la autoevaluación 
de las condiciones de habilitación.

Que con el fin de garantizar la continuidad en la prestación del servicio de salud a la 
población y la consistencia del proceso de autoevaluación, se hace necesario modificar los 
términos definidos en la Resolución número 2003 de 2014, para que los prestadores de 
servicios de salud actualicen su portafolio de servicios y realicen la autoevaluación de las 
condiciones de habilitación.

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Modifícase el numeral 5.5 del artículo 5° de la Resolución número 2003 
de 2014, el cual, quedará así:

“5.5. En cualquier momento, antes del 30 de enero de 2015, para renovar la habilitación 
por un año más, para los prestadores que les aplique el artículo 11 de la presente resolución.”

Artículo 2°. Modifícase el artículo 11 de la Resolución número 2003 de 2014, el cual 
quedará así:

“Artículo 11. Ampliación del término de vigencia de la inscripción renovada. La vigencia 
de la inscripción para los prestadores que cuenten con la inscripción renovada hasta el 31 
de mayo de 2014, se ampliará hasta el 30 de enero de 2015.” 

Artículo 3°. Modifícanse los numerales 20.1 y 20.4 del artículo 20 de la Resolución 
número 2003 de 2014, los cuales, quedarán así: 

“20.1. Los prestadores de servicios de salud que se encuentren inscritos en el REPS, 
deberán actualizar por una única vez el portafolio de servicios, ingresando al enlace de 
novedades del prestador, disponible en el aplicativo del Registro Especial de Prestadores 
de Servicios de Salud (REPS), publicado en la página web de la entidad departamental o 
distrital de salud correspondiente y diligenciar la información allí solicitada antes del 30 
de enero de 2015. La actualización del portafolio de servicios es un requisito previo para 
que el prestador realice la autoevaluación.

20.4. Los prestadores de servicios de salud inscritos con servicios habilitados a la en-
trada en vigencia de esta resolución, tendrán hasta el 30 de enero de 2015, para realizar 
los ajustes necesarios y dar cumplimiento a lo establecido en la presente resolución y en 
el Manual de Inscripción de Prestadores de Servicios de Salud y Habilitación de Servicios 
de Salud, adoptado con la presente resolución”.

Artículo 4°. Vigencia y derogatorias. La presente resolución rige a partir de la fecha de 
su publicación, modifica el numeral 5.5 del artículo 5°, el artículo 11 y los numerales 20.1., 
y 20.4, del artículo 20 de la Resolución número 2003 de 2014 y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 28 de agosto de 2014.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Alejandro Gaviria Uribe.
(C. F.).

Ministerio de Minas y Energía

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 9 0919 DE 2014
(agosto 29)

por la cual se establece el Ingreso al Productor del Alcohol Carburante  
y del Biocombustible para uso en motores diésel a partir del 1º de septiembre de 2014.

El Ministro de Minas y Energía, en uso de sus facultades legales, en especial las con-
feridas por las Leyes 693 de 2001 y 939 de 2004, los Decretos números 381 de 2012 y 
1617 de 2013, y

CONSIDERANDO:
Que mediante Resolución número 18 1780 del 29 de diciembre de 2005, modificada por 

las Resoluciones números 18 0134 del 29 de enero de 2009, 18 1966 del 24 de noviembre de 
2011, 18 1489 del 30 de agosto de 2012 y 9 1566 del 27 de septiembre de 2012, se definió 
la estructura de precios del ACPM mezclado con el biocombustible para uso en motores 
diésel y la fórmula para el cálculo de este último;

Que a través de la Resolución número 18 1088 del 23 de agosto de 2005, modificada 
por las Resoluciones números 18 0222, 18 1232, 18 0825, 18 0643 y 9 1771, del 27 de 
febrero de 2006, 30 de julio de 2008, 27 de mayo de 2009, 27 de abril de 2012 y del 29 
de noviembre de 2012, respectivamente, se definió la estructura de precios de la gasolina 
motor corriente oxigenada, incluyendo lo relacionado con la fórmula de cálculo del precio 
del alcohol carburante en el país;

Que teniendo en cuenta las consideraciones señaladas en las mencionadas resoluciones, 
la Dirección de Hidrocarburos del Ministerio de Minas y Energía procedió a calcular el 
ingreso al productor para el alcohol carburante y para el biocombustible para uso en motores 
diésel a partir del mes de septiembre de 2014,

RESUELVE:
Artículo 1º. El Ingreso al Productor del biocombustible para uso en motores diésel que 

regirá a partir del 1° de septiembre de 2014, será de siete mil seiscientos treinta y dos pesos 
con diez centavos ($7.632,10) moneda corriente por galón.

Artículo 2º. El Ingreso al Productor del alcohol carburante que regirá a partir del 1° de 
septiembre de 2014, será de seis mil doscientos veintiséis pesos con un centavo ($6.226,01) 
moneda corriente por galón.

Artículo 3º. La presente resolución rige a partir del 1º de septiembre de 2014 y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial la Resolución número 9 0815 
del 31 de julio de 2014.

Artículo 4º. Publíquese la presente resolución en el Diario Oficial.
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 29 de agosto de 2014.
El Ministro de Minas y Energía,

Tomás González Estrada.
(C. F.).
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RESOLUCIÓN NÚMERO 9 0920 DE 2014
(agosto 29)

por la cual se establecen las estructuras de precios de la Gasolina Motor Corriente y del 
ACPM mezclado con biocombustibles para uso en motores diésel, de origen nacional, que 

se distribuyan en el departamento de Norte de Santander.
El Ministro de Energía, en uso de sus facultades legales, en especial las conferidas en 

los Decretos números 381 de 2012 y 1617 de 2013, y
CONSIDERANDO:

Que de conformidad con el numeral 18 del artículo 2º del Decreto número 381 de 2012, 
modificado por el artículo 1º del Decreto número 1617 de 2013, le corresponde al Ministerio 
de Minas y Energía definir precios y tarifas de la gasolina, diésel (ACPM), biocombustibles 
y mezclas de las anteriores;

Que por Resolución número 18 0088 de 2003, modificada por la Resolución número 18 
1701 de 2003, el Ministerio de Minas y Energía reglamentó las tarifas máximas en pesos 
por galón por el transporte de combustibles líquidos derivados del petróleo, excepto GLP, 
a través del sistema de poliductos del país;

Que mediante Resoluciones números 18 0105, 18 0106 de 2002, 18 0172, 18 0173 de 
2003, 18 0337 y 18 0233 de 2006, se definieron las estructuras de precios para la Gasolina 
Motor Corriente y el ACPM por distribuir en las Zonas de Frontera del departamento de 
Norte de Santander;

Que mediante Resoluciones números 18 1658 y 18 1659 del 23 de octubre de 2007, 
modificada por la Resolución número 9 1668 del 31 de octubre de 2012 se establecieron las 
estructuras de precios de la Gasolina Motor Corriente y del ACPM, respectivamente, que 
se introduzca desde la República Bolivariana de Venezuela, con el fin de ser distribuida en 
las Zonas de Frontera del departamento de Norte de Santander;

Que teniendo como referencia los precios de los combustibles en la República Bolivariana de 
Venezuela y sus efectos a nivel económico y social sobre el departamento de Norte de Santander, 
se han venido estableciendo medidas temporales en materia de precios a los combustibles para 
el referido departamento, que han coadyuvado a superar los diferenciales presentados;

Que mediante Resolución número 9 0919 del 29 de agosto de 2014 se estableció el 
Ingreso al Productor del biocombustible para uso en motores diésel a partir del 1° de sep-
tiembre de 2014;

Que mediante circulares de la Dirección de Hidrocarburos del 29 de agosto de 2014, 
el Ministerio de Minas y Energía determinó el ingreso al productor de la gasolina motor 
corriente y del ACPM a partir del 1° de septiembre de 2014;

Que el plan de abastecimiento de la demanda del departamento de Norte de Santander 
contempla importaciones de combustible desde la República Bolivariana de Venezuela y 
entregas de producto nacional;

Que no se presentaron entregas de gasolina motor corriente y ACPM desde la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela para el periodo comprendido entre el 1° de agosto y el 28 
de agosto de 2014;

Que mediante Resolución número 9 0817 del 31 de julio de 2014 se establecieron las 
estructuras de precios de la Gasolina Motor Corriente y del ACPM mezclado con biocom-
bustibles para uso en motores diésel, de origen nacional, distribuidos en el departamento 
de Norte de Santander a partir del 1° de agosto de 2014;

Que la interrupción de las importaciones de combustibles desde la República Bolivariana 
de Venezuela y el consecuente abastecimiento con producto nacional para el departamento 
de Norte de Santander genera mayores costos para los distribuidores mayoristas y minoristas 
de dicho departamento y, por lo tanto, se hace necesario un incremento en los márgenes 
mayorista y minorista que remuneren los costos reales de las actividades de distribución;

Que teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, se hace necesario establecer la 
estructura de precios de la gasolina motor corriente y del ACPM para el departamento de 
Norte de Santander, e igualmente determinar que el abastecimiento de combustibles líqui-
dos derivados del petróleo para los departamentos de Santander y Norte de Santander se 
priorizará a través de la Planta Chimitá, con el fin de garantizar el abastecimiento de com-
bustibles derivados y biocombustibles en las mencionadas entidades territoriales, conforme 
lo establece el numeral 32 del artículo 2° del Decreto número 381 de 2012, modificado y 
adicionado por el Decreto número 1617 de 2013,

RESUELVE:
Artículo 1º. Fijar la estructura de precios de la Gasolina Motor Corriente de producción 

nacional a distribuir en el departamento de Norte de Santander, a partir del 1° de septiembre 
de 2014, bajo el régimen de libertad regulada, así:

Componentes de la estructura de precio Gasolina Motor Corriente (Pesos por Galón)

Ventas a las estaciones de servicio desde las plantas de abastecimiento
1. Ingreso al Productor  3.761,86 
2. Tarifa de transporte por poliductos de la Gasolina Motor Corriente  143,28 
3. Costo de la cesión de las actividades de distribución  80,40 
4. Rubro de recuperación de costos  16,79 
5. Tarifa de marcación  9,24 
6. Margen plan de continuidad  71,51 
7. Precio máximo de venta al distribuidor mayorista  4.083,07 
8. Margen al distribuidor mayorista  285,00 
9. Transporte de la planta de abastecimiento mayorista a la planta de abastecimiento en el 
departamento  233,77 

10. Sobretasa *  475,00 
11. Precio máximo en planta de abastecimiento  5.076,84 
12. Margen del distribuidor minorista  485,00 
13. Pérdida por evaporación  20,31 
14. Transporte de la planta de abastecimiento a la Estación  48,75 
15. Precio máximo de venta por galón incluida la sobretasa  5.630,90 

Artículo 2º. Fijar la estructura de precios del ACPM (B2) de producción nacional a 
distribuir en el departamento de Norte de Santander, a partir del 1° de septiembre de 2014, 
bajo el régimen de libertad regulada, así:

Componentes de la estructura de precio ACPM (B-2) (Pesos por Galón)

(Ventas a las estaciones de servicio desde las plantas de abastecimiento)
1. A. Proporción -Ingreso al Productor del ACPM (98%)  3.514,92 
1. B. Proporción -Ingreso al Productor del Biodiésel (2%)  152,64 
1. Ingreso al Productor  3.667,56 
2. A. Tarifa de transporte por poliductos del B-2  143,28 
2. B. Proporción - Tarifa de Transporte del Biodiésel (2%)  8,34 
3. Costo de la cesión de las actividades de distribución  80,40 
4. Rubro de recuperación de costos  16,79 
5. Tarifa de marcación  8,80 
6. Margen plan de continuidad  71,51 
7. Precio máximo de venta al distribuidor mayorista  3.996,68 
8. Margen al distribuidor mayorista  285,00 
9. Transporte de la planta de abastecimiento mayorista a la planta de abastecimiento en el 
departamento  233,77 

10. Sobretasa *  204,00 
11. Precio máximo en planta de abastecimiento  4.719,46 
12. Margen del distribuidor minorista  485,00 
13. Transporte de la planta de abastecimiento a la estación  48,75 
14. Precio máximo de venta por galón incluida la sobretasa  5.253,20 

* Se calcula tomando como referencia la Ley 488 de 1998 (artículo 117), modificada por 
la Ley 788 de 2002 (artículo 55) y el precio base de liquidación, señalado en el artículo 1º 
de la Resolución número 9 0048 de 2013. En virtud de la Ley 1607 de 2012 existe exención 
de Sobretasa para la porción de etanol y biodiésel en mezcla. La sobretasa del diésel está 
reglamentada por los Decretos números 1328 de 1999 y 3558 de 2004.

Artículo 3º. Priorizar el abastecimiento desde la planta de Chimitá para los departamentos 
de Santander y Norte de Santander, a partir del 1° de septiembre de 2014.

Artículo 4º. La presente resolución rige a partir del 1º de septiembre de 2014 y deroga 
la Resolución número 9 0817 del 31 de julio de 2014 y demás disposiciones que le sean 
contrarias.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 29 de agosto de 2014.
El Ministro de Minas y Energía,

Tomás González Estrada.
(C. F.).
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Proceso de Contratación PC-2014-000751
Empresas Públicas de Medellín E.S.P.

Objeto: Clasificación y calificación de proponentes para la construc-
ción de edificaciones y obras de urbanismo en instalaciones de EPM. 
Publicación y adquisición del derecho a participar en el proceso: 
el pliego de condiciones estará publicado en la página web www.epm.
com.co vínculo Proveedores y Contratistas, opción “Te Cuento”, y po-
drá adquirirse en la oficina de la Unidad Contratación, ubicada en la 
carrera 58 N° 42-125 (Medellín), Edificio EPM, piso 4, oficina 154, del 
28 de agosto de 2014 al 10 de septiembre de 2014 (ambas fechas 
inclusive) de 8:00 a.m. a 11:30 a.m. y de 1:30 p. m. a 4:00 p. m. 
El pliego de condiciones tendrá un valor de cien mil pesos m. l. 
($100.000), no reembolsables, que deben ser pagados en efectivo 
o cheque de gerencia a nombre de Empresas Públicas de Medellín 
E. S. P., previa expedición del respectivo documento de cobro, con el 
cual se podrá cancelar el valor en las entidades bancarias o financie-
ras que recauden servicios públicos. 
Cierre de presentación de ofertas: la oferta debe ser entregada 
en la Unidad Contratación, ubicada en el piso 4, oficina 154, Edificio 
EPM, carrera 58 N° 42-125 (Medellín), a más tardar el 25 de septiem-
bre de 2014, a las 9:00 a. m. hora local. 
Para mayor información sobre este proceso de contratación consulte 
la págína 
http://www.epm.com.co/site/proveedoresycontratistas/Proveedo-
resycontratistas/Aplicaciones/Tecuento.aspx 
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RESOLUCIÓN NÚMERO 9 0922 DE 2014
(agosto 29)

por la cual se modifica la fecha de puesta en operación del Proyecto denominado “Co-
nexión de la Central de Generación El Quimbo”, objeto de la Convocatoria  

Pública UPME-05-2009.
El Ministro de Minas y Energía, en uso de las facultades legales y reglamentarias, en 

especial las contenidas en el artículo 5° del Decreto número 381 de 2012, en aplicación de 
lo dispuesto en el artículo 16 de la Resolución MME 18 0924 del 15 de agosto de 2003, y 

CONSIDERANDO:
Que de conformidad con el numeral 3.8 del artículo 3° de la Ley 142 de 1994, consti-

tuye un instrumento de intervención estatal, entre otros, el estímulo a la inversión de los 
particulares en los servicios públicos;

Que el numeral 8.3 del artículo 8° de la Ley 142 de 1994 establece que es competencia 
de la Nación asegurar que se realice en el país, por medio de empresas oficiales, mixtas o 
privadas, la actividad de interconexión a las redes nacionales de energía eléctrica;

Que el artículo 7° de la Ley 143 de 1994 señala que en las actividades del sector podrán 
participar diferentes agentes económicos, públicos, privados o mixtos, los cuales gozarán de 
libertad para desarrollar sus funciones en un contexto de libre competencia, de conformidad 
con los artículos 333, 334 y 336 de la Constitución Política;

Que el artículo 85 de la Ley 143 de 1994 señala que las decisiones de inversión en 
generación, interconexión, transmisión y distribución de energía eléctrica constituyen 
responsabilidad de aquellos que las acometan, quienes asumen en su integridad los riesgos 
inherentes a la ejecución y explotación de los proyectos;

Que mediante Resolución número 18 1315 de 2002 modificada por la Resolución 
número 18 0925 de agosto de 2003, el Ministerio de Minas y Energía delegó en la Unidad 
de Planeación Minero-Energética (UPME) las gestiones administrativas necesarias para 
la selección mediante convocatoria pública, de inversionistas que realicen en los términos 
del artículo 85 de la Ley 143 de 1994 los proyectos definidos y aprobados en el Plan de 
Expansión de Transmisión del Sistema Interconectado Nacional;

Que mediante Resolución número 18 0946 del 11 de junio de 2009, el Ministerio de 
Minas y Energía (MME), adoptó el Plan de Expansión de Referencia de Generación Trans-
misión 2009-2023, en el cual fue incluido el proyecto denominado: 

“Conexión de la Central de Generación El Quimbo”: 
-- Instalar la nueva Subestación Quimbo 230 kV. 
-- Línea en doble circuito Quimbo-Subestación en Valle o Cauca (Juanchito o Pance o 

Páez) a 230 kV con una longitud aproximada entre 140 km y 160 km. El nodo de llegada del 
doble circuito depende de condiciones de acceso y espacio en las subestaciones del Valle. 

-- Reconfigurar la Línea Betania-Jamondino 230 kV en Betania-Quimbo y Quimbo- Ja-
mondino 230 kV por medio un doble circuito de 4 km aproximadamente al punto de apertura. 

-- Nueva línea Quimbo-Altamira a 230 kV de 45 km aproximadamente. 
-- Instalar reactor inductivo de línea maniobrable de 25 MVAR, en el extremo de Quimbo, 

para Línea Quimbo-Jamondino 230 kV. 
-- Fecha requerida de puesta en servicio: octubre 31 de 2013. 
-- Se deja abierta la posibilidad de realizar ajustes técnicos en los Documentos de 

Selección de la respectiva Convocatoria”;
Que la UPME, realizó la apertura de la Convocatoria Pública UPME-05-2009 con el 

objeto de seleccionar un inversionista y un interventor para el diseño, adquisición de los 
suministros, construcción, operación y mantenimiento de la Subestación Quimbo 230 kV 
y las líneas de transmisión asociadas;

Que la UPME mediante oficio radicado en la Comisión de Regulación de Energía y Gas 
(CREG) con el número E-2012-001929 del 7 de marzo de 2012, comunicó a la comisión que 
la Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P., EEB S. A. E.S.P., fue el único proponente que 
cumplió con los requisitos de los Documentos de Selección del Inversionista y solicitó a la 
CREG su revisión de acuerdo con lo establecido en el numeral VI del literal b) del artículo 
4° de la Resolución CREG 022 de 2001, modificado por el artículo 2° de la Resolución 
CREG 085 de 2002, que establece: “VI. Cuando en un Proceso de Selección solamente 
resulte un único proponente, ya sea por ser el único que cumple con los requisitos exigidos 
o por ser el único que se presente, la selección estará sujeta a revisión previa de la CREG”;

Que en respuesta a la solicitud de la UPME, mediante comunicación con Radicado 
número S-2012-000816 del 9 de marzo de 2012, la CREG le informó que en la sesión del 
7 y 8 de marzo del mismo año, la Comisión decidió no presentar observaciones al respecto. 

De acuerdo con la comunicación radicada en la CREG con el número E-2012-002229 
del 16 de marzo de 2012, la UPME informa que la EEB S. A. E.S.P., fue el proponente 
seleccionado para ejecutar las obras de la convocatoria;

Que la UPME, en la comunicación radicada en la CREG con el número E-2012-002445 
del 23 de marzo de 2012, allegó copia de los documentos por medio de los cuales se 
cumple con los actos previos a la fecha de cierre de conformidad con lo establecido en los 
Documentos de Selección, dentro de los cuales se incluye la garantía de cumplimiento de 
la Convocatoria Pública UPME-05-2009, junto con la carta de aceptación de esta garantía 
suscrita por XM Compañía de Expertos en Mercados S. A., en calidad de Administrador del 
Sistema de Intercambios Comerciales. También, la UPME conceptuó sobre el cumplimiento, 
por parte del inversionista seleccionado, de lo establecido en los Documentos de Selección 
y anexa copia del cronograma de construcción del proyecto;

Que mediante Resolución número 040 del 24 de abril de 2012 publicada el 22 de mayo 
del mismo año, la CREG oficializó los ingresos anuales esperados por la EEB S. A. E.S.P., 
para el diseño, suministro, construcción, operación y mantenimiento de la Subestación 
Quimbo 230 kV y las líneas de transmisión asociadas;

Que en los documentos de selección del inversionista, se estableció como fecha requerida 
de puesta en servicio el 31 de agosto de 2014;

Que mediante oficio radicado en este Ministerio el 26 de junio de 2014 con el número 
2014040757, la EEB S. A. E.S.P. solicitó aplazar en seiscientos veinte (620) días calendario 
la fecha oficial de puesta en operación del proyecto objeto de la Convocatoria UPME-05-
2009, equivalentes al retraso acumulado originado en hechos fuera del control de la empresa 
y de su debida diligencia;

Que el Interventor del Proyecto “Consorcio S/E Quimbo 230 kV y las líneas de transmi-
sión asociadas” mediante Comunicación número 2014-126-003670062 del 22 de agosto de 
2014 radicada en la Unidad de Planeación Minero-Energética (UPME), presentó su análisis 
y conclusiones respecto a la solicitud de EEB S. A. E.S.P., en los siguientes términos: 

“Con base en la información anteriormente relacionada, verificada y analizada y 
considerando que estos atrasos no son imputables al inversionista, porque se originaron 
en hechos fuera del control del transmisor y de su debida diligencia, la interventoría consi-
dera procedente la prórroga solicitada, en la medida en que se cumplen con las exigencias 
establecidas lo cual se establece en el artículo 16 de la Resolución número 180924 de 
2003 del Ministerio de Minas y Energía y el numeral 9 de los Documentos de Selección 
del Inversionista, en los cuales se establece respectivamente. 

El artículo 16 de la Resolución número 180924 de 2003 del Ministerio de Minas y 
Energía- Modificación de la fecha de puesta en operación del proyecto- establece que “La 
fecha de puesta en operación del proyecto será la prevista en los documentos de selección 
y podrá ser modificada mediante autorización del Ministerio de Minas y Energía, durante 
el periodo que transcurra desde que se oficializan los ingresos esperados del inversionista 
seleccionado por parte de la Comisión de Regulación de Energía y Gas, hasta la fecha 
oficial establecida en los Documentos de Selección, siempre y cuando ocurran atrasos por 
fuerza mayor acreditada con pruebas provenientes de la autoridad nacional competente, 
o por demoras en la expedición de la licencia ambiental originados en hechos fuera del 
control del inversionista seleccionado y de su debida diligencia, los cuales deben ser 
sustentados y comprobados debidamente”. (Negrilla fuera del texto). 

El numeral 9 de los Documentos de Selección del Inversionista (DSI) señala que “si el 
proyecto sufre atrasos por fuerza mayor, por alteración del orden público o por demoras 
en la expedición de la licencia ambiental, originadas en hechos fuera del control del 
transmisor y de su debida diligencia, el transmisor podrá solicitar al MME prorrogar 
la Fecha Oficial de puesta en operación del Proyecto, en los términos de la Resolución 
MME 18 0924 de 2003 y de la Resolución CREG 022 de 2001 con sus correspondientes 
modificaciones”. (Negrillas fuera del texto). 

La interventoría considera viable otorgar a la EEB una prórroga de cuatrocientos 
treinta y seis (436) días calendario adicionales, correspondientes a: 

– Ciento veinte (120) días calendario, generados por atrasos en el proceso de licen-
ciamiento ambiental. 

– 256 días calendario generados por demoras en el proceso de Consulta Previa con 
las comunidades Las Mercedes, Triunfo Cristal y Nasa Kwe’s Kiwe. 

- Sesenta (60) días calendario por demoras en la entrega del EIA, por razones ajenas 
al inversionista. 

(…)”;
Que la UPME, mediante oficio radicado en el Ministerio de Minas y Energía con el 

número 2014055998 del 29 de agosto de 2014 se pronunció respecto de la petición de 
modificación de la fecha de puesta en operación solicitada por EEB S. A. E.S.P, en los 
siguientes términos: 

“La conclusión del interventor es otorgar 436 días calendario, correspondientes a 120 
asociados al atraso en el proceso de licenciamiento ambiental (DAA), 256 correspondientes 
al trámite de consulta previa y 60 días asociados al ajuste del EIA como consecuencia del 
resultado de la consulta previa. Los 48 días calendario asociados a la expedición de la 
resolución que oficializa el ingreso anual esperado no se consideran ya que no están dentro 
del marco normativo para las prórrogas. 

La UPME está de acuerdo con la conclusión del interventor, con conceder la prórroga y 
considera que el proceso de consulta previa, aunque se tramita con la autoridad competente 
para ello, Ministerio del Interior, hace parte del proceso de licenciamiento ambiental por 
las siguientes razones: I. Para poder solicitar certificación de presencia de comunidades 
e iniciar proceso de consulta previa, en caso de ser necesario, se requiere tener definida 
la alternativa de ruta (como resultado del DAA). II. Los acuerdos de la consulta previa 
hacen parte del EIA, y III. El Decreto número 2820 de 2010 (proceso de licenciamiento 
ambiental) remite al Decreto número 1320 de 1998 para que se realice la consulta previa. 
En consecuencia, no se puede radicar el EIA sin haber finalizado el proceso de consulta 
previa o al menos haber llegado a acuerdos.

(…)”;
Que una vez analizada la solicitud de la EEB S. A. E.S.P., y atendiendo al concepto 

proferido por el Interventor del proyecto y el concepto emitido por la Unidad de Planeación 
Minero-Energética, este Ministerio procede a resolver la misma de la siguiente manera: 

Análisis Ministerio de Minas y Energía 
Que la Resolución MME 18 0924 del 15 de agosto de 2003, por la cual se establece y 

desarrolla el mecanismo de las Convocatorias Públicas para la ejecución de los proyectos 
definidos en el Plan de Expansión del Sistema Interconectado Nacional, en su artículo 16 
señala: 

“Artículo 16. Modificación de la fecha de puesta en operación del proyecto: La fecha 
de puesta en operación del proyecto será la prevista en los Documentos de Selección y 
podrá ser modificada, mediante autorización del Ministerio de Minas y Energía, durante 
el período que transcurra desde que se oficializan los Ingresos Esperados del Inversionista 
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seleccionado por parte de la Comisión de Regulación de Energía y Gas, hasta la fecha 
oficial establecida en los Documentos de Selección, siempre y cuando ocurran atrasos por 
fuerza mayor acreditada con pruebas provenientes de la autoridad nacional competente, 
o por demoras en la expedición de la licencia ambiental originados en hechos fuera del 
control del inversionista seleccionado y de su debida diligencia, los cuales deben ser 
sustentados y comprobados debidamente. 

Cuando el Ministerio de Minas y Energía modifique la fecha de puesta en operación del 
proyecto, el inversionista seleccionado deberá actualizar la garantía única de cumplimiento 
por un periodo igual al tiempo desplazado. (Negrilla y subrayado fuera de texto original). 

Así mismo, el artículo 3° de la Resolución CREG 093 de 2007 que modifica el numeral 
IV del literal b) del artículo 4° de la Resolución CREG 022 de 2001 establece: 

“IV. La fecha de puesta en operación del proyecto es la establecida en los Documentos 
de Selección. Si esta fecha es modificada por el Ministerio de Minas y Energía durante el 
periodo que transcurre desde el momento en que se oficializan los Ingresos Anuales Espe-
rados del Proponente seleccionado hasta la fecha oficial establecida en los mencionados 
Documentos, cuando ocurran atrasos por fuerza mayor, por alteración del orden público 
acreditada, o por demoras en la expedición de la licencia ambiental, originadas en hechos 
fuera del control del Proponente Seleccionado y de su debida diligencia, la CREG decidirá 
mediante resolución sobre la modificación de esta fecha. En este caso se sigue aplicando 
la norma establecida en el presente numeral, y no se desplazará en el tiempo el flujo de 
ingresos aprobado por la CREG”. (Negrilla y subrayado fuera de texto original). 

Establecido lo anterior, procederemos a determinar si existe de conformidad con la 
normatividad vigente, demoras en la expedición de la licencia ambiental originadas en 
hechos fuera de control del Inversionista y de su debida diligencia. 

La Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P. EEB S. A. E.S.P. fundamentó de manera 
general su solicitud en los siguientes términos: 

ACTIVIDAD-  
PROCESO- SITUACIÓN CAUSA DE RETRASO Días

calendario

Selección inversionista 
Tiempo empleado para la emisión de la Resolución CREG 040 de 2012 y su 
publicación en el Diario Oficial número 48.838, que oficializa el Ingreso Anual 
Esperado del inversionista. 

48 

Licenciamiento Ambiental Retraso frente a los tiempos establecidos para los trámites de licencia ambiental 
previstos en el Decreto número 2820 de 2010 133 

Consulta Previa Retraso originado en el desarrollo del proceso de consultas previas 266 

Paros Nacionales Agrarios Situaciones de orden público que originaron suspensión de actividades del 
proyecto 38 

Estudio de Impacto Ambiental 

Retraso en la radicación del EIA ante la ANLA, en virtud de la imposibilidad de 
ingresar a los resguardos indígenas sujetos a proceso de Consulta Previa, al no 
contar con la disposición de estas comunidades para suscribir los preacuerdos 
que permitieran la radicación del EIA. 

135 

TOTAL 620 
1. Del tiempo empleado para la emisión y publicación de la Resolución CREG 

040 de 2012: 
Respecto al tiempo empleado para la expedición y publicación de la Resolución número 

040 del 24 de abril de 2012 por la cual fueron oficializados los ingresos anuales esperados 
por el inversionista, para el diseño, suministro, construcción, operación y mantenimiento de 
la Subestación Quimbo 230 kV y las líneas de transmisión asociadas, la EEB S. A. E.S.P. 
fundamentó su solicitud así: 

“El día 6 de marzo de 2012 en audiencia pública, la EEB resultó como único propo-
nente que cumplió con las condiciones establecidas en la Convocatoria Pública UPME 
05 de 2009, a lo cual posteriormente el 9 de marzo de 2012 la CREG respondió sin obser-
vaciones sobre la adjudicación. El día 23 de marzo de 2012 la UPME envía a la CREG 
los documentos radicados por la empresa y la CREG oficializa el IAE por medio de la 
Resolución número 040 del 24 de abril de 2012. Cabe resaltar que solo hasta el día 22 de 
mayo de 2012 fue publicada en el Diario Oficial número 48.438, lo cual implica 48 días 
adicionales a los estimados en el cronograma de la Convocatoria UPME para la fecha 
de cierre 4 de abril de 2012, y el tiempo para la oficialización del IAE, lo cual repercutió 
en el tiempo de ejecución considerablemente. Por lo anterior solicitamos sean tenidos en 
cuenta en el plazo de ejecución”.

La Resolución MME 18 0924 del 15 de agosto de 2003, por la cual se establece y 
desarrolla el mecanismo de las Convocatorias Públicas para la ejecución de los proyectos 
definidos en el Plan de Expansión del Sistema Interconectado Nacional, en su artículo 16 
señala que la modificación de la fecha de puesta en operación del proyecto se podrá efectuar 
“siempre y cuando ocurran atrasos por fuerza mayor acreditada con pruebas provenien-
tes de la autoridad nacional competente, o por demoras en la expedición de la licencia 
ambiental originados en hechos fuera del control del inversionista seleccionado y de su 
debida diligencia”, durante el periodo que transcurra desde que se oficializan los ingresos 
esperados del inversionista seleccionado y la fecha oficial establecida en los documentos 
de selección de puesta en operación. 

Al respecto, es importante recordar que la situación fáctica aducida por la empresa en 
cuanto al tiempo transcurrido para adelantar el trámite de publicación de la resolución por 
medio de la cual la CREG oficializa los ingresos anuales esperados, no se encuentra cobi-
jada en las potestades otorgadas a este Ministerio por la resolución en cita para aplazar la 
fecha de entrada en operación de los proyectos. Así pues, por ejemplo, se observa que la 
supuesta demora reclamada por la empresa no constituye fuerza mayor o implica demora 
alguna en el trámite del licenciamiento ambiental.

Por otra parte, se observa también que a tenor literal de lo dispuesto por el artículo 16 
de la resolución en cita, tanto la fuerza mayor que deba acreditar la autoridad competente 
como las demoras en la expedición de la licencia ambiental, aun cuando sean originadas 
en hechos fuera del control del inversionista, deben ocasionar atrasos en la fecha de puesta 
en operación del proyecto en cuestión. 

En este mismo sentido, advierte la norma que la fecha de puesta en operación de un 
proyecto podrá ser modificada por el Ministerio de Minas y Energía cuando ocurran atrasos 
por dos razones, a saber: i) Fuerza mayor acreditada con pruebas provenientes de la autori-
dad nacional competente, y ii) Demoras en la expedición de la licencia ambiental. Ambas 
situaciones deben conducir inexorablemente a una demora en la entrada en operación del 
proyecto, puesto que de otra forma se vaciaría de contenido la norma y se produciría la 
irrazonable conclusión de reconocer demoras que en nada afectan la entrada en operación 
del mismo. 

Ahora bien, una vez establecida la naturaleza de la norma contenida en el artículo 16 
de la Resolución MME 18 0924 del 15 de agosto de 2003, es preciso analizar particular-
mente la actuación realizada por EEB S.A. E.S.P. orientada a adelantar las actividades de 
ejecución del proyecto para el cual fue seleccionado, de tal manera que se evidencie si la 
demora ocurrida por la publicación de la Resolución número 040 del 24 de abril de 2012 
en el Diario Oficial, afectó el trámite de licenciamiento ambiental y por lo tanto implicó 
un atraso en la puesta en ejecución del proyecto materia de estudio. 

Si bien es cierto que el cronograma con fundamento en el cual se desarrollaría la Con-
vocatoria Pública señalaba como fecha de cierre el día 4 de abril de 2012, ello no necesa-
riamente implica reconocer el tiempo transcurrido luego de esa fecha hasta la publicación 
del acto administrativo. 

En efecto, el término señalado tal y como consta en los documentos de selección consiste 
en una estimación temporal para culminar el proceso de convocatoria que en nada obsta-
culizaba al inversionista para que iniciara el trámite de licenciamiento ambiental. Ello se 
logra evidenciar si se tiene en cuenta que el día 26 de abril de 2012 con Radicado número 
4120-El-30605, la EEB S. A. E.S.P. solicitó a la Autoridad Ambiental que determinara si la 
Línea de Transmisión Quimbo-Alférez 230 kV requería o no la elaboración y presentación 
del diagnóstico ambiental de alternativas, esto es, casi un mes antes de la publicación en el 
Diario Oficial de la mencionada Resolución número 040 de 2012. 

Luego, teniendo en cuenta que el inversionista pudo iniciar el trámite de licenciamiento 
ambiental aun sin encontrarse publicado el acto administrativo objeto de análisis, y que de 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 19 y 23 del Decreto número 2820 de 2010 no 
es requerido conocer del acto mediante el cual se oficializan los ingresos anuales esperados 
para formular la petición a la ANLA orientada a determinar la necesidad o no de presentar 
el diagnóstico ambiental de alternativas, no serán reconocidos días de retraso en el trámite 
del licenciamiento ambiental por este concepto. 

Sobre el particular, resulta importante también destacar que para efectos de determinar 
las situaciones que efectivamente afectaron el trámite de licenciamiento ambiental, este 
Ministerio acude a un criterio objetivo según el cual, si bien la ocurrencia de un fenómeno 
se encuentra precedido de varias causas, se debe identificar solamente aquellas que efecti-
vamente produjeron el perjuicio reclamado. 

2. De la necesidad de presentar Diagnóstico Ambiental de Alternativas 
Posteriormente, mediante oficio radicado en la ANLA el 26 de abril de 2012 con el 

número 4120-E1-30605, la EEB S. A. E.S.P. solicitó que se determinará si la línea de trans-
misión Quimbo (Tesalia)-Alférez 230 kV requería o no de la elaboración y presentación de 
un Diagnóstico Ambiental de Alternativas (DAA). 

Pese a que de conformidad con el artículo 23 del Decreto número 2820 de 2010 la 
autoridad ambiental contaba con 15 días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud 
para pronunciarse acerca de la necesidad de presentar o no el DAA, la ANLA mediante 
comunicación el 5 de julio de 2012 señaló que el proyecto en mención requería la presen-
tación de dicho documento, es decir, con 48 días calendario de retraso, los cuales serán 
reconocidos por este ministerio como se muestra a continuación:

“Subestación Quimbo 500/230 kV”

Actividad
Término según 
Decreto número 

2820 de 2010

Fecha en que EEB 
radicó documentos

Fecha máxima en 
que la  autoridad 

debió resolver

Fecha en que la 
autoridad ambiental 

resolvió

Días calendario  
de retraso

Oficio señalando la 
necesidad de presen-
tar DAA. 

15 días hábiles 26-04-2012 18-05-2012 05-07-2012 48

3. Selección de una alternativa por parte de la ANLA
De conformidad con lo establecido en el numeral 2 del artículo 23 del Decreto número 

2820 de 2010, una vez recibido el DDA la ANLA debe expedir dentro de los 5 días siguientes 
a su presentación un auto de inicio de trámite. 

Pese a que la EEB S. A. E.S.P. mediante Comunicación número 4120-E1-51732 del 
17 de octubre de 2012 radicó en la ANLA el Diagnóstico Ambiental de Alternativas, dicha 
entidad solo hasta el 21 de noviembre del mismo año expidió el Auto de Inicio de Trámite 
número 3623 el cual fue notificado el día 23 de noviembre del mismo año, con 28 días 
calendario de demora. 

Para efectos de determinar el retraso imputable a la Autoridad Ambiental relacionado 
con el procedimiento adelantado para surtir la notificación personal de los autos objeto de 
análisis en esta resolución proferidos en actuaciones administrativas iniciadas después del 2 
de julio de 2012, se estará a lo dispuesto por los artículos 68 y 69 de la Ley 1437 de 2011, así: 

“Artículo 68. Si no hay otro medio más eficaz de informar al interesado, se le enviará 
una citación a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figuren en el ex-
pediente o puedan obtenerse del registro mercantil, para que comparezca a la diligencia de 
notificación personal. El envío de la citación se hará dentro de los cinco (5) días siguientes 
a la expedición del acto y de dicha diligencia se dejará constancia en el expediente”.

Artículo 69. Si no pudiere hacerse la notificación personal al cabo de los cinco (5) días 
del envío de la citación, esta se hará por medio de aviso que se remitirá a la dirección, al 
número de fax o al correo electrónico que figuren en el expediente o puedan obtenerse del 
registro mercantil, acompañado de copia íntegra del acto administrativo. (...)” 
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Por lo tanto, de las normas transcritas se concluye que la ANLA tenía 5 días hábiles, 
siguientes a la fecha de expedición del acto, para enviar la citación, tendiente a efectuar la 
notificación, luego de la cual, el apoderado de la EEB S. A. E.S.P. tenía 5 días para asistir a 
notificarse personalmente, so pena de que la misma se surtiera de conformidad con el trámite 
señalado por el artículo 69 y siguientes de la misma ley. Dado que la notificación personal 
fue realizada el 23 de noviembre de 2012, es decir dentro de los 10 días antes mencionados, 
siguientes a la fecha de expedición del acto, no se observa retraso por este concepto.

“Subestación Quimbo 500/230 kV”

Actividad
Término según 
Decreto número 

2820 de 2010

Fecha en que EEB 
radicó documentos

Fecha máxima en 
que la  autoridad 

debió resolver

Fecha en que la 
autoridad ambiental 

resolvió

Días calendario 
de retraso

Auto de inicio de 
trámite 5 días hábiles 17-10-2012 24-10-2012 21-11-2012 28

Ahora bien, pese a haber radicado el DAA el 17 de octubre de 2012, en el expediente 
analizado por este Ministerio se observa que mediante Oficio número 4120-E2-51732 del 
1° de noviembre del mismo año, la autoridad ambiental sobre el particular señaló que “(...) 
la solicitud de evaluación del mismo deberá suscribirse por parte del representante legal 
de la Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P., o su apoderado debidamente constituido, 
toda vez que se encontró que el poder general otorgado no confiere las facultades para 
adelantar trámites administrativos ante esta entidad”.

De igual forma, la ANLA advirtió no haber encontrado información de carácter técnico 
necesaria para proceder a estudiar el diagnóstico presentado. Al respecto la autoridad señaló 
lo siguiente: 

“Por otra parte, una vez verificado el contenido del documento por parte del Equipo 
Geomática, se encontró que hace falta dar cumplimiento a algunas especificaciones des-
critas detalladamente en las observaciones contenidas de Lista de Chequeo de Información 
Geográfica y Cartográfica adjunto. 

En tal sentido, previo a dar inicio al trámite de evaluación pertinente, y de conformi-
dad con lo dispuesto en el artículo 19 del Decreto número 2820 de 2010, y la Resolución 
número 1503 del 4 de agosto de 2010, modificada por la Resolución número 1415 del 17 
de agosto de 2012, por la cual se adoptó la Metodología General para la presentación de 
Estudios Ambientales, deberá complementar la información indicada”.

El Diagnóstico Ambiental de Alternativas fue finalmente presentado completamente 
por parte de la EEB S. A. E.S.P. el día 16 de abril del año 2013 mediante Oficio número 
4120-E1-15980. 

Teniendo en cuenta que en una primera oportunidad dicho documento presentado por 
la EEB S. A. E.S.P. se encontraba incompleto, lo cual ocasionó que la ANLA requiriera 
nueva información y pese a que el artículo 23 del citado Decreto número 2820 de 2010 
señala que los 30 días hábiles con que cuenta la ANLA para seleccionar una alternativa 
se cuentan a partir de la fecha de ejecutoria del auto de inicio de trámite, este Ministerio 
siguiendo criterios de justicia y equidad contará los 30 días hábiles a partir de la fecha en 
que la EEB S. A. E.S.P. finalmente complementó la información requerida, tal como lo hace 
el solicitante, esto es el 16 de abril de 2013. 

No obstante lo anterior, mediante Auto número 1939 del 2 de julio de 2013 notificado 
personalmente el día 8 de julio del mismo año dentro del término legal estipulado para 
el efecto, la ANLA seleccionó la alternativa de menor afectación desde el punto de vista 
ambiental, generándose un retraso de 33 días calendario.

“Subestación Quimbo 500/230 kV”

Actividad
Término según 
Decreto número 

2820 de 2010

Fecha en que EEB 
radicó documentos

Fecha  máxima en 
que la autoridad  

debió resolver

Fecha en que la  
autoridad ambiental 

resolvió

Días calendario 
de retraso

Evaluación del DAA 
y  selección de Alter-
nativa 

30 Días hábiles 16-04-2013 30-05-2013 Auto número 1939 
del 02-07-2013 33

 
4. De las demoras por la socialización y consulta a las comunidades indígenas 
Sobre el particular, la EEB S. A. E.S.P. manifiesta que debido a las dificultades presentadas 

en el adelantamiento del proceso de consulta previa con las comunidades del área de influencia 
del proyecto, el trámite del licenciamiento ambiental se vio afectado en tanto que impidió 
la radicación del Estudio de Impacto Ambiental en la fecha prevista. Para ello, realizan un 
recuento de las actuaciones adelantadas en acompañamiento del Ministerio del Interior, a 
través de las cuales dan cuenta de las reuniones sostenidas con las comunidades étnicas, y 
que en su concepto, dificultaron la realización y presentación de los estudios ambientales. 

Respecto a la solicitud de aplazamiento la empresa señala lo siguiente: 
“Como se puede comprobar con lo descrito anteriormente, la fuerte oposición y la 

negativa de las comunidades indígenas presentes en el área de estudio, donde se ubican 
las alternativas viables planteadas en el DAA, para permitir el desarrollo de un proceso de 
consulta previa y la construcción de cualquier proyecto de infraestructura en sus territorios, 
corresponde a una situación que está fuera del control de la EEB y de la gestión adelantada 
por parte de la Dirección de Consulta Previa del Ministerio del Interior. 

Igualmente se demuestra, claramente que la Empresa realizó debidamente todos los 
procedimientos normativos ante las comunidades indígenas certificadas y ante las autori-
dades competentes, quienes no pudieron garantizar que se cumplieran los plazos normados, 
afectando los tiempos del proceso de licenciamiento ambiental. 

Por otra parte, también, no estaba bajo el control de la EEB, obtener resultados favo-
rables o llegar a acuerdos con las comunidades indígenas de los Resguardos Nasa Kwe’s 
Kiwe; Triunfo Cristal y Las Mercedes; razón por la cual al 22 de abril de 2014 no se habían 
finalizado los estudios ambientales. 

Es importante reiterar que el cronograma del proyecto, establecía como fecha de fi-
nalización del proceso de consulta previa el día 30 de julio de 2013, tal como se informó 

en el literal b), numeral 1 de esta comunicación; en consecuencia el tiempo transcurrido 
entre esta fecha y el 22 de abril de 2014; fecha en la cual se cerró el proceso de consulta 
previa con los resguardos presentes en el corredor seleccionado en jurisdicción del Valle 
del Cauca, el cual corresponde a 266 días calendario (179 días hábiles), no estaban en el 
dominio y control de la EEB”.

Con el propósito de resolver la solicitud que sobre el particular formula la EEB S. A. 
E.S.P., es importante determinar en primer lugar las implicaciones que el proceso de consulta 
previa tiene en el trámite del licenciamiento ambiental. Para ello, resulta necesario recordar 
que la naturaleza de la prescripción normativa contenida en el artículo 16 de la Resolución 
número 180924 de 2003, por la cual se establece y desarrolla el mecanismo de las Convo-
catorias Públicas para la ejecución de los proyectos definidos en el Plan de Expansión del 
Sistema Interconectado Nacional, permite aplazamientos de fechas de puesta en operación 
de proyectos cuando ocurran atrasos en trámites sin los cuales, inevitablemente tampoco 
podría adelantarse el respectivo procedimiento ante la Autoridad Ambiental. 

De esta manera, notamos que el artículo 16 de la resolución en cita señala que la modifi-
cación de la fecha de puesta en operación del proyecto se podrá efectuar “siempre y cuando 
ocurran atrasos por fuerza mayor acreditada con pruebas provenientes de la autoridad 
nacional competente, o por demoras en la expedición de la licencia ambiental originados 
en hechos fuera del control del inversionista seleccionado y de su debida diligencia, los 
cuales deben ser sustentados y comprobados debidamente”. (Negrilla y subrayado fuera 
de texto original). 

Ahora bien, respecto al trámite de consulta previa con las comunidades étnicas, la Corte 
Constitucional en numerosa jurisprudencia (Sentencias T-428 de 1992, SU-037 de 1997, 
T-652 de 1998, T-634 de 1999, SU-383 de 2003, T-955 de 2003, T-737 de 2005, T-880 de 
2006, T-154 de 2009 y T-769 de 2009) ha establecido su alcance señalando que la misma 
constituye un elemento indispensable para el otorgamiento de la licencia ambiental, en 
tanto que aparte de ser un derecho de carácter fundamental, es a su vez, un mecanismo que 
busca proteger la integridad étnica y cultural de las comunidades en nuestro país, y por lo 
tanto, protege aspectos que se deben tener en cuenta en los diferentes estudios revisados 
por la ANLA. 

En un mismo sentido, se observa que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
76 de la Ley 99 de 1993 respecto a las comunidades indígenas y negras, el legislador 
consagró una protección en cabeza de las comunidades étnicas al requerir para todas las 
actividades de explotación de recursos naturales, la consulta previa a los representantes de 
tales comunidades sobre las decisiones que deban tomarse. Ello, con el propósito de evitar 
el deterioro de la integridad cultural, social y económica de las mismas. 

Estas disposiciones relativas a la expedición de la licencia ambiental, no se encuentran 
únicamente orientadas a proteger el medio ambiente cuando se realicen explotaciones de los 
recursos naturales. Sobre el particular, la Corte Constitucional mediante Sentencia T- 129 
de 2011 con ponencia del doctor Jorge Iván Palacio Palacio, ha señalado que con ellas, el 
Legislador intentó contemplar la obligatoriedad de que las comunidades étnicas del país se 
pronuncien sobre la tramitación de licencias ambientales que autorizan la explotación de 
recursos naturales; ello ligado a la protección no solo de la autonomía de las comunidades 
tribales sino del patrimonio cultural de la Nación. 

A manera de ejemplo, se trae a colación el caso estudiado por la Sentencia T-769 de 
2009 con ponencia del doctor Nilson Pinilla Pinilla, en donde la Corte se pronunció sobre 
la tutela interpuesta por los miembros de la Comunidad Bachidubi, Resguardo Río Murin-
dó, ante la autorización que se le diera a la Compañía Muriel Mining Corporation para la 
exploración y explotación de una mina de cobre, oro y molibdeno en los departamentos de 
Antioquia y Chocó, denominado proyecto Mandé Norte. 

En el mencionado caso, la Corte reiteró la jurisprudencia relativa a la protección que 
debe el Estado a la identidad e integridad étnica y cultural de las comunidades indígenas por 
medio de la consulta previa frente a la exploración y explotación de los recursos naturales 
dentro de los territorios de las comunidades nativas, y encontró que la consulta previa no 
había sido efectuada a pesar de que se habían iniciado trámites administrativos con un acta 
de protocolización ya que las comunidades implicadas no habían tenido la posibilidad de 
pronunciarse de fondo ante la inminencia de la ejecución del proyecto. 

Por ello, la Corporación ordenó suspender las actividades de exploración y explotación 
mencionadas hasta que no fuera agotada la consulta y se materializara el consentimiento 
libre, informado y previo de las comunidades. Al respecto la Corte señaló lo siguiente: 

“Frente al consentimiento libre, informado y previo de las comunidades, según sus 
costumbres y tradiciones, en el caso bajo estudio se observa que el acta de protocolización 
verificada con algunas colectividades se ha asimilado a un simple trámite administrativo, 
en el cual la comunidad no ha tenido oportunidad de pronunciarse a fondo frente al pro-
yecto que explorará y explotará minerales en su territorio ancestral. Así, se han venido 
desconociendo subreglas constitucionales, que son de obligatoria observancia en estos 
casos e involucran en la consulta previa los principios de buena fe y de consentimiento 
libre e informado, que deben gobernar el proceso”.

Por otra parte, la exigencia de adelantar los trámites de consulta previa con las comu-
nidades étnicas antes de radicar los estudios ambientales, encuentra su sustento no solo en 
líneas jurisprudenciales como las mencionadas anteriormente en la citada Sentencia T-129 
de 2011, sino también en fuentes de derecho positivo que implican, una consecuente ob-
servación por parte de los inversionistas. 

Así pues por ejemplo, y de acuerdo a lo señalado por el artículo 15 del Decreto número 
2820 de 2010, cuando se adelante un proyecto en áreas de comunidades étnicas, deberá in-
formársele previamente sobre el alcance del mismo haciendo especial énfasis en los impactos 
y las medidas de manejo propuestas. Al respecto, dicha norma remite a las disposiciones del 
Decreto número 1320 de 1998, donde se reglamentó la consulta previa con las comunidades 
indígenas y negras para la explotación de los recursos naturales dentro de su territorio. 
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Este último decreto dispone en su artículo 5° que cuando el proyecto se pretenda realizar 
en zonas con presencia de comunidades étnicas, el responsable del mismo deberá realizar 
la consulta previa, y elaborar “(...) los estudios ambientales con la participación de los 
representantes de las comunidades indígenas o negras”. 

De igual forma, resulta claro para este Ministerio, que además de las exigencias de fuente 
doctrinal y legal que obligaban a la EEB S. A. E.S.P. a adelantar el proceso de consulta 
previa, en los numerales 7.8 y 7.9 del artículo 3° del Auto número 1939 del 2 de julio de 
2013, la ANLA requirió a la empresa para que diera aplicación a lo dispuesto por el citado 
artículo 5° del Decreto número 1320 de 1998 respecto a la participación de las comunidades 
étnicas en la elaboración del EIA, así como también para que adelantara una adecuada ca-
racterización de los pueblos indígenas susceptibles de afectación por la alternativa escogida. 

Por todo ello, resulta claro para este Ministerio que para la obtención de las licencias 
y permisos ambientales necesarios para la realización de un proyecto, obra o actividad, 
se hace indispensable que los estudios que se presenten contemplen el eje sociocultural 
dentro de su marco de análisis, donde se establezcan de forma clara y precisa los impactos 
ocasionados a la población y las respectivas medidas de manejo; así como las constancias 
de haber adelantado todas las medidas necesarias para lograr el consentimiento previo, libre 
e informado de las comunidades étnicas de su área de influencia, conforme a lo dispuesto 
por la Ley 21 de 1991, por la cual se aprueba el Convenio número 169 de 1987 de la Or-
ganización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales. 

Por lo anterior, y con el propósito de atender las directrices normativas y jurisprudenciales 
establecidas por la Corte Constitucional, se considera procedente reconocer como días que 
afectaron el trámite del licenciamiento ambiental, los 266 días transcurridos entre el 30 de 
julio de 2013, fecha prevista para culminar el proceso de consulta con las comunidades y 
el 22 de abril de 2014, fecha en la que se cerró el proceso de consulta previa por parte del 
Ministerio del Interior. 

Ahora bien, respecto a la solicitud de 135 días calendario de retraso en el trámite de licen-
ciamiento ambiental por la imposibilidad de radicar el EIA en la fecha que la empresa tenía 
prevista, este Ministerio observa que al reconocer el retraso ocasionado entre el día 30 de julio 
de 2013 hasta el día 22 de abril de 2014, que constituye el principal obstáculo para continuar 
con el trámite de licenciamiento ambiental una vez finalizada la consulta previa, también se han 
previsto las demoras posteriores que pudieron suceder con ocasión de la radicación del EIA. 

En efecto, si se tiene en cuenta que a partir del 22 de abril de 2014 la EEB S. A. E.S.P. ha 
podido radicar el EIA, ello implica que la presentación de dicho estudio indefectiblemente 
sea radicado en una fecha que no concuerde con la del cronograma. Sin embargo, esto no 
quiere decir que sean reconocidas nuevas demoras por un mismo hecho, este es, la demora 
en el adelantamiento del proceso de consulta previa, cuando esta no sea por hechos impu-
tables al inversionista. Por lo tanto, no pueden ser reconocidas demoras por este concepto. 

5. De las demoras por el Paro Agrario Campesino: 
En relación a las demoras ocasionadas por los paros campesinos acontecidos en los años 

2013 y 2014, la EEB S. A. E.S.P. manifestó lo siguiente: 
“A lo largo de los últimos meses se ocurrieron dos (2) Paros Agrarios por cuenta de la 

población campesina del país. Razón que en su momento no sólo generó situaciones rela-
cionadas con el Orden Público, bloqueo de vías y cierre de accesos a algunos municipios 
inmersos en el Área de Influencia del Proyecto. 

Es así como entre el 20 de agosto y el 12 de septiembre de 2013, periodo que corres-
ponde a (18 días hábiles), se produjo el primer Paro Agrario Campesino, situación que 
generó bloqueos en las principales vías del departamento del Huila, razón por la cual no 
fue posible adelantar de manera normal las actividades de campo relacionadas con el 
diseño del proyecto y las labores de campo del Estudio de Impacto Ambiental. 

El segundo Paro Agrario Campesino, llevado a cabo entre el 28 de abril y el 13 de 
mayo de 2014 11 (días hábiles), generado porque la población campesina colombiana no 
se encontraba de acuerdo con los compromisos que había dispuesto el Gobierno Nacional, 
el 28 de abril del año en curso deciden hacer movilizaciones y bloqueos por las principales 
vías del país (...). 

Cabe resaltar que en las fechas de este último paro se llevaban a cabo las actividades 
de construcción y montaje de la Subestación Tesalia, ampliación de la subestación, obras 
del Proyecto UPME 05-2009, ubicadas en el departamento del Huila, razón por la cual por 
las alteraciones del orden público anteriormente mencionadas, la EEB y sus contratistas 
no lograron la movilización a los sitios de trabajo planeados ocasionando una detención 
total en las obras entre el 28 de abril de 2014 y el 13 de mayo de 2014 (10 días hábiles)”.

Sobre el particular, este Ministerio observa que teniendo en cuenta que el tiempo re-
conocido como atraso de puesta en operación de la línea de transmisión 230 kV Quimbo 
(Tesalia)-Alférez y sus módulos de conexión por concepto de demoras en el adelantamien-
to del proceso de consulta previa, es superior a los atrasos presentados para las obras de 
transmisión: Subestación Quimbo (Tesalia) 230 kV; líneas de transmisión 230 kV Quimbo 
(Tesalia)-Altamira, reconfiguración de la línea de transmisión 230 kV Betania-Jamondino 
y ampliación de la Subestación Altamira 230 kV, no se considera viable otorgar el tiempo 
adicional para este último proyecto, en tanto que el mismo se encuentra incluido en el 
inicialmente otorgado. 

En un mismo sentido, el Interventor del proyecto en cuestión, en su antes mencionado 
concepto, afirmó que “(...) la interventoría considera que aunque estas situaciones afectaron 
el normal desarrollo de las actividades realizadas por la EEB S. A. E.S.P. relacionadas con 
el diseño del proyecto y las labores de campo requeridas para el Estudio de Impacto Am-
biental, este tiempo ya se consideró dentro del otorgado por el proceso de consulta previa, 
por tanto la interventoría no considera viable otorgar tiempo adicional por este hecho”. 

Teniendo en cuenta el análisis anteriormente expuesto, este Ministerio en aras de sal-
vaguardar los derechos que le asisten a la EEB S. A. E.S.P. por la afectación que le genera 
las demoras materia de pronunciamiento ambiental, procederá a la modificación de la fecha 
de puesta en operación del proyecto objeto de la Convocatoria UPME 05-2009, por un 

término de trescientos setenta y cinco (375) días calendario, que corresponden al retraso 
calculado para el trámite de la licencia ambiental para la Subestación Quimbo 230 kV, así:

Causa de la demora Número de días calendario  
de retraso

Retraso de la autoridad ambiental en señalar la necesidad de presentación 
del Diagnóstico Ambiental de Alternativas para el Proyecto de la “Sub-
estación Quimbo 230 kV”.

48

Retraso de la autoridad ambiental en la expedición del auto de inicio de 
trámite de evaluación del diagnóstico relacionado con la “Subestación 
Quimbo 230 kV”. 

28

Retraso de la autoridad ambiental para la evaluación del DAA y selección 
de Alternativa relacionada con la ‘Subestación Quimbo 230 kV”. 33

Demoras para adelantar el trámite de licenciamiento ambiental por demo-
ras con la socialización y consulta previa con las comunidades étnicas. 266

TOTAL 375
Que por lo expuesto, 

RESUELVE
Artículo 1°. Modificar la fecha de puesta en operación del proyecto denominado “Subestación 

Quimbo 230 kV”, objeto de la Convocatoria Pública UPME-05-2009, según lo consignado en 
la parte motiva del presente acto administrativo, en un término de trescientos setenta y cinco 
(375) días calendario, contados a partir del 1° de septiembre de 2014. En consecuencia, la 
fecha oficial de entrada en operación del proyecto es el 10 de septiembre de 2015. 

Artículo 2°. La Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P., deberá actualizar la garantía 
única de cumplimiento por un período igual al tiempo desplazado, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 16 de la Resolución MME 18 0924 del 15 de agosto de 2003. 

Artículo 3°. Comunicar la presente resolución a la Comisión de Regulación de Energía 
y Gas, con el objeto de que esta a su vez expida los actos administrativos correspondientes 
de conformidad con la normatividad vigente. 

Artículo 4°. Notificar la presente resolución al representante legal de la Empresa de 
Energía de Bogotá S. A. E.S.P., advirtiéndole que contra la misma procede el recurso de 
reposición, el cual debe interponerse dentro de los diez  (10) días siguientes a su notificación, 
según lo establecido por los artículos 74, 76 y 77 de la Ley 1437 de 2011.

Artículo 5°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias. 

Publíquese, notifíquese y cúmplase. 
Dada en Bogotá, D. C., a 29 de agosto de 2014.
El Ministro de Minas y Energía,

Tomás González Estrada.
(C. F.).

(D
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Proceso de Contratación PC-2014-000922
Empresas Públicas de Medellín E.S.P.

Objeto: Construcción de canchas de fútbol en grama sintética para los 
municipios del área de influencia del Proyecto Ituango (Buriticá, Briceño, 
Liborina, Valdivia, Santa Fe de Antioquia, San Andrés de Cuerquia, Saba-
nalarga, Toledo, Peque, Ituango, Olaya, Yarumal). 
Publicación y adquisición del derecho a participar en el proceso: 
el pliego de condiciones estará publicado en la página web www.epm.
com.co vínculo Proveedores y Contratistas, opción “Te Cuento”, y podrá 
adquirirse en la oficina de la Dirección Ambiental, Social y Sostenibilidad 
Proyecto Ituango, ubicada en la carrera 58 N° 42-125 (Medellín), edificio 
EPM, piso 9, oficina 057, del 27 al 29 de agosto de 2014 (ambas fechas 
inclusive) de 8:00 a. m. a 11:30 a. m. y de 1:30 p. m. a 4:00 p. m. 
El pliego de condiciones tendrá un valor de setecientos mil pesos m. l. 
($700.000), no reembolsables, que deben ser pagados en efectivo o che-
que de gerencia a nombre de Empresas Públicas de Medellín E. S. P., 
previa expedición del respectivo documento de cobro, con el cual se po-
drá cancelar el valor en las entidades bancarias o financieras que recau-
den servicios públicos. 
Cierre de presentación de ofertas: la oferta debe ser entregada en la ofi-
cina de la Dirección Ambiental, Social y Sostenibilidad Proyecto Ituango, 
ubicada en el piso 9, oficina 057, edificio EPM, carrera 58 N° 42-125 (Me-
dellín) a más tardar el 17 de septiembre de 2014, a las 3:00 p.m. hora 
local. 
Para mayor información sobre este proceso de contratación consulte la 
página 
http://www.epm.com.co/site/proveedoresycontratistas/Proveedoresycon-
tratistas/Aplicaciones/Tecuento.aspx, en la que podrá conocer los requisi-
tos de participación y los factores de evaluación. 
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RESOLUCIÓN NÚMERO 9 0923 DE 2014
(agosto 29)

por la cual se modifica la fecha de puesta en operación del Proyecto denominado  
“Subestación Armenia 230 kV y las líneas de transmisión asociadas”,  

objeto de la Convocatoria Pública UPME-02-2009.
El Ministro de Minas y Energía, en uso de las facultades legales y reglamentarias, en 

especial la contenida en el artículo 5° del Decreto número 0381 de 2012, y en aplicación de 
lo dispuesto en el artículo 16 de la Resolución MME 180924 del 15 de agosto de 2003, y 

CONSIDERANDO:
Que de conformidad con el numeral 3.8 del artículo 3° de la Ley 142 de 1994, consti-

tuye un instrumento de intervención estatal, entre otros, el estímulo a la inversión de los 
particulares en los servicios públicos;

Que el numeral 8.3 del artículo 8° de la Ley 142 de 1994 establece que es competencia 
de la nación asegurar que se realice en el país, por medio de empresas oficiales, mixtas o 
privadas, la actividad de interconexión a las redes nacionales de energía eléctrica;

Que el artículo 7° de la Ley 143 de 1994 señala que en las actividades del sector podrán 
participar diferentes agentes económicos, públicos, privados o mixtos, los cuales gozarán de 
libertad para desarrollar sus funciones en un contexto de libre competencia, de conformidad 
con los artículos 333, 334 y 336 de la Constitución Política;

Que el artículo 85 de la Ley 143 de 1994 señala que las decisiones de inversión en 
generación, interconexión, transmisión y distribución de energía eléctrica constituyen 
responsabilidad de aquellos que las acometan, quienes asumen en su integridad los riesgos 
inherentes a la ejecución y explotación de los proyectos;

Que mediante Resolución número 18 1315 de 2002 modificada por la Resolución número 
18 0925 de agosto de 2003, el Ministerio de Minas y Energía (MME) delegó en la Unidad 
de Planeación Minero-Energética (UPME) “(...) las gestiones administrativas necesarias 
para la selección, mediante convocatoria pública de inversionistas que acometan en los 
términos del artículo 85 de la Ley 143 de 1994, los proyectos definidos y aprobados en el 
Plan de Expansión de Transmisión del Sistema Interconectado Nacional (…)”;

Que mediante Resolución número 18 0946 del 11 de junio de 2009, el MME adoptó 
el Plan de Expansión de Referencia Generación - Transmisión 2009-2023, en el cual fue 
incluido el proyecto denominado: 

“Subestación Armenia 230 kV: 
• Instalar la nueva Subestación Armenia 230 kV. 
• Reconfigurar la Línea Hermosa-Virginia 230 kV en Hermosa-Armenia y Armenia-

Virginia 230 kV, a través de un doble circuito de 40 km aproximadamente al punto de apertura. 
• Fecha requerida de puesta en servicio: 30 noviembre de 2011. 
• Se deja abierta la posibilidad de realizar ajustes técnicos al proyecto en los Docu-

mentos de Selección de la respectiva Convocatoria. (...)”;
Que la fecha de puesta en servicio de la Subestación Armenia fue postergada para el 

mes de noviembre de 2012 con Resolución MME 18 2549 del 30 de diciembre de 2010, 
nuevamente aplazada para el 30 de noviembre de 2013 con Resolución MME 18 1745 del 
25 de octubre de 2011, actos administrativos mediante los cuales se modificó el Plan de 
Expansión de Referencia Generación - Transmisión 2009-2023;

Que la UPME realizó la apertura de la Convocatoria Pública UPME-02-2009, cuyo 
objeto fue la: “Selección de un inversionista y un interventor para el diseño, adquisición 
de los suministros, construcción, operación y mantenimiento de la Subestación Armenia 
230 kV y las líneas de transmisión asociadas”;

Que mediante acta del 14 de febrero de 2012, la UPME seleccionó como adjudicatario 
de la Convocatoria UPME 02-2009 a la Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P. –E.E.B. 
S. A. E.S.P.–;

Que en cumplimiento de lo establecido en la Resolución CREG-022 de 2001, la UPME 
mediante oficio con Radicación número E-2012-001251 del 16 de febrero de 2012, comunicó 
a la Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG) que el proponente seleccionado en 
la Convocatoria Pública número 02-2009 fue la Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P., 
toda vez que cumplió con todos los requisitos establecidos en los documentos de selección;

Que mediante Resolución número 032 del 16 de marzo de 2012, la Comisión de Regu-
lación de Energía y Gas (CREG) oficializó los ingresos anuales esperados para la Empresa 
de Energía de Bogotá S. A. E.S.P., por el diseño, suministro, construcción, operación y 
mantenimiento de la Subestación Armenia 230 kV y las líneas de transmisión asociadas;

Que el Ministerio de Minas y Energía mediante Resolución número 9 1039 del 27 de 
noviembre de 2013, modificó la fecha de puesta en operación - FPO del Proyecto “Subes-
tación Armenia 230 kV y las líneas de transmisión asociadas”, en un término de doscientos 
setenta y tres (273) días calendario, contados a partir del 1° de diciembre de 2013 fijando 
como nueva fecha de entrada de operación el día treinta (30) de agosto de 2014;

Que mediante oficio radicado en este Ministerio con el número 2014042717 del 08-
07-2014, la Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P. solicitó aplazar en doscientos 
veintiún (221) días calendario la fecha oficial de puesta en operación del proyecto objeto 
de la Convocatoria UPME-02-2009, sustentando su solicitud en los siguientes argumentos: 

“Con fundamento en lo establecido en el artículo 16 de la Resolución MME 180924 
de 2003, artículo 4° de la Resolución CREG 022 de 2001 y el artículo 3° de la Resolución 
CREG 093 de 2007 (...) motivada por hechos y situaciones fuera del control de la empresa 
y de su debida diligencia. 

En el Anexo 1 (...) se presenta un cuadro con las actividades, situaciones y tiempos de 
retraso que justifican nuestra solicitud, el cual se puede resumir así:

ACTIVIDAD  
PROCESO/SITUACIÓN CAUSA DE RETRASO Días calendario

Auto de trámite que declare reunida toda 
la información.

Retraso frente a los tiempos establecidos 
en trámites del Decreto número 2820. 53

Resolución número 0582 mediante la cual 
otorgan Licencia Ambiental. 

Retraso frente a los tiempos establecidos 
en trámites del Decreto número 2820. 138

Requerimiento definido en la Licencia 
Ambiental. Exigencias de la ANLA 30

TOTAL 221
(…).
En el Anexo 2 se describen en detalle las distintas actividades relacionadas con el 

avance del proyecto (...) equivalentes al retraso acumulado por los hechos que siguieron 
al Auto de Solicitud de Información Adicional emitido por la ANLA el 23 de septiembre de 
2013, fecha de corte del tiempo de retraso reconocido en la Resolución MME 91039, con 
lo cual la nueva Fecha de Puesta en Operación del Proyecto UPME 02 de 2009 sería el 
9 de abril de 2015”.

La Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P., mediante oficio radicado en este Ministerio 
con el número 2014055229 del 27-08-2014 dio alcance a su solicitud inicial contenida en 
el Oficio Radicado número 2014042717 del 08-07-2014, con el objeto de complementar el 
argumento del Fundamento 3 del Anexo 2 del referido oficio, manifestando: 

“Además, como argumento adicional y fundamento de esta solicitud, citamos el artículo 
3° del Decreto número 2820 el cual dispone: 

Concepto y alcance de la licencia ambiental. La Licencia Ambiental, es la autorización 
que otorga la autoridad ambiental competente para la ejecución de un proyecto, obra o 
actividad, que de acuerdo con la ley y los reglamentos pueda producir deterioro grave a 
los recursos naturales renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones consi-
derables o notorios al paisaje; la cual sujeta al beneficiario de esta, al cumplimiento de los 
requisitos, términos, condiciones y obligaciones que la misma establezca en relación con 
la prevención, mitigación, corrección, compensación y manejo de los efectos ambientales 
del proyecto, obra o actividad autorizada”.

El Interventor del Proyecto “Consorcio S.E. Armenia” mediante su comunicación de 
fecha 21 de agosto de 2014, radicada en la UPME con el número 2014260036272 del 22 
de agosto de 2014, presentó su análisis y conclusiones respecto a la solicitud de la Empresa 
de Energía de Bogotá S. A. E.S.P., en los siguientes términos: 

“Debido a que la EEB S. A. ESP debió obtener la Licencia Ambiental antes de iniciar 
la construcción del proyecto y que durante este proceso varias actividades requirieron más 
tiempo del programado, se solicitó por parte de la EEB S. A. ESP una nueva prórroga. A 
continuación la interventoría presenta el análisis de los fundamentos en el orden en que 
los describió la Empresa de Energía en su prórroga. 

Fundamento número 1 - Licenciamiento Ambiental 
En primera instancia hay que tener en cuenta la Resolución número 91039 del 27 de 

noviembre de 2013, del Ministerio de Minas y Energía, por medio de la cual otorgó a la 
EEB E.S.P., una prórroga para la fecha de puesta en operación del proyecto de doscientos 
setenta y tres (273) días, contados a partir del 1° de diciembre de 2013. 

Por lo anterior, los hechos considerados por la Interventoría para evaluar la solicitud 
de prórroga se tomarán a partir de esta fecha, 1° de diciembre de 2013. (...). 

Sin embargo, solo hasta el 23 de diciembre de 2013 mediante el Auto número 4416, la 
ANLA declara reunida toda la información, por lo cual los días de atraso considerados 
por la Interventoría para la prórroga por este concepto, corresponderían al período com-
prendido entre el 1° de diciembre y el 23 de diciembre de 2013, es decir, veintitrés (23) 
días calendario. 

Fundamento número 2 - Licenciamiento Ambiental 
El Decreto número 2820 de 2010, en su artículo 25 - De la Evaluación del Estudio de 

Impacto Ambiental, Numeral 5 dice a la letra: “La autoridad ambiental competente decidirá 
la viabilidad del proyecto, obra o actividad en un término no mayor a veinticinco (25) días 
hábiles, contados a partir de la expedición del auto que declare reunida la información…”;

Después de emitir el Auto número 4416 del 23 de diciembre de 2013, por el cual la ANLA 
declaró reunida toda la información, la Autoridad Ambiental mediante acto administrativo, 
debió pronunciarse sobre Licencia Ambiental veinticinco (25) días hábiles después, eso es 
el 30 de enero de 2014, sin embargo la ANLA otorgó Licencia Ambiental el 5 de junio de 
2014, mediante la Resolución número 0582, la cual fue notificada a la EEB S. A. ESP el 17 
de junio de 2014, es decir, ciento treinta y ocho (138) días calendario de retraso. 

Fundamento número 3 - Requerimientos Licenciamiento Ambiental
Menciona que los artículos 10 y 11 de la Resolución número 0582 del 5 de junio de 2014, 

estableció que la EEB S. A. ESP debía realizar ajustes al Plan de Manejo Ambiental y solicitó 
incluir unas fichas en el mismo, manifestando que esta información debía ser entregada a la 
ANLA un (1) mes antes del inicio de las actividades autorizadas en la Licencia Ambiental. 

“Con respecto a los requerimientos de la Resolución número 0582 de junio 5 de 
2014, la Interventoría tiene en cuenta que parte de ellos debieron incluirse en el Estudio 
de Impacto Ambiental; sin embargo, hay otros (…) que no se solicitaron antes y que no 
estaban establecidos en los Términos de Referencia o en la Metodología General para la 
presentación de Estudios Ambientales. 

(…), al verificar en el cronograma ajustado la EEB esperaba obtener la Licencia Ambiental 
el 16 de diciembre de 2013, programando el inicio de las actividades de construcción para 
la subestación el 28 de enero de 2014 y para las líneas el 21 de abril de 2014. Por lo tanto, 
entre la fecha establecida en el cronograma para la obtención de la licencia ambiental y la 
iniciación de la construcción hay cerca de treinta (30) días calendario que coinciden con 
los treinta (30) días que invirtió la EEB S. A. ESP en elaborar la información requerida 
en la Resolución número 0582. (Negrilla fuera de texto).

Lo anterior lleva a la Interventoría a concluir que no es viable otorgarle los treinta (30) 
días que solicita la EEB S. A. ESP, por este concepto, ya que fue planificado”.
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En conclusión la Interventoría considera viable otorgarle a la EEB S. A. ESP ciento 
sesenta y un (161) días calendario”;

Que la UPME mediante oficio Radicado número 20141500074921 del 28-08-2014, 
se pronunció respecto de la petición de modificación de la fecha de puesta en operación 
solicitada por la Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P., en los siguientes términos: 

“Frente a la solicitud de prórroga de doscientos veintiún (221) calendario a partir del 
30 de agosto de 2014, (...) la UPME solicitó concepto al interventor. En tal sentido, se remite 
dicho concepto el cual se deriva del seguimiento realizado al desarrollo del proyecto, a 
las actuaciones de la EEB y a lo establecido en las normas aplicables, sobre el cual la 
UPME no presenta observaciones. (...)”. (Negrilla y subraya fuera de texto);

Que una vez analizada la solicitud de la EEB S. A. E.S.P., y atendiendo los conceptos 
proferidos por el Interventor del proyecto y la UPME, este Ministerio procede a resolver 
la misma de la siguiente manera: 

Análisis Ministerio de Minas y Energía 
La Resolución MME 18 0924 del 15 de agosto de 2003, por la cual se establece y desarrolla 

el mecanismo de las Convocatorias Públicas para la ejecución de los proyectos definidos 
en el Plan de Expansión del Sistema Interconectado Nacional, en su artículo 16 señala: 

“Artículo 16. Modificación de la fecha de puesta en operación del proyecto. La fecha 
de puesta en operación del proyecto será la prevista en los Documentos de Selección y 
podrá ser modificada, mediante autorización del Ministerio de Minas y Energía, durante 
el período que transcurra desde que se oficializan los Ingresos Esperados del Inversionista 
seleccionado por parte de la Comisión de Regulación de Energía y Gas, hasta la fecha 
oficial establecida en los Documentos de Selección, siempre y cuando ocurran atrasos por 
fuerza mayor acreditada con pruebas provenientes de la autoridad nacional competente, 
o por demoras en la expedición de la licencia ambiental originados en hechos fuera del 
control del inversionista seleccionado y de su debida diligencia, los cuales deben ser 
sustentados y comprobados debidamente. 

Cuando el Ministerio de Minas y Energía modifique la fecha de puesta en operación del 
proyecto, el inversionista seleccionado deberá actualizar la garantía única de cumplimiento 
por un período igual al tiempo desplazado. (Negrilla y subrayado fuera de texto original). 

Por su parte, el artículo 4° de la Resolución CREG 022 de 2001, “por la cual se mo-
difican e incorporan las disposiciones establecidas en la Resolución CREG-051 de 1998, 
modificada por las Resoluciones CREG-004 y CREG-045 de 1999, mediante las cuales se 
aprobaron los principios generales y los procedimientos para definir el plan de expansión 
de referencia del Sistema de Transmisión Nacional, y se estableció la metodología para 
determinar el Ingreso Regulado por concepto del Uso de este Sistema”, establece: 

“Artículo 4°. Introducción de Elementos de Eficiencia en la Ejecución del Plan de 
Expansión de Transmisión de Referencia (STN). Para garantizar la ejecución del Plan de 
Expansión de Transmisión de Referencia a mínimo costo, el Ministerio de Minas y Energía 
o la entidad que este delegue, elaborará los Documentos de Selección, para la ejecución de 
los proyectos del Plan de Expansión de Transmisión de Referencia cuya Preconstrucción 
debe iniciarse el siguiente año al de la definición del Plan. 

No será obligación del Ministerio de Minas y Energía o la entidad que este delegue, 
incluir las condiciones ambientales del proyecto, las cuales deberán ser evaluadas por 
los proponentes. (Negrilla y subrayado fuera de texto original). 

Así mismo, el artículo 3° de la Resolución CREG 093 de 2007 que modifica el numeral 
IV del literal b) del artículo 4° de la Resolución CREG 022 de 2001 establece: 

“IV. La fecha de puesta en operación del proyecto es la establecida en los Documentos 
de Selección. Si esta fecha es modificada por el Ministerio de Minas y Energía durante el 
periodo que transcurre desde el momento en que se oficializan los Ingresos Anuales Espe-
rados del Proponente seleccionado hasta la fecha oficial establecida en los mencionados 
Documentos, cuando ocurran atrasos por fuerza mayor, por alteración del orden público 
acreditada, o por demoras en la expedición de la licencia ambiental, originadas en hechos 
fuera del control del Proponente Seleccionado y de su debida diligencia, la CREG decidirá 
mediante Resolución sobre la modificación de esta fecha. En este caso se sigue aplicando 
la norma establecida en el presente numeral, y no se desplazará en el tiempo el flujo de 
ingresos aprobado por la CREG”. (Negrilla y subrayado fuera de texto). 

Establecido lo anterior, se procede a determinar si existen demoras en la expedición 
de la licencia ambiental, de conformidad con los términos señalados en el Decreto número 
2820 de 2010, “por el cual se reglamenta el Título VIII de la Ley 99 de 1993 sobre licen-
cias ambientales”. 

Para efectos de atender la solicitud de la Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P., 
este Despacho entrará a resolver teniendo en cuenta los argumentos del solicitante en su 
escrito, expuestos detalladamente en el Anexo número 2, es decir, Fundamento número 1, 
Fundamento número 2 y Fundamento número 3: 

Análisis Fundamento número 1. 
Argumenta la Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P., en su solicitud: 
“(...) De conformidad con el numeral 4 del artículo 25 del Decreto número 2820- “Alle-

gada la información por parte del interesado, la autoridad ambiental en un término de 
cinco (5) días hábiles expedirá el auto de trámite que declare reunida toda la información 
requerida para decidir”.

(...) ANLA emite el Auto número 3129 del 23 de septiembre de 2013 por el cual se 
requiere a la EEB S. A. E.S.P. información adicional y otorga un plazo de un mes a partir 
de la notificación del mismo para atender dichos requerimientos. 

La respuesta al Auto número 3129 fue emitida por EEB S. A. E.S.P., dentro del término 
concedido y radicada ante la ANLA bajo el número 4120-E1-46375 del 24 de octubre de 
2014 (sic), en la cual se dio alcance a todos los requerimientos hechos por la Autoridad. 
La ANLA emitió el Auto número 4416 del 23 de diciembre por el cual declara reunida la 
información. 

(...) los trámites correspondiente al ANLA es esta primera etapa o fase, se realizaron 
en un tiempo de 61 días calendario comprendidos entre el periodo del 24 de octubre de 
2013 en el que EEB S. A. E.S.P. radicó la información adicional solicitada por la ANLA 

y el pronunciamiento oficial de la ANLA mediante Auto número 4416 del 23 de diciembre 
por el cual declara reunida la información. 

(...) la ANLA presentó un retraso de 53 días calendario en exceso de lo establecido en el 
numeral 4 del artículo 25 del Decreto número 2820 del 5 de agosto de 2010 del MAVDT. (...). 

El Decreto número 2820 de 2010 por el cual se reglamenta el Título VIII de la Ley 99 
de 1993 sobre licencias ambientales, establece en el numeral 4 del artículo 25:

 “Artículo 25. De la evaluación del estudio de impacto ambiental. Una vez realizada 
la solicitud de Licencia Ambiental se surtirá el siguiente procedimiento: 

(…) 
4. Allegada la información por parte del interesado, la autoridad ambiental en un 

término de cinco (5 días hábiles expedirá el auto de trámite que declare reunida toda la 
información requerida para decidir”.

Para determinar la fecha a partir de la cual este Despacho empezará a contar los días 
de retraso, es importante tener en cuenta que el Ministerio de Minas y Energía mediante 
Resolución número 9 1039 del 27 de noviembre de 2013 modificó la Fecha de Puesta en 
Operación (FPO) del referido proyecto en un término de doscientos setenta y tres (273) 
días calendario, contados a partir del 1° de diciembre de 2013, día siguiente a la primera 
fecha de entrada en operación, es decir, 30 de noviembre de 2013. 

Ahora bien, en la citada resolución el Ministerio de Minas y Energía, indicó: 
“Por lo tanto y en atención a que la última solicitud de información adicional por parte 

de la ANLA fue efectuada el día 23 de septiembre de 2013 mediante Auto número 3129, este 
Ministerio procederá a reconocer como días de retraso en el trámite del licenciamiento 
ambiental, aquellos transcurridos entre el 27 de noviembre de 2012, día hábil siguiente 
a la ejecutoria del auto de inicio de trámite de la solicitud de licencia ambiental, y el 23 
de septiembre, fecha del auto a través del cual fue requerida información adicional de 
manera extemporánea a la EEB S. A. E.S.P. (...) (Negrilla fuera de texto). 

Actividad
Término según 
Decreto número 

2820 de 2010

Fecha en que EEB 
radicó documentos

Fecha máxima en 
que la  autoridad 

debió resolver

Fecha en que la 
autoridad ambiental 

resolvió

Días calendario 
de retraso

Auto de inicio de 
trámite 5 días hábiles 17-10-2012 24-10-2012 21-11-2012 28

“Subestación Armenia 230 kV”

Actividad 
Término según 
Decreto número 

2820 de 2010

Vencimiento plazo 
para requerir infor-
mación a entidades

Fecha en que la 
Autoridad debió 

requerir al intere-
sado (ISA)

Fecha en que la Au-
toridad Ambiental 

requirió

Días calendario 
de retraso

Auto de requerimien-
to de  información al 
interesado 

20 días hábiles 
una vez vencido 
el término de 
requerimiento de 
informaciones a 
otras entidades 
(15 días) 

17-12-2012 17-01-2013 23-09-2013 249

(…)
Teniendo en cuenta el análisis anteriormente expuesto, este Ministerio en aras de sal-

vaguardar los derechos que le asisten a la EEB S. A. E.S.P. por la afectación que le genera 
las demoras materia de pronunciamiento ambiental, procederá a la modificación de la 
fecha de puesta en operación del proyecto objeto de la Convocatoria UPME 02-2009, (...)”.

Sobre el Fundamento número 1, se pronunció el Consorcio S.E. Armenia, señalando: 
“En primera instancia hay que tener en cuenta la Resolución número 91039 del 27 de 

noviembre de 2013, del Ministerio de Minas y Energía, por medio de la cual otorgó a la EEB 
E.S.P., una prórroga para la fecha de puesta en operación del proyecto de doscientos setenta 
y tres (273) días, contados a partir del 1° de diciembre de 2013. (Negrilla fuera de texto).

Por lo anterior, los hechos considerados por la Interventoría para evaluar la solicitud de 
prórroga se tomarán a partir de esta fecha, 1° de diciembre de 2013”. (Negrilla fuera de texto).

Del análisis de la Resolución número 9 1039 del 27 de noviembre de 2013 frente 
al concepto de la Interventoría, encontramos que si bien la prórroga contenida en la 
resolución del Ministerio determinó que esta empezaba a correr a partir del 1° de 
diciembre de 2013, la última actuación de la ANLA corresponde a la señalada en el 
numeral 3 del artículo 25 del Decreto número 2820 de 2010, es decir, “3. Recibida la 
información o vencido el término de requerimiento de informaciones a otras autori-
dades o entidades, la autoridad ambiental podrá solicitar al interesado dentro de los 
veinte (20) días hábiles siguientes mediante el correspondiente acto administrativo, la 
información adicional que se considere pertinente”.

Por lo anterior, nos apartamos del concepto de la Interventoría en el sentido de que 
el retraso que aquí se reconozca deba empezar a contarse a partir del 1° de diciembre 
de 2013, fecha en que se empezó a reconocer los días de retraso de la primera prórro-
ga, pues lo que debe ser objeto de análisis para determinar el momento a partir del 
cual se deba empezar a contar la nueva prórroga, son las actuaciones que se deben 
adelantar ante la ANLA para el licenciamiento ambiental, posteriores a las que fueron 
ya objeto de estudio para conceder la primera prórroga contenida en la Resolución 
número 9 1039 del 27 de noviembre de 2013. 

Por lo anterior, la nueva solicitud de prórroga empezará a contarse a partir de la siguiente 
actuación que se deba adelantar dentro del trámite de Licenciamiento Ambiental, es decir, 
la señalada en el numeral 4 del artículo 25 del Decreto número 2820 de 2010, que deter-
mina: “4. Allegada la información por parte del interesado, la autoridad ambiental en un 
término de cinco (5) días hábiles expedirá el auto de trámite que declare reunida toda la 
información requerida para decidir” , actuación que coincide con la de la solicitud de la 
EEB S. A. E.S.P. (Negrilla fuera de texto). 

Así las cosas, y teniendo en cuenta que la Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P., 
atendiendo los requerimientos efectuados por la ANLA mediante Auto número 3129 del 23 
de septiembre de 2013, con Comunicación número 4120-El- 46375 del 24 de octubre de 
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2013 radicó ante la ANLA la información adicional requerida en el precitado Auto, fecha 
a partir de la cual la Autoridad Ambiental contaba con un término de cinco (5) días hábiles 
para expedir el Auto que declare reunida toda la información, es decir hasta el 31 de octubre 
de 2013, lo cual efectivamente ocurrió el 23 de diciembre de 2013.

Actividad
Término según 
Decreto número 

2820 de 2010

Fecha en que EEB  
S. A ESP  radicó 

información

Fecha en que 
la ANLA debió 

resolver

Fecha en  que la  
ANLA resolvió

Días calendario  
de retraso

Auto número 3129 
del 23 de septiem-
bre de 2013 re-
querimiento infor-
mación adicional

Cinco (5) días há-
biles 24-10-2013 31-10-2013 23-12-2013 Cincuenta y tres 

(53) días calendario

En consecuencia, de conformidad con lo anteriormente expuesto, se contarán los días 
de retraso desde el 31 de octubre de 2013, fecha en que la ANLA debió emitir el auto que 
declara reunida la información y hasta el 23 de diciembre de 2013, fecha en la que la ANLA 
expidió el Auto número 4416, “por el cual se declara reunida la información”, es decir 
cincuenta y tres (53) días calendario. 

Análisis Fundamento número 2 
Argumenta la Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P., en su solicitud: 
“(…) De conformidad con el numeral 5 del artículo 25 del Decreto número 2820- “La 

autoridad ambiental competente decidirá la viabilidad del proyecto, obra o actividad, en 
un término no mayor a veinticinco (25) días hábiles, contados a partir de la expedición 
del auto que declare reunida la información” 

El 23 de diciembre la ANLA emite el Auto número 4416 por el cual declara reunida la 
información, posteriormente esta misma autoridad se pronunció bajo la Resolución número 
0582 de 5 de junio de 2014, notificada personalmente el 17 de junio de 2014, por la cual 
se otorga Licencia Ambiental, (...) 

Según lo anterior, la ANLA presentó un retraso en este proceso de 138 días calendario 
en exceso de lo establecido en el numeral 5 del artículo 25 del Decreto número 2820 del 5 
de agosto de 2010 del MAVDT. (...)” 

El Decreto número 2820 de 2010 por el cual se reglamenta el Título VIII de la Ley 99 
de 1993 sobre licencias ambientales, establece en el numeral 5 del artículo 25:

“Artículo 25. De la evaluación del estudio de impacto ambiental. Una vez realizada 
la solicitud de Licencia Ambiental se surtirá el siguiente procedimiento: 

5. La autoridad ambiental competente decidirá la viabilidad del proyecto, obra o 
actividad, en un término no mayor a veinticinco (25) días hábiles, contados a partir de 
la expedición del auto que declare reunida la información, la cual será publicada en los 
términos del artículo 71 de la Ley 99 de 1993. 

Así las cosas y habiendo la ANLA expedido el Auto número 4416 del 23 de diciembre 
de 2014, “por el cual se declara reunida la información”, la autoridad ambiental contaba 
con veinticinco (25) días hábiles para pronunciarse con respecto al otorgamiento de la 
Licencia Ambiental, es decir hasta el 30 de enero de 2014, habiendo otorgado la Licencia 
Ambiental mediante la Resolución número 0582 del 5 de junio de 2014, acto administrativo 
que fue notificado al interesado el 17 de junio de 2014, es decir, con ciento treinta y ocho 
(138) días de retraso, los que efectivamente deberán reconocerse.

Actividad
Término según 
Decreto número 

2820 de 2010

Fecha en que 
EEB  S. A ESP  

radicó  
información

Fecha en que 
la ANLA debió 

resolver

Fecha en  que 
la  ANLA 
resolvió

Fecha notifi-
cación Resolu-

ción número 582 
de 2014 Licencia 

Ambiental

Días calendario 
de retraso

Auto número 4416 del 
23-12-2013 auto que 
declara reunida la infor-
mación

Veinticinco (25) 
días hábiles 23-12-2013 31-01-2013 05-06-2014 17-06-2014

Ciento treinta y 
ocho (138) días 
de retraso

Análisis Fundamento número 3
La Empresa de Energía de Bogotá SA. E.S.P., en su escrito manifestó: 
“(...) El 17 de junio de 2014 la ANLA notificó a la EEB S.A. ESP la Resolución número 

0582 de 5 de junio de 2014 por la cual otorga licencia ambiental. Para el Proyecto UPME 
02-2009 S/E Armenia a 230 kV y líneas de transmisión asociadas, en el artículo 10 y 11 
determina que la empresa debe presentar 30 días calendario antes de iniciar la fase de 
construcción ajustes al plan de manejo ambiental incluyendo medidas de manejo que la 
ANLA no había contemplado en anteriores actos administrativos. 

(...) la Empresa acreditó los requerimientos de la Resolución número 0582 en sus 
artículos 10 y 11 establecidos como requisitos previos para el inicio de la etapa de cons-
trucción solo hasta el 20 de junio de 2014 mediante comunicación radicada bajo número 
4120-E132016, por lo tanto se inician obras hasta los 30 días posteriores a la radicación 
de los requisitos previos anteriormente mencionados, este artículo hace parte de la Ruta 
Crítica del Proyecto y las demoras en esta inciden de forma determinante en el plazo de 
ejecución del proyecto al no poder iniciar obra hasta atender los requisitos preliminares 
establecidos en la respectiva licencia”.

Adicionalmente, la Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P. mediante oficio radicado 
en este Ministerio con el número 2014055229 del 27-08-2014, dio alcance a su solicitud 
inicial con el objeto de complementar el argumento del Fundamento número 3, manifestando: 

“Además, como argumento adicional y fundamento de esta solicitud, citamos el artículo 
3° del Decreto número 2820 el cual dispone:

Concepto y alcance de la licencia ambiental. La Licencia Ambiental, es la autorización 
que otorga la autoridad ambiental competente para la ejecución de un proyecto, obra o 
actividad, que de acuerdo con la ley y los reglamentos pueda producir deterioro grave a 
los recursos naturales renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones consi-
derables o notorios al paisaje; la cual sujeta al beneficiario de esta, al cumplimiento de los 
requisitos, términos, condiciones y obligaciones que la misma establezca en relación con 
la prevención, mitigación, corrección, compensación y manejo de los efectos ambientales 
del proyecto, obra o actividad autorizada”.

Por su parte, la Interventoría, en su concepto técnico, manifestó: 
“El artículo 10 de la Resolución número 0582 del 5 de junio de 2014, establece que la 

EEB S. A. ESP deberá ajustar los programas del Plan de Manejo Ambiental considerando 
el alcance y detalle de las actividades y obras autorizadas para el desarrollo del proyecto 
y los impactos potenciales identificados para las etapas de construcción y operación y que 
esta información debe ser entregada a la ANLA un (1) mes antes del inicio de las actividades 
autorizadas en el presente acto administrativo (...).

La Interventoría considera que la ANLA tuvo suficiente tiempo para solicitar la in-
formación adicional y/o complementaria que considerara necesaria, antes de expedir la 
Licencia Ambiental, como parte del proceso regular de evaluación. 

(...)
Por lo tanto, entre la fecha establecida en el cronograma para la obtención de la licencia 

ambiental y la iniciación de la construcción hay cerca de treinta (30) días calendario que 
coinciden con los treinta (30) días que invirtió la EEB S. A. ESP en elaborar la información 
requerida en la Resolución número 0582. 

Lo anterior lleva a la Interventoría a concluir que no es viable otorgarle los treinta 
(30) días que solicita la EEB S. A. ESP, por este concepto, ya que fue planificado”. (Ne-
grilla fuera de texto). 

Para resolver la solicitud de la Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P., indicada en 
el argumento 3, nos permitimos citar: 

El Decreto número 2820 de 2010, establece en los numerales 2 y 3 del artículo 25: 
“Artículo 25. De la evaluación del estudio de impacto ambiental. Una vez realizada 

la solicitud de Licencia Ambiental se surtirá el siguiente procedimiento: 
2. Ejecutoriado el auto de inicio de trámite, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes 

la autoridad ambiental, solicitará a otras autoridades o entidades los conceptos técnicos 
o informaciones pertinentes, que deben ser remitidos en un plazo no superior a veinte (20) 
días hábiles, contados desde la fecha de radicación de la comunicación correspondiente. 

3. Recibida la información o vencido el término de requerimiento de informaciones a 
otras autoridades o entidades, la autoridad ambiental podrá solicitar al interesado dentro 
de los veinte (20) días hábiles siguientes mediante el correspondiente acto administrativo, 
la información adicional que se considere pertinente. En este caso se suspenderán los tér-
minos que tiene la autoridad para decidir de conformidad con lo establecido en el artículo 
12 y 13 del Código Contencioso Administrativo”.

Así las cosas, y a pesar que el momento indicado por el artículo 25 del Decreto número 
2820 de 2010 para que la autoridad ambiental solicitara información adicional ya había 
pasado, la ANLA en los artículos 10 y 11 de la Resolución número 0582 del 5 de junio de 
2014, realizó nuevos requerimientos así: 

“Artículo 10. La Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P. deberá ajustar los progra-
mas del Plan de Manejo Ambiental. Este ajuste se deberá entregar a la Autoridad Nacional 
de Licencias Ambientales un (1) mes antes del inicio de las actividades autorizadas en el 
presente acto administrativo, (...) (Negrilla fuera de texto).

“Artículo 11. La empresa beneficiaria de la licencia ambiental deberá complementar 
el Plan de Manejo Ambiental, para lo cual deberá incluir las siguientes fichas: (…)”.

En consecuencia, la Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P. en cumplimiento de lo 
señalado en los artículos 10 y 11 de la Licencia Ambiental, mediante Comunicación número 
4120-E132016 del 20 de junio de 2014 radicó ante la ANLA los nuevos requerimientos de 
información, actuación que faculta a la EEB S. A. E.S.P., quedando habilitado para iniciar 
obras 30 días después. 

Téngase presente que para el análisis del conteo de términos tendiente a determinar la 
procedencia de la solicitud de la Empresa de Energía de Bogotá S. A. E.S.P., se realizó te-
niendo en cuenta no solo lo determinado por el Decreto número 2820 de 2010 sino además, 
el cronograma del proyecto y en especial el concepto emitido por la Interventoría al cual 
la UPME no presentó ninguna objeción 

Es por ello que el cronograma del proyecto no se ve desplazado por razón de la condición 
establecida en la Licencia Ambiental, es decir por motivo de los 30 días posteriores fijados 
para poder proceder con el inicio de la obra, razón por la cual, este Ministerio considera no 
procedente el acceder a otorgar un aplazamiento de la fecha de entrada en operación por 
esta razón, motivo por el cual se negará la petición en este sentido. 

Actividad Fecha en que EEB S. A. ESP radicó 
requerimientos adicionales

Días calendario  
 de retraso

Requerimientos adicionales definidos en la Licencia Ambiental 20 06-2014 N/A
En resumen, del análisis de la solicitud presentada por la Empresa de Energía de Bogotá 

S. A. E.S.P., a este Ministerio en Oficio Radicado número 2014042717 del 08-07-2014, 
mediante el cual solicitan aplazar la fecha oficial de puesta en operación del Proyecto 
UPME-02-2009 “Subestación Armenia 230 kV y las líneas de transmisión asociadas”, por 
demoras en el trámite de la licencia ambiental ante ANLA, se concluye:

Actividad Periodo En días calendario
Auto de Trámite que declare reunida toda la información. Del 24-10-2013 al 23-12-2013 Cincuenta y tres (53) días 
Resolución número 0582 mediante la cual otorgan Licencia 
Ambiental. Del 31-01-2014 al 17-06-2014 Ciento treinta y ocho (138) 

días 
Requerimiento definido en la Licencia Ambiental. N/A Cero (0) días 
Total Ciento noventa y un (191) días 
Actual fecha de entrada en operación 30 de agosto de 2014
Nueva fecha de entrada en operación 9 de marzo de 2015

Que por lo anteriormente expuesto, 
RESUELVE

Artículo 1°. Modificar la fecha de puesta en operación del Proyecto denominado “Sub-
estación Armenia 230 kV y las líneas de transmisión asociadas”, objeto de la Convocatoria 
Pública UPME-02-2009, según lo consignado en la parte motiva del presente acto adminis-
trativo, en un término de ciento noventa y un (191) días calendario, contados a partir del 31 
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de agosto de 2014. En consecuencia, la fecha oficial de entrada en operación del proyecto 
es el 9 de marzo de 2015. 

Artículo 2°. La Empresa de Energía de Bogotá S. A E.S.P., deberá actualizar la garantía 
única de cumplimiento por un período igual al tiempo desplazado, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 16 de la Resolución MME 18 0924 del 15 de agosto de 2003. 

Artículo 3°. Comunicar la presente resolución a la Comisión de Regulación de Energía 
y Gas, con el objeto de que esta a su vez expida los actos administrativos correspondientes 
de conformidad con la normatividad vigente. 

Artículo 4°. Notificar la presente resolución al representante legal de la Empresa de 
Energía de Bogotá S. A. E.S.P., advirtiéndole que contra la misma procede el recurso de 
reposición, el cual debe interponerse dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, 
según lo establecido por los artículos 74, 76 y 77 de la Ley 1437 de 2011.

Artículo 5°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese, notifíquese y cúmplase. 
Dada en Bogotá, D. C., a 29 de agosto de 2014.
El Ministro de Minas y Energía,

Tomás González Estrada.
(C. F.).

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 

Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro - Nare 
Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia  

Corporación Autónoma Regional de Caldas

Actas

ACTA NÚMERO 001 DE …
(…)

 por la cual se conforma la Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo  
de la Cuenca Hidrográfica del río Arma, subzona hidrográfica río Arma.

El Director de la Dirección de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, el Director General de la Corporación Autónoma Regional 
de las Cuencas de los ríos Negro - Nare (Cornare), el Director General de la Corporación 
Autónoma Regional del Centro de Antioquia (Corantioquia), y el Director General de la 
Corporación Autónoma Regional de Caldas (Corpocaldas), en uso de sus facultades legales 
y en especial las conferidas en el numeral 12 del artículo 5° y el parágrafo 3° del artículo 
33 de la Ley 99 de 1993; los artículos 212 y 215 de la Ley 1450 de 2011, el artículo 18 
numeral 7 del Decreto-ley 3570 de 2011, Decreto número 1640 de 2012, y

CONSIDERANDO:
Que el numeral 12 del artículo 5° de la Ley 99 de 1993, dispone que es función del 

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, “…fijar las pautas generales para el 
ordenamiento y manejo de cuencas hidrográficas”.

Que el numeral 18 del artículo 31 de la Ley 99 de 1993, establece que es función de 
las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible, ordenar y establecer 
las normas y directrices para el manejo de las cuencas hidrográficas ubicadas dentro del 
área de su jurisdicción, conforme a las disposiciones superiores y a las políticas nacionales. 

Que de acuerdo con el parágrafo 3° del artículo 33 de la Ley 99 de 1993, en los casos 
en que dos o más Corporaciones Autónomas Regionales tengan jurisdicción sobre una 
cuenca hidrográfica común, constituirán de conformidad con la reglamentación que expida 
el Gobierno Nacional, una Comisión Conjunta encargada de concertar, armonizar y definir 
políticas para el manejo ambiental correspondiente.

Que el artículo 212 de la Ley 1450 de 2011, “Por la cual se expide el Plan Nacional de 
Desarrollo 2010-2014”, señala que le corresponde al Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, en su condición de ente rector de la gestión del medio ambiente y de los recur-
sos naturales renovables del país y coordinador del Sistema Nacional Ambiental (SINA), 
integrar y presidir las Comisiones Conjuntas de que trata el parágrafo 3° del artículo 33 
de la Ley 99 de 1993.

Que el Decreto-ley 3570 de 2011 “Por el cual se modifican los objetivos y la estructura 
del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y se integra el Sector Administrativo 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible”, en el numeral 7 del artículo 18, estableció que es 
función del Director de Gestión Integral del Recurso Hídrico “Coordinar la participación 
del Ministerio en las Comisiones Conjuntas que presidirá”.

Que así mismo, el parágrafo del artículo 215 de la Ley 1450 de 2011, dispone que de 
acuerdo a su competencia, corresponde a las Corporaciones Autónomas Regionales y de 
Desarrollo Sostenible, la formulación de los Planes de Ordenación y Manejo de las Cuencas 
Hidrográficas. 

Que el Decreto número 1640 de 2012 “Por medio del cual se reglamentan los instrumentos 
para la planificación, ordenación y manejo de las cuencas hidrográficas y acuíferos, y se 
dictan otras disposiciones”, en el Título IV, Capítulo IV, reglamentó lo concerniente a las 
Comisiones Conjuntas en los procesos de ordenación y manejo de cuencas hidrográficas.

Que el artículo 18 del Decreto número 1640 de 2012, establece que el Plan de Ordena-
ción y Manejo de la Cuenca Hidrográfica, es el “Instrumento a través del cual se realiza la 
planeación del uso coordinado del suelo, de las aguas, de la flora y la fauna y el manejo 
de la cuenca entendido como la ejecución de obras y tratamientos, en la perspectiva de 
mantener el equilibrio entre el aprovechamiento social y económico de tales recursos y 
la conservación de la estructura fisicobiótica de la cuenca y particularmente del recurso 
hídrico”. 

Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012, 
la Comisión Conjunta estará integrada por los Directores de las Corporaciones Autónomas 
Regionales y de Desarrollo Sostenible o su delegado con jurisdicción en la cuenca hidro-
gráfica objeto de ordenación y manejo y el Director de la Dirección de Gestión Integral 
del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible o su delegado, 
quien la presidirá.

Que así mismo el parágrafo 3° del artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012, ordena 
que “Una vez conformada la Comisión Conjunta, las Corporaciones Autónomas Regionales 
y de Desarrollo Sostenible procederán a publicar el acto administrativo de constitución de 
conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico”.

Que de acuerdo con el artículo 45 del Decreto número 1640 de 2012, la Comisión 
Conjunta deberá reunirse con la periodicidad prevista en el cronograma establecido para 
tal fin y podrán asistir en calidad de invitados personas naturales y/o jurídicas, cuando lo 
considere pertinente la Comisión, los cuales tendrán voz pero no voto.

Que la Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso Hídrico, expedida en marzo 
de 2010 por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, hoy Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, estructuró un modelo espacial para una ordenación 
coherente de las cuencas hidrográficas, señalando que la “Cuenca objeto de ordenación y 
manejo: Corresponde a las cuencas de nivel igual o subsiguiente al de las denominadas 
subzonas hidrográficas, definidas en el mapa de zonificación hidrográfica del Ideam, en 
las cuales se formularán e implementarán los planes de manejo y ordenación de cuencas, 
pero de manera priorizada ...”.

Que en este sentido, el artículo 20 del Decreto número 1640 de 2012, establece que “La 
ordenación y manejo se adelantará en las cuencas hidrográficas correspondientes a las 
Subzonas Hidrográficas definidas en el mapa de Zonificación Hidrográfica de Colombia o su 
nivel subsiguiente, en donde las condiciones ecológicas, económicas o sociales lo ameriten 
de acuerdo con la priorización establecida en el artículo 22 del Decreto número 1640”.

Que la cuenca del río Arma hace parte de la subzona hidrográfica río Arma, con el código 
2618, de acuerdo al Mapa de Zonificación Hidrográfica del Ideam, y por tanto, es objeto 
de ordenación según lo establecido en el artículo 20 del Decreto número 1640 de 2012.

Que ejercen autoridad ambiental dentro de su respectiva jurisdicción en la cuenca 
hidrográfica río Arma de la subzona hidrográfica río Arma, la Corporación Autónoma 
Regional de las Cuencas de los ríos Negro - Nare (Cornare), la Corporación Autónoma 
Regional del Centro de Antioquia (Corantioquia) y la Corporación Autónoma Regional de 
Caldas (Corpocaldas).

Que en mérito de lo expuesto,
ACUERDAN:

Artículo 1°. Definición. La Comisión Conjunta es la instancia para la coordinación de 
la planificación, ordenación y manejo de la cuenca hidrográfica en ordenación: río Arma, 
de la subzona hidrográfica río Arma.

Artículo 2°. De la Conformación. La Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo 
de la cuenca hidrográfica río Arma, de la subzona hidrográfica río Arma, estará integrada por:

• El Director de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible o su delegado, quien la presidirá.

• El Director General de la Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos 
Negro - Nare (Cornare), o su delegado.

• El Director General de la Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia 
(Corantioquia), o su delegado.

• El Director General de la Corporación Autónoma Regional de Caldas (Corpocaldas), 
o su delegado.

Parágrafo. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° de la Ley 489 de 1998, la 
delegación deberá recaer en un funcionario del nivel directivo o asesor.

Artículo 3°. Del Objeto de la Comisión Conjunta. Conforme a lo establecido en el 
artículo 43 del Decreto número 2012, la Comisión Conjunta para la ordenación y manejo 
de la Cuenca Hidrográfica del río Arma, de la subzona hidrográfica río Arma, tiene por 
objeto concertar, armonizar y definir políticas para la ordenación y manejo de la cuenca 
hidrográfica, teniendo en cuenta los principios constitucionales y legales, las políticas na-
cionales y regionales, la normatividad ambiental y en especial, lo dispuesto en el Decreto 
número 1640 de 2012.

Las entidades integrantes de la Comisión expedirán los actos administrativos conjuntos 
que se requieran con ocasión de la ordenación y manejo de la cuenca hidrográfica común.

Artículo 4°. Del Funcionamiento. La Corporación Autónoma Regional de las Cuencas 
de los ríos Negro - Nare (Cornare), la Corporación Autónoma Regional del Centro de 
Antioquia (Corantioquia), y la Corporación Autónoma Regional de Caldas (Corpocaldas), 
dispondrán de los recursos humanos, técnicos, científicos y financieros necesarios para el 
adecuado funcionamiento de la Comisión Conjunta y el Comité Técnico.

Las decisiones de los miembros de la Comisión Conjunta se denominarán “ACTAS”, 
deberán llevar la firma del Presidente y del Secretario designados, y reposarán en un libro 
especial de actas. La Corporación Autónoma Regional designada para ejercer de manera 
permanente la Secretaría Técnica, será la responsable de custodiar el libro de actas y de 
expedir las copias que le sean solicitadas. Las actas se numerarán sucesivamente con la 
indicación del día, mes y año en que se expidan. En todo caso, se remitirá copia de las actas 
a los demás miembros de la Comisión Conjunta.

Artículo 5°. De la duración. El término de duración de la Comisión Conjunta para la 
Ordenación y Manejo de la cuenca hidrográfica del río Arma, de la subzona hidrográfica 
río Arma, corresponderá al requerido para el cumplimiento de las fases del Plan conforme 
con lo establecido en el artículo 26 del Decreto número 1640 de 2012.

Artículo 6°. De las funciones. Las funciones de la Comisión Conjunta para la Ordenación 
y Manejo de la cuenca hidrográfica del río Arma, de la subzona hidrográfica río Arma, son 
las establecidas en el artículo 46 del Decreto número 1640 de 2012.

Parágrafo. La comisión conjunta expedirá su reglamento dentro de los tres (3) meses 
siguientes, contados a partir de su instalación, esto es, a partir de la suscripción de la presente 
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acta. Sin perjuicio de lo que disponga el reglamento, el Presidente de la Comisión Conjunta 
podrá convocar a reuniones ordinarias o extraordinarias.

Artículo 7°. Del Comité Técnico. La Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo 
de la Cuenca Hidrográfica del río Arma, de la subzona hidrográfica río Arma, constituirá 
un Comité Técnico, encargado de suministrar el soporte técnico para la toma de decisiones. 

Para su conformación se tendrán en cuenta los siguientes lineamientos:
1. Este comité estará integrado por un (1) delegado de cada una de las Corporaciones 

Autónomas Regionales que integran la Comisión Conjunta, con conocimiento en el tema 
de cuencas hidrográficas y/o gestión integral del recurso hídrico y por (1) un delegado 
del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible; su designación se realizará mediante 
comunicación suscrita por los Directores Generales de las Corporaciones y por el Director 
de Gestión Integral del Recurso Hídrico, respectivamente.

2. Se establecerá un reglamento que defina, entre otros aspectos, los relacionados con las 
funciones y periodicidad de las reuniones del Comité Técnico. El Comité Técnico deberá 
funcionar en todas las fases del Plan de Ordenación y Manejo de la Cuenca.

Parágrafo 1°. El Comité Técnico será conformado en un plazo de dos (2) meses, contados 
a partir de la suscripción de la presente acta.

Parágrafo 2°. Cuando el Comité Técnico lo estime pertinente podrán asistir a las reu-
niones en calidad de invitados, personas naturales o jurídicas.

Artículo 8º. De la Publicidad. De conformidad con lo establecido en el parágrafo 3° 
del artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012, la presente acta será publicada por la 
Corporación Autónoma Regional de los ríos Negro y Nare (Cornare) en el Diario Oficial 
y deberá ser publicada en la página web de cada una de las corporaciones que conforman 
la Comisión Conjunta.

Parágrafo. Copia del acta y la constancia de su publicación será remitida a la Dirección 
de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 

Artículo 9°. Vigencia y derogatorias. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Artículo 10. Contra el presente acuerdo no procede recurso por vía gubernativa, de 
conformidad con el artículo 75 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Con-
tencioso Administrativo.

Publíquese y cúmplase.
Dada en la ciudad de Medellín, a …
La Directora de Gestión Integral del Recurso Hídrico, 

Claudia Patricia Pineda González,
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

El Director General,
Carlos Mario Zuluaga Gómez,

Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro - Nare (Cornare).
El Director General,

Alejandro González Valencia,
Corporación Autónoma Regional del  
Centro de Antioquia (Corantioquia).

El Director General,
Raúl Jiménez García,

Corporación Autónoma Regional 
de Caldas (Corpocaldas).

Imprenta Nacional de Colombia. Recibo Davivienda 0472418. 26-VIII-2014. Valor 
$263.100.

Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro y Nare  
Corporación Autónoma Regional de Caldas 

Actas

ACTA NÚMERO 001 …
(…)

por la cual se conforma la Comisión Conjunta para la Ordenación  
y Manejo de la Cuenca Hidrográfica del río Samaná Sur.

La Directora de la Dirección de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, el Director General de la Corporación Autónoma 
Regional de las Cuencas de los ríos Negro y Nare (Cornare) y el Director General de la 
Corporación Autónoma Regional de Caldas (Corpocaldas), en uso de sus facultades legales 
y en especial las conferidas en el parágrafo 3° del artículo 33 de la Ley 99 de 1993; los 
artículos 212 y 215 parágrafo de la Ley 1450 de 2011, el artículo 44 del Decreto número 
1640 del 2 de agosto de 2012, y

CONSIDERANDO:
Que el numeral 18 del artículo 31 de la Ley 99 de 1993 establece que es función de las 

Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible, “Ordenar y establecer las 
normas y directrices para el manejo de las cuencas hidrográficas ubicadas dentro del área 
de su jurisdicción, conforme a las disposiciones superiores y a las políticas nacionales”. 

Que de acuerdo con el parágrafo 3° del artículo 33 de la Ley 99 de 1993, en los casos 
en que dos o más Corporaciones Autónomas Regionales tengan jurisdicción sobre una 
cuenca hidrográfica común, constituirán de conformidad con la reglamentación que expida 
el Gobierno Nacional, una comisión conjunta encargada de concertar, armonizar y definir 
políticas para el manejo ambiental correspondiente.

Que el artículo 212 de la Ley 1450 de 2011 “Por la cual se expide el Plan Nacional de 
Desarrollo 2010-2014”, señala que le corresponde al Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, en su condición de ente rector de la gestión del medio ambiente y de los recur-
sos naturales renovables del país y coordinador del Sistema Nacional Ambiental (SINA) 
integrar y presidir las Comisiones Conjuntas de que trata el parágrafo 3° del artículo 33 
de la Ley 99 de 1993.

Que así mismo, el parágrafo del artículo 215 de la Ley 1450 de 2011 dispone que en 
el marco de sus competencias, le corresponde a las Corporaciones Autónomas Regionales 
y de Desarrollo Sostenible, la formulación de los Planes de Ordenación y Manejo de las 
Cuencas Hidrográficas. 

Que el artículo 18 del Decreto número 1640 del 2012, establece que el Plan de Orde-
nación y Manejo de la Cuenca Hidrográfica, es el “Instrumento a través del cual se realiza 
la planeación del uso coordinado del suelo, de las aguas, de la flora y la fauna y el manejo 
de la cuenca entendido como la ejecución de obras y tratamientos, en la perspectiva de 
mantener el equilibrio entre el aprovechamiento social y económico de tales recursos y 
la conservación de la estructura fisicobiótica de la cuenca y particularmente del recurso 
hídrico”. 

Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012, 
la Comisión Conjunta estará integrada por los Directores de las Corporaciones Autónomas 
Regionales y de Desarrollo Sostenible o su delegado con jurisdicción en la cuenca hidro-
gráfica objeto de ordenación y manejo y el Director de la Dirección de Gestión Integral 
del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible o su delegado, 
quien la presidirá.

Que así mismo el parágrafo 3° del artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012 ordena 
que “Una vez conformada la Comisión Conjunta, las Corporaciones Autónomas Regionales 
y de Desarrollo Sostenible procederán a publicar el acto administrativo de constitución de 
conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico”.

Que el artículo 20 del Decreto número 1640 de 2012 establece que “La ordenación 
y manejo se adelantará en las cuencas hidrográficas correspondientes a las Subzonas 
Hidrográficas definidas en el mapa de Zonificación Hidrográfica de Colombia o su nivel 
subsiguiente, en donde las condiciones ecológicas, económicas o sociales lo ameriten de 
acuerdo con la priorización establecida en el artículo 22 del presente decreto”.

Que la Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro y Nare (Cornare) 
y la Corporación Autónoma Regional de Caldas (Corpocaldas), ejercen autoridad ambiental 
dentro de su respectiva jurisdicción en la cuenca hidrográfica común del río Samaná. 

Que la cuenca del río Samaná Sur hace parte de la subzona hidrográfica, con el código 
2305-01, de acuerdo al Mapa de Zonificación Hidrográfica del Ideam, y por tanto, es objeto 
de ordenación según lo establecido en el artículo 20 del Decreto número 1640 de 2012.

Que de acuerdo con el literal 1 del artículo 66 del Decreto número 1640 de 2012 le 
corresponde a la Comisión Conjunta revisar y ajustar el Plan de Ordenación y Manejo de 
la Cuenca Hidrográfica del río Samaná conforme a lo establecido en el aludido decreto y 
para tal efecto es necesario conformar la comisión conjunta.

Que en mérito de lo expuesto,
ACUERDAN:

Artículo 1°. Definición. La Comisión Conjunta es la instancia para la coordinación de 
la planificación, ordenación y manejo de la cuenca hidrográfica del río Samaná Sur. 

Artículo 2°. De la Conformación. Conformar la Comisión Conjunta de la cuenca hi-
drográfica del río Samaná Sur que estará integrada por:

1. La Directora de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible o su delegado, quien la presidirá.

2. El Director General de la Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos 
Negro y Nare (Cornare) o su delegado.

3. El Director General de la Corporación Autónoma Regional de Caldas (Corpocaldas) 
o su delegado.

Parágrafo. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° de la Ley 489 de 1998, la 
delegación deberá recaer en un funcionario del nivel directivo o asesor.

Artículo 3°. Del Objeto. Conforme a lo establecido en el artículo 43 del Decreto número 
1640 del 2012, la Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo de la Cuenca Hidro-
gráfica del río Samaná Sur tiene por objeto concertar y armonizar el proceso de ordenación 
y manejo de la cuenca hidrográfica, teniendo en cuenta los principios constitucionales y 
legales, las políticas nacionales y regionales, la normatividad ambiental y lo dispuesto en 
el Decreto número 1640 de 2012.

Las entidades integrantes de la Comisión expedirán los actos administrativos conjuntos 
que se requieran con ocasión de la ordenación y manejo de la cuenca hidrográfica común.

Artículo 4°. Del Funcionamiento. La Corporación Autónoma Regional de las Cuencas 
de los RÍOS Negro y Nare (Cornare) y la Corporación Autónoma Regional de Caldas  
(Corpocaldas), dispondrán de los recursos humanos, técnicos científicos y financieros ne-
cesarios para el adecuado funcionamiento de la Comisión Conjunta y el Comité Técnico.

Las decisiones de los miembros de la Comisión Conjunta se denominarán “Actas”, debe-
rán llevar la firma del Presidente y del Secretario, y reposarán en un libro especial de actas. 

La Corporación designada para ejercer de manera permanente la Secretaría Técnica, será 
la responsable de custodiar el libro de actas y de expedir las copias que le sean solicitadas. 
Las actas se numerarán sucesivamente con la indicación del día, mes y año en que se expidan.

En todo caso, se remitirá copia de las actas a los demás miembros de la Comisión Conjunta.
Artículo 5°. De las funciones. Las funciones de la Comisión Conjunta para la Ordenación 

y Manejo de la Cuenca Hidrográfica del río Samaná Sur son las previstas en el artículo 46 
del Decreto número 1640 de 2012.

Parágrafo. La comisión conjunta expedirá su reglamento dentro de los tres (3) meses 
siguientes, contados a partir de su instalación, esto es, a partir de la suscripción de la pre-
sente acta.
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Sin perjuicio de lo que disponga el reglamento, el Presidente de la Comisión Conjunta 
podrá convocar a reuniones ordinarias o extraordinarias.

Artículo 6°. Del Comité Técnico. La Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo 
de la Cuenca Hidrográfica de río Samaná Sur, constituirá un comité técnico encargado de 
suministrar el soporte técnico para la toma de decisiones. 

Este comité estará integrado por un (1) delegado de cada una de las Corporaciones 
Autónomas Regionales que integran la Comisión Conjunta con conocimiento en el tema 
de cuencas hidrográficas o gestión integral del recurso hídrico y por (1) un delegado del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo. Su designación se realizará mediante comunicación 
suscrita por los Directores Generales de las Corporaciones y por el Director de Gestión 
Integral del Recurso Hídrico respectivamente. 

Parágrafo. El comité técnico será conformado en un plazo de dos (2) meses, contados 
a partir de la suscripción de la presente acta.

Artículo 7°. De la Publicación. De conformidad con lo establecido en el parágrafo 
3° del artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012, la presente acta será publicada en 
el Diario Oficial por Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro 
y Nare (Cornare) y en la página web de cada una de las Corporaciones que conforman la 
Comisión Conjunta.

Parágrafo. Copia del acta y la constancia de su publicación será remitida a la Dirección 
de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 

Artículo 8°. Vigencia y derogatorias. La presente acta rige a partir de la fecha de su 
publicación en el Diario Oficial.

Publíquese y cúmplase.
Dada en la ciudad de Bogotá, a … 
La Directora de Gestión Integral del Recurso Hídrico,

Claudia Patricia Pineda González,
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

El Director General, 
Carlos Mario Zuluaga Gómez, 

Corporación Autónoma Regional  
de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare.

El Director General, 
Raúl Jiménez García.

Corporación Autónoma Regional de Caldas.
Imprenta Nacional de Colombia. Recibo Davivienda 0472438. 26-VIII-2014. Valor 

$263.100.

Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro-Nare 
Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia

Actas

ACTA NÚMERO 001…
(…)

por la cual se conforma la Comisión Conjunta para la Ordenación  
y Manejo de la Cuenca Hidrográfica del río Nare.

La Directora de la Dirección de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, el Director General de la Corporación Autónoma 
Regional de las Cuencas de los ríos Negro-Nare (Cornare), y el Director General de la 
Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia (Corantioquia), en uso de sus 
facultades legales y en especial las conferidas en el numeral 12 del artículo 5° y el parágrafo 
3° del artículo 33 de la Ley 99 de 1993; los artículos 212 y 215 de la Ley 1450 de 2011, 
el artículo 18 numeral 7 del Decreto-ley 3570 de 2011, Decreto número 1640 de 2012, y

CONSIDERANDO:
Que el numeral 12 del artículo 5° de la Ley 99 de 1993, dispone que es función del 

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, “…fijar las pautas generales para el 
ordenamiento y manejo de cuencas hidrográficas…”;

Que el numeral 18 del artículo 31 de la Ley 99 de 1993, establece que es función de 
las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible, ordenar y establecer 
las normas y directrices para el manejo de las cuencas hidrográficas ubicadas dentro del 
área de su jurisdicción, conforme a las disposiciones superiores y a las políticas nacionales;

Que de acuerdo con el parágrafo 3° del artículo 33 de la Ley 99 de 1993, en los casos 
en que dos o más Corporaciones Autónomas Regionales tengan jurisdicción sobre una 
cuenca hidrográfica común, constituirán de conformidad con la reglamentación que expida 
el Gobierno Nacional, una Comisión Conjunta encargada de concertar, armonizar y definir 
políticas para el manejo ambiental correspondiente;

Que el artículo 212 de la Ley 1450 de 2011, “por la cual se expide el Plan Nacional de 
Desarrollo 2010-2014”, señala que le corresponde al Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, en su condición de ente rector de la gestión del medio ambiente y de los recur-
sos naturales renovables del país y coordinador del Sistema Nacional Ambiental (SINA), 
integrar y presidir las Comisiones Conjuntas de que trata el parágrafo 3° del artículo 33 
de la Ley 99 de 1993;

Que el Decreto-ley 3570 de 2011, “por el cual se modifican los objetivos y la estructura 
del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y se integra el Sector Administrativo 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible”, en el numeral 7 del artículo 18, estableció que es 

función del Director de Gestión Integral del Recurso Hídrico “Coordinar la participación 
del Ministerio en las Comisiones Conjuntas que presidirá”;

Que así mismo, el parágrafo del artículo 215 de la Ley 1450 de 2011, dispone que de 
acuerdo a su competencia, corresponde a las Corporaciones Autónomas Regionales y de 
Desarrollo Sostenible, la formulación de los Planes de Ordenación y Manejo de las Cuencas 
Hidrográficas;

Que el Decreto número 1640 de 2012, “por medio del cual se reglamentan los instru-
mentos para la planificación, ordenación y manejo de las cuencas hidrográficas y acuíferos, 
y se dictan otras disposiciones”, en el Título IV, Capítulo IV, reglamentó lo concerniente a 
las Comisiones Conjuntas en los procesos de ordenación y manejo de cuencas hidrográficas;

Que el artículo 18 del Decreto número 1640 de 2012, establece que el Plan de Ordena-
ción y Manejo de la Cuenca Hidrográfica, es el “Instrumento a través del cual se realiza la 
planeación del uso coordinado del suelo, de las aguas, de la flora y la fauna y el manejo 
de la cuenca entendido como la ejecución de obras y tratamientos, en la perspectiva de 
mantener el equilibrio entre el aprovechamiento social y económico de tales recursos y 
la conservación de la estructura fisicobiótica de la cuenca y particularmente del recurso 
hídrico”;

Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012, 
la Comisión Conjunta estará integrada por los Directores de las Corporaciones Autónomas 
Regionales y de Desarrollo Sostenible o su delegado con jurisdicción en la cuenca hidro-
gráfica objeto de ordenación y manejo y el Director de la Dirección de Gestión Integral 
del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible o su delegado, 
quien la presidirá;

Que así mismo el parágrafo 3° del artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012, ordena 
que “Una vez conformada la Comisión Conjunta, las Corporaciones Autónomas Regionales 
y de Desarrollo Sostenible procederán a publicar el acto administrativo de constitución de 
conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico”;

Que de acuerdo con el artículo 45 del Decreto número 1640 de 2012, la Comisión 
Conjunta deberá reunirse con la periodicidad prevista en el cronograma establecido para 
tal fin y podrán asistir en calidad de invitados personas naturales y/o jurídicas, cuando lo 
considere pertinente la Comisión, los cuales tendrán voz pero no voto;

Que la Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso Hídrico, expedida en marzo 
de 2010 por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, hoy Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, estructuró un modelo espacial para una ordenación 
coherente de las cuencas hidrográficas, señalando que la “Cuenca objeto de ordenación y 
manejo: Corresponde a las cuencas de nivel igual o subsiguiente al de las denominadas 
subzonas hidrográficas, definidas en el mapa de zonificación hidrográfica del Ideam, en 
las cuales se formularán e implementarán los planes de manejo y ordenación de cuencas, 
pero de manera priorizada ...”;

Que en este sentido, el artículo 20 del Decreto número 1640 de 2012, establece que “La 
ordenación y manejo se adelantará en las cuencas hidrográficas correspondientes a las 
Subzonas Hidrográficas definidas en el mapa de Zonificación Hidrográfica de Colombia o su 
nivel subsiguiente, en donde las condiciones ecológicas, económicas o sociales lo ameriten 
de acuerdo con la priorización establecida en el artículo 22 del Decreto número 1640”;

Que la cuenca del río Nare, hace parte de la subzona hidrográfica río Nare, con el Código 
2308, de acuerdo al Mapa de Zonificación Hidrográfica del Ideam, y por tanto, es objeto 
de ordenación según lo establecido en el artículo 20 del Decreto número 1640 de 2012;

Que ejercen autoridad ambiental dentro de su respectiva jurisdicción en la cuenca 
hidrográfica del río Nare, de la subzona hidrográfica río Nare, la Corporación Autónoma 
Regional de las Cuencas de los ríos Negro-Nare (Cornare), y la Corporación Autónoma 
Regional del Centro de Antioquia (Corantioquia);

Que en mérito de lo expuesto, 
ACUERDAN:

Artículo 1°. Definición. La Comisión Conjunta es la instancia para la coordinación de 
la planificación, ordenación y manejo de la cuenca hidrográfica en ordenación: río Nare de 
la subzona hidrográfica río Nare.

Artículo 2°. De la conformación. La Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo 
de la cuenca hidrográfica río Nare, de la subzona hidrográfica río Nare, estará integrada por:

• La Directora de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible o su delegado, quien la presidirá.

• El Director General de La Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos 
Negro-Nare (Cornare), o su delegado.

• El Director General de la Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia 
(Corantioquia), o su delegado.

Parágrafo. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° de la Ley 489 de 1998, la 
delegación deberá recaer en un funcionario del nivel directivo o asesor.

Artículo 3°. Del objeto de la Comisión Conjunta. Conforme a lo establecido en el artículo 
43 del Decreto número 2012, la Comisión Conjunta para la ordenación y manejo de la Cuenca 
Hidrográfica del río Nare, de la subzona hidrográfica río Nare, tiene por objeto concertar, 
armonizar y definir políticas para la ordenación y manejo de la cuenca hidrográfica, teniendo 
en cuenta los principios constitucionales y legales, las políticas nacionales y regionales, la 
normatividad ambiental y en especial, lo dispuesto en el Decreto número 1640 de 2012.

Las entidades integrantes de la Comisión expedirán los actos administrativos conjuntos 
que se requieran con ocasión de la ordenación y manejo de la cuenca hidrográfica común.

Artículo 4°. Del funcionamiento. La Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de 
los ríos Negro-Nare (Cornare) y la Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia 
(Corantioquia), dispondrán de los recursos humanos, técnicos, científicos y financieros 
necesarios para el adecuado funcionamiento de la Comisión Conjunta y el Comité Técnico.

Las decisiones de los miembros de la Comisión Conjunta se denominarán “ACTAS”, 
deberán llevar la firma del Presidente y del Secretario designados, y reposarán en un libro 
especial de actas. La Corporación Autónoma Regional designada para ejercer de manera 
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permanente la Secretaría Técnica, será la responsable de custodiar el libro de actas y de 
expedir las copias que le sean solicitadas. Las actas se numerarán sucesivamente con la 
indicación del día, mes y año en que se expidan. En todo caso, se remitirá copia de las actas 
a los demás miembros de la Comisión Conjunta.

Artículo 5°. De la duración. El término de duración de la Comisión Conjunta para la 
Ordenación y Manejo de la cuenca hidrográfica del río Nare, corresponderá al requerido 
para el cumplimiento de las fases del Plan conforme con lo establecido en el artículo 26 
del Decreto número 1640 de 2012.

Artículo 6°. De las funciones. Las funciones de la Comisión Conjunta para la Ordenación 
y Manejo de la cuenca hidrográfica del río Nare, son las establecidas en el artículo 46 del 
Decreto número 1640 de 2012.

Parágrafo. La Comisión Conjunta expedirá su reglamento dentro de los tres (3) meses 
siguientes, contados a partir de su instalación, esto es, a partir de la suscripción de la presente 
acta. Sin perjuicio de lo que disponga el reglamento, el Presidente de la Comisión Conjunta 
podrá convocar a reuniones ordinarias o extraordinarias.

Artículo 7°. Del Comité Técnico. La Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo 
de la Cuenca Hidrográfica del río Nare, constituirá un Comité Técnico, encargado de su-
ministrar el soporte técnico para la toma de decisiones.

Para su conformación se tendrán en cuenta los siguientes lineamientos:
1. Este comité estará integrado por un (1) delegado de cada una de las Corporaciones 

Autónomas Regionales que integran la Comisión Conjunta, con conocimiento en el tema 
de cuencas hidrográficas y/o gestión integral del recurso hídrico y por un (1) delegado 
del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible; su designación se realizará mediante 
comunicación suscrita por los Directores Generales de las Corporaciones y por el Director 
de Gestión Integral del Recurso Hídrico, respectivamente.

2. Se establecerá un reglamento que defina, entre otros aspectos, los relacionados con 
las funciones y periodicidad de las reuniones del Comité Técnico. El comité técnico deberá 
funcionar en todas las fases del Plan de Ordenación y Manejo de la Cuenca.

Parágrafo 1°. El Comité Técnico será conformado en un plazo de dos (2) meses, contados 
a partir de la suscripción de la presente acta.

Parágrafo 2°. Cuando el Comité Técnico lo estime pertinente podrán asistir a las reu-
niones en calidad de invitados, personas naturales o jurídicas.

Artículo 8°. De la publicación. De conformidad con lo establecido en el parágrafo 3° 
del artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012, la presente acta será publicada por la 
Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro-Nare (Cornare) en el 
Diario Oficial y deberá ser publicada en la página web de las Corporaciones que conforman 
la Comisión Conjunta.

Parágrafo. Copia del acta y la constancia de su publicación será remitida a la Dirección 
de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

Artículo 9°. Vigencia y derogatorias. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Artículo 10. Contra el presente acuerdo no procede recurso por vía gubernativa, de 
conformidad con el artículo 75 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Con-
tencioso Administrativo.

Publíquese y cúmplase.
Dada en la ciudad de Bogotá, D. C., a …
La Directora de Gestión Integral del Recurso Hídrico, Ministerio de Ambiente y De-

sarrollo Sostenible,
Claudia Patricia Pineda González.

El Director General Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro-
Nare (Cornare),

Carlos Mario Zuluaga Gómez.
El Director General Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia, (Co-

rantioquia),
Alejandro González Valencia.

Imprenta Nacional de Colombia. Recibo Banco Davivienda 0472444. 26-VIII-2014. 
Valor $263.100.

ACTA NÚMERO 001…
(…)

por la cual se conforma la Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo  
de la Cuenca Hidrográfica del río Samaná Norte.

La Directora de la Dirección de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, el Director General de la Corporación Autónoma 
Regional de las Cuencas de los ríos Negro-Nare (Cornare), y el Director General de la 
Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia (Corantioquia), en uso de sus 
facultades legales y en especial las conferidas en el numeral 12 del artículo 5° y el parágrafo 
3° del artículo 33 de la Ley 99 de 1993; los artículos 212 y 215 de la Ley 1450 de 2011, 
el artículo 18 numeral 7 del Decreto-ley 3570 de 2011, Decreto número 1640 de 2012, y

CONSIDERANDO:
Que el numeral 18 del artículo 31 de la Ley 99 de 1993 establece que es función de las 

Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible, “Ordenar y establecer las 
normas y directrices para el manejo de las cuencas hidrográficas ubicadas dentro del área 
de su jurisdicción, conforme a las disposiciones superiores y a las políticas nacionales”;

Que de acuerdo con el parágrafo 3° del artículo 33 de la Ley 99 de 1993, en los casos 
en que dos o más Corporaciones Autónomas Regionales tengan jurisdicción sobre una 
cuenca hidrográfica común, constituirán de conformidad con la reglamentación que expida 
el Gobierno Nacional, una comisión conjunta encargada de concertar, armonizar y definir 
políticas para el manejo ambiental correspondiente;

Que el artículo 212 de la Ley 1450 de 2011, “por la cual se expide el Plan Nacional de 
Desarrollo 2010-2014”, señala que le corresponde al Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, en su condición de ente rector de la gestión del medio ambiente y de los recur-
sos naturales renovables del país y coordinador del Sistema Nacional Ambiental (SINA) 
integrar y presidir las Comisiones Conjuntas de que trata el parágrafo 3° del artículo 33 
de la Ley 99 de 1993;

Que así mismo, el parágrafo del artículo 215 de la Ley 1450 de 2011 dispone que en 
el marco de sus competencias, le corresponde a las Corporaciones Autónomas Regionales 
y de Desarrollo Sostenible, la formulación de los Planes de Ordenación y Manejo de las 
Cuencas Hidrográficas;

Que el artículo 18 del Decreto número 1640 del 2012, establece que el Plan de Orde-
nación y Manejo de la Cuenca Hidrográfica, es el “Instrumento a través del cual se realiza 
la planeación del uso coordinado del suelo, de las aguas, de la flora y la fauna y el manejo 
de la cuenca entendido como la ejecución de obras y tratamientos, en la perspectiva de 
mantener el equilibrio entre el aprovechamiento social y económico de tales recursos y 
la conservación de la estructura fisicobiótica de la cuenca y particularmente del recurso 
hídrico”;

Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012, 
la Comisión Conjunta estará integrada por los Directores de las Corporaciones Autónomas 
Regionales y de Desarrollo Sostenible o su delegado con jurisdicción en la cuenca hidro-
gráfica objeto de ordenación y manejo y el Director de la Dirección de Gestión Integral 
del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible o su delegado, 
quien la presidirá;

Que así mismo el parágrafo 3° del artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012 ordena 
que “Una vez conformada la Comisión Conjunta, las Corporaciones Autónomas Regionales 
y de Desarrollo Sostenible procederán a publicar el acto administrativo de constitución de 
conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico”;

Que el artículo 20 del Decreto número 1640 de 2012 establece que “La ordenación 
y manejo se adelantará en las cuencas hidrográficas correspondientes a las Subzonas 
Hidrográficas definidas en el mapa de Zonificación Hidrográfica de Colombia o su nivel 
subsiguiente, en donde las condiciones ecológicas, económicas o sociales lo ameriten de 
acuerdo con la priorización establecida en el artículo 22 del presente decreto”;

Que la cuenca del río Samaná Norte, hace parte de la subzona hidrográfica río Nare, con 
el Código 2308, de acuerdo al Mapa de Zonificación Hidrográfica del Ideam, y por tanto, es 
objeto de ordenación según lo establecido en el artículo 20 del Decreto número 1640 de 2012;

Que ejercen autoridad ambiental dentro de su respectiva jurisdicción en la cuenca 
hidrográfica del río Samaná Norte, de la subzona hidrográfica río Nare, la Corporación 
Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro-Nare (Cornare), y la Corporación 
Autónoma Regional del Centro de Antioquia (Corantioquia);

Que en mérito de lo expuesto,
ACUERDAN:

Artículo 1°. Definición. La Comisión Conjunta es la instancia para la coordinación de 
la planificación, ordenación y manejo de la cuenca hidrográfica en ordenación: río Samaná 
Norte, de la subzona hidrográfica río Nare.

Artículo 2°. De la conformación. La Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo 
de la cuenca hidrográfica río Samaná Norte, de la subzona hidrográfica río Nare, estará 
integrada por:

• La Directora de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible o su delegado, quien la presidirá.

• El Director General de la Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos 
Negro-Nare (Cornare), o su delegado.

• El Director General de la Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia 
(Corantioquia), o su delegado.

Parágrafo. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° de la Ley 489 de 1998, la 
delegación deberá recaer en un funcionario del nivel directivo o asesor.

Artículo 3°. Del objeto de la Comisión Conjunta. Conforme a lo establecido en el 
artículo 43 del Decreto número 2012, la Comisión Conjunta para la ordenación y manejo 
de la Cuenca Hidrográfica del río Samaná Norte, de la subzona hidrográfica río Nare, tiene 
por objeto concertar, armonizar y definir políticas para la ordenación y manejo de la cuenca 
hidrográfica, teniendo en cuenta los principios constitucionales y legales, las políticas na-
cionales y regionales, la normatividad ambiental y en especial, lo dispuesto en el Decreto 
número 1640 de 2012.

Las entidades que integran la Comisión expedirán los actos administrativos conjuntos 
que se requieran con ocasión de la ordenación y manejo de la cuenca hidrográfica común.

Artículo 4°. Del funcionamiento. La Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de 
los ríos Negro-Nare (Cornare) y la Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia 
(Corantioquia), dispondrán de los recursos humanos, técnicos, científicos y financieros 
necesarios para el adecuado funcionamiento de la Comisión Conjunta y el Comité Técnico.

Las decisiones de los miembros de la Comisión Conjunta se denominarán “ACTAS”, 
deberán llevar la firma del Presidente y del Secretario designados y reposarán en un libro 
especial de actas. La Corporación Autónoma Regional designada para ejercer de manera 
permanente la Secretaría Técnica, será la responsable de custodiar el libro de actas y de 
expedir las copias que le sean solicitadas. Las actas se numerarán sucesivamente con la 
indicación del día, mes y año en que se expidan. En todo caso, se remitirá copia de las actas 
a los demás miembros de la Comisión Conjunta.

Artículo 5°. De la duración. El término de duración de la Comisión Conjunta para la 
Ordenación y Manejo de la cuenca hidrográfica del río Samaná Norte, de la subzona hi-
drográfica río Nare, corresponderá al requerido para el cumplimiento de las fases del Plan 
conforme con lo establecido en el artículo 26 del Decreto número 1640 de 2012.

Artículo 6°. De las funciones. Las funciones de la Comisión Conjunta para la Ordenación 
y Manejo de la cuenca hidrográfica del río Samaná Norte, de la subzona hidrográfica río 
Nare, son las establecidas en el artículo 46 del Decreto número 1640 de 2012.
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Parágrafo. La comisión conjunta expedirá su reglamento dentro de los tres (3) meses 
siguientes, contados a partir de su instalación, esto es, a partir de la suscripción de la presente 
acta. Sin perjuicio de lo que disponga el reglamento, el Presidente de la Comisión Conjunta 
podrá convocar a reuniones ordinarias o extraordinarias.

Artículo 7°. Del Comité Técnico. La Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo de 
la Cuenca Hidrográfica del río Samaná Norte, de la subzona hidrográfica río Nare, constituirá 
un Comité Técnico, encargado de suministrar el soporte técnico para la toma de decisiones. 

Para su conformación se tendrán en cuenta los siguientes lineamientos:
1. Este comité estará integrado por un (1) delegado de cada una de las Corporaciones 

Autónomas Regionales que integran la Comisión Conjunta, con conocimiento en el tema 
de cuencas hidrográficas y/o gestión integral del recurso hídrico y por (1) un delegado 
del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible; su designación se realizará mediante 
comunicación suscrita por los Directores Generales de las Corporaciones y por el Director 
de Gestión Integral del Recurso Hídrico, respectivamente.

2. Se establecerá un reglamento que defina, entre otros aspectos, los relacionados con 
las funciones y periodicidad de las reuniones del Comité Técnico. El comité técnico deberá 
funcionar en todas las fases del Plan de Ordenación y Manejo de la Cuenca.

Parágrafo 1°. El Comité Técnico será conformado en un plazo de dos (2) meses, contados 
a partir de la suscripción de la presente acta.

Parágrafo 2°. Cuando el Comité Técnico lo estime pertinente podrán asistir a las reu-
niones en calidad de invitados, personas naturales o jurídicas.

Artículo 8°. De la publicidad. De conformidad con lo establecido en el parágrafo 3° 
del artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012, la presente acta será publicada por la 
Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro-Nare (Cornare) en el 
Diario Oficial y por cada una de las Corporaciones que conforman la Comisión Conjunta 
en su respectiva página web.

Parágrafo. Copia del acta y la constancia de su publicación será remitida a la Dirección 
de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 

Artículo 9°. Vigencia y derogatorias. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Artículo 10. Contra el presente acuerdo no procede recurso por vía gubernativa, de 
conformidad con el artículo 75 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Con-
tencioso Administrativo.

Publíquese y cúmplase.
Dada en la ciudad de Medellín, a …
La Directora de Gestión Integral del Recurso Hídrico, Ministerio de Ambiente y De-

sarrollo Sostenible,
Claudia Patricia Pineda González.

El Director General Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro-
Nare, Cornare,

Carlos Mario Zuluaga Gómez.
El Director General Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia, Co-

rantioquia,
Alejandro González Valencia.

Imprenta Nacional de Colombia. Recibo Banco Davivienda 0472429. 26-VIII-2014. 
Valor $263.100.

ACTA NÚMERO 001…
(…)

por la cual se conforma la Comisión Conjunta para la Ordenación  
y Manejo de la Cuenca Hidrográfica del río Negro - NSS.

La Directora de la Dirección de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, el Director General de la Corporación Autónoma 
Regional de las Cuencas de los ríos Negro-Nare (Cornare), y el Director General de la 
Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia (Corantioquia), en uso de sus 
facultades legales y en especial las conferidas en el parágrafo 3° del artículo 33 de la Ley 
99 de 1993; los artículos 212 y 215 parágrafo de la Ley 1450 de 2011, el artículo 44 del 
Decreto número 1640 del 2 de agosto de  2012, y

CONSIDERANDO:
Que el numeral 18 del artículo 31 de la Ley 99 de 1993 establece que es función de las 

Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible, “Ordenar y establecer las 
normas y directrices para el manejo de las cuencas hidrográficas ubicadas dentro del área 
de su jurisdicción, conforme a las disposiciones superiores y a las políticas nacionales”;

Que de acuerdo con el parágrafo 3° del artículo 33 de la Ley 99 de 1993, en los casos 
en que dos o más Corporaciones Autónomas Regionales tengan jurisdicción sobre una 
cuenca hidrográfica común, constituirán de conformidad con la reglamentación que expida 
el Gobierno Nacional, una comisión conjunta encargada de concertar, armonizar y definir 
políticas para el manejo ambiental correspondiente;

Que el artículo 212 de la Ley 1450 de 2011, “por la cual se expide el Plan Nacional de 
Desarrollo 2010-2014”, señala que le corresponde al Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, en su condición de ente rector de la gestión del medio ambiente y de los recur-
sos naturales renovables del país y coordinador del Sistema Nacional Ambiental (SINA) 
integrar y presidir las Comisiones Conjuntas de que trata el parágrafo 3° del artículo 33 
de la Ley 99 de 1993;

Que así mismo, el parágrafo del artículo 215 de la Ley 1450 de 2011 dispone que en 
el marco de sus competencias, le corresponde a las Corporaciones Autónomas Regionales 
y de Desarrollo Sostenible, la formulación de los Planes de Ordenación y Manejo de las 
Cuencas Hidrográficas;

Que el artículo 18 del Decreto número 1640 del 2012, establece que el Plan de Orde-
nación y Manejo de la Cuenca Hidrográfica, es el “Instrumento a través del cual se realiza 
la planeación del uso coordinado del suelo, de las aguas, de la flora y la fauna y el manejo 
de la cuenca entendido como la ejecución de obras y tratamientos, en la perspectiva de 
mantener el equilibrio entre el aprovechamiento social y económico de tales recursos y 
la conservación de la estructura fisicobiótica de la cuenca y particularmente del recurso 
hídrico”;

Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012, 
la Comisión Conjunta estará integrada por los Directores de las Corporaciones Autónomas 
Regionales y de Desarrollo Sostenible o su delegado con jurisdicción en la cuenca hidro-
gráfica objeto de ordenación y manejo y el Director de la Dirección de Gestión Integral 
del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible o su delegado, 
quien la presidirá;

Que así mismo el parágrafo 3° del artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012 ordena 
que “Una vez conformada la Comisión Conjunta, las Corporaciones Autónomas Regionales 
y de Desarrollo Sostenible procederán a publicar el acto administrativo de constitución de 
conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico”;

Que el artículo 20 del Decreto número 1640 de 2012 establece que “La ordenación 
y manejo se adelantará en las cuencas hidrográficas correspondientes a las Subzonas 
Hidrográficas definidas en el mapa de Zonificación Hidrográfica de Colombia o su nivel 
subsiguiente, en donde las condiciones ecológicas, económicas o sociales lo ameriten de 
acuerdo con la priorización establecida en el artículo 22 del presente decreto”;

Que la Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso Hídrico, expedida en marzo 
de 2010 por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, hoy Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, estructuró un modelo espacial para una ordenación 
coherente de las cuencas hidrográficas, señalando que la “Cuenca objeto de ordenación y 
manejo: Corresponde a las cuencas de nivel igual o subsiguiente al de las denominadas 
subzonas hidrográficas, definidas en el mapa de zonificación hidrográfica del Ideam, en 
las cuales se formularán e implementarán los planes de manejo y ordenación de cuencas, 
pero de manera priorizada…”;

Que la cuenca del río Negro NSS, con Código 2308-01 hace parte de la subzona hidro-
gráfica río Nare, de acuerdo al Mapa de Zonificación Hidrográfica del Ideam, y por tanto, es 
objeto de ordenación según lo establecido en el artículo 20 del Decreto número 1640 de 2012;

Que ejercen autoridad ambiental dentro de su respectiva jurisdicción en la cuenca hidro-
gráfica del río Negro NSS, de la subzona hidrográfica río Nare, la Corporación Autónoma 
Regional de las Cuencas de los ríos Negro-Nare (Cornare), y la Corporación Autónoma 
Regional del Centro de Antioquia (Corantioquia);

Que en mérito de lo expuesto, 
ACUERDAN:

Artículo 1°. Definición. La Comisión Conjunta es la instancia para la coordinación de 
la planificación, ordenación y manejo de la cuenca hidrográfica del río Negro.

Artículo 2°. De la conformación. Conformar la Comisión Conjunta de la cuenca hidro-
gráfica del río Negro que estará integrada por:

1. La Directora de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible o su delegado, quien la presidirá.

2. El Director General de la Corporación Autónoma Regional de los ríos Negro-Nare 
(Cornare) o su delegado.

3. El Director General de la Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia 
(Corantioquia) o su delegado.

Parágrafo. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° de la Ley 489 de 1998, la 
delegación deberá recaer en un funcionario del nivel directivo o asesor.

Artículo 3°. Del objeto. Conforme a lo establecido en el artículo 43 del Decreto número 
1640 del 2012, la Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo de la Cuenca Hidrográfica 
del río Negro tiene por objeto concertar y armonizar el proceso de ordenación y manejo 
de la cuenca hidrográfica, teniendo en cuenta los principios constitucionales y legales, las 
políticas nacionales y regionales, la normatividad ambiental y lo dispuesto en el Decreto 
número 1640 de 2012.

Las entidades integrantes de la Comisión expedirán los actos administrativos conjuntos 
que se requieran con ocasión de la ordenación y manejo de la cuenca hidrográfica común.

Artículo 4°. Del funcionamiento. La Corporación Autónoma Regional los ríos Negro 
Nare (Cornare) y la Corporación Autónoma Regional Centro de Antioquia (Corantioquia), 
dispondrán de los recursos humanos, técnicos científicos y financieros necesarios para el 
adecuado funcionamiento de la Comisión Conjunta y el Comité Técnico.

Las decisiones de los miembros de la Comisión Conjunta se denominarán “Actas”, debe-
rán llevar la firma del Presidente y del Secretario, y reposarán en un libro especial de actas.

La Corporación designada para ejercer de manera permanente la Secretaría Técnica, será 
la responsable de custodiar el libro de actas y de expedir las copias que le sean solicitadas. 
Las actas se numerarán sucesivamente con la indicación del día, mes y año en que se expidan.

En todo caso, se remitirá copia de las actas a los demás miembros de la Comisión Conjunta.
Artículo 5°. De las funciones. Las funciones de la Comisión Conjunta para la Ordenación 

y Manejo de la Cuenca Hidrográfica del río Bogotá son las previstas en el artículo 46 del 
Decreto número 1640 de 2012.

Parágrafo. La comisión conjunta expedirá su reglamento dentro de los tres (3) meses 
siguientes, contados a partir de su instalación, esto es, a partir de la suscripción de la pre-
sente acta.

Sin perjuicio de lo que disponga el reglamento, el Presidente de la Comisión Conjunta 
podrá convocar a reuniones ordinarias o extraordinarias.

Artículo 6°. Del Comité Técnico. La Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo 
de la Cuenca Hidrográfica del río Negro constituirá un comité técnico encargado de sumi-
nistrar el soporte técnico para la toma de decisiones.
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Este comité estará integrado por un (1) delegado de cada una de las Corporaciones 
Autónomas Regionales que integran la Comisión Conjunta con conocimiento en el tema 
de cuencas hidrográficas o gestión integral del recurso hídrico y por (1) un delegado del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo. Su designación se realizará mediante comunicación 
suscrita por los Directores Generales de las Corporaciones y por el Director de Gestión 
Integral del Recurso Hídrico respectivamente.

Parágrafo. El comité técnico será conformado en un plazo de dos (2) meses, contados 
a partir de la suscripción de la presente acta.

Artículo 7°. De la Publicación. De conformidad con lo establecido en el parágrafo 
3° del artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012, la presente acta será publicada en el 
Diario Oficial por la Corporación Autónoma Regional los ríos Negro Nare (Cornare) y en 
la página web de cada una de las Corporaciones que conforman la Comisión Conjunta.

Parágrafo. Copia del acta y la constancia de su publicación será remitida a la Dirección 
de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

Artículo 8°. Vigencia y derogatorias. La presente acta rige a partir de la fecha de su 
publicación en el Diario Oficial.

Publíquese y cúmplase.
Dada en la ciudad de Bogotá, D. C., a …
La Directora de Gestión Integral del Recurso Hídrico, Ministerio de Ambiente y De-

sarrollo Sostenible,
Claudia Patricia Pineda González.

El Director General Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro-
Nare, Cornare,

Carlos Mario Zuluaga Gómez.
El Director General Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia, Co-

rantioquia,
Alejandro González Valencia.
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ACTA NÚMERO 001
por la cual se conforma la Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo de la Cuen-
ca Hidrográfica del río Cocorná Sur y directos Magdalena Medio entre los ríos La Miel 

y Nare (MI).
La Directora de la Dirección de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de 

Ambiente y Desarrollo Sostenible, el Director General de la Corporación Autónoma Regional 
de las Cuencas de los ríos Negro-Nare-Cornare, y el Director General de la Corporación 
Autónoma Regional del Centro de Antioquia (Corantioquia), en uso de sus facultades legales 
y en especial las conferidas en el numeral 12 del artículo 5° y el parágrafo 3°del artículo 33 
de la Ley 99 de 1993; los artículos 212 y 215 de la Ley 1450 de 2011, el artículo 18 numeral 
7 del Decreto-ley 3570 de 2011, Decreto número 1640 de 2012, y

CONSIDERANDO:
Que el numeral 18 del artículo 31 de la Ley 99 de 1993 establece que es función de las 

Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible, “Ordenar y establecer las 
normas y directrices para el manejo de las cuencas hidrográficas ubicadas dentro del área 
de su jurisdicción, conforme a las disposiciones superiores y a las políticas nacionales”.

Que de acuerdo con el parágrafo 3° del artículo 33 de la Ley 99 de 1993, en los casos 
en que dos o más Corporaciones Autónomas Regionales tengan jurisdicción sobre una 
cuenca hidrográfica común, constituirán de conformidad con la reglamentación que expida 
el Gobierno Nacional, una comisión conjunta encargada de concertar, armonizar y definir 
políticas para el manejo ambiental correspondiente;

Que el artículo 212 de la Ley 1450 de 2011, “por la cual se expide el Plan Nacional de 
Desarrollo 2010-2014”, señala que le corresponde al Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, en su condición de ente rector de la gestión del medio ambiente y de los recur-
sos naturales renovables del país y coordinador del Sistema Nacional Ambiental (SINA) 
integrar y presidir las Comisiones Conjuntas de que trata el parágrafo 3° del artículo 33 
de la Ley 99 de 1993;

Que así mismo, el parágrafo del artículo 215 de la Ley 1450 de 2011 dispone que en 
el marco de sus competencias, le corresponde a las Corporaciones Autónomas Regionales 
y de Desarrollo Sostenible, la formulación de los Planes de Ordenación y Manejo de las 
Cuencas Hidrográficas;

Que el artículo 18 del Decreto número 1640 del 2012, establece que el Plan de Orde-
nación y Manejo de la Cuenca Hidrográfica, es el “Instrumento a través del cual se realiza 
la planeación del uso coordinado del suelo, de las aguas, de la flora y la fauna y el manejo 
de la cuenca entendido como la ejecución de obras y tratamientos, en la perspectiva de 
mantener el equilibrio entre el aprovechamiento social y económico de tales recursos y 
la conservación de la estructura fisicobiótica de la cuenca y particularmente del recurso 
hídrico”;

Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012, 
la Comisión Conjunta estará integrada por los Directores de las Corporaciones Autónomas 
Regionales y de Desarrollo Sostenible o su delegado con jurisdicción en la cuenca hidro-
gráfica objeto de ordenación y manejo y el Director de la Dirección de Gestión Integral 
del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible o su delegado, 
quien la presidirá;

Que así mismo el parágrafo 3° del artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012 ordena 
que “Una vez conformada la Comisión Conjunta, las Corporaciones Autónomas Regionales 
y de Desarrollo Sostenible procederán a publicar el acto administrativo de constitución de 
conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico”;

Que el artículo 20 del Decreto número 1640 de 2012 establece que “La ordenación y 
manejo se adelantará en las cuencas hidrográficas correspondientes a las Subzonas Hidrográ-

ficas definidas en el mapa de Zonificación Hidrográfica de Colombia o su nivel subsiguiente, 
en donde las condiciones ecológicas, económicas o sociales lo ameriten de acuerdo con la 
priorización establecida en el artículo 22 del presente decreto”;

Que la cuenca del río Cocorná Sur y directos Magdalena Medio entre los ríos La Miel 
y Nare (MI) hace parte de la subzona hidrográfica Directos Magdalena Medio entre los ríos 
La Miel y Nare (MI), con el código 2307, de acuerdo al Mapa de Zonificación Hidrográfica 
del Ideam, y por tanto, es objeto de ordenación según lo establecido en el artículo 20 del 
Decreto número 1640 de 2012;

Que ejercen autoridad ambiental dentro de su respectiva jurisdicción en la cuenca 
hidrográfica del río Cocorná Sur, de la subzona hidrográfica Directos Magdalena Medio 
(MI), la Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro-Nare-Cornare, 
y la Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia (Corantioquia).

Que en mérito de lo expuesto,
ACUERDAN:

Artículo 1°. Definición. La Comisión Conjunta es la instancia para la coordinación de 
la planificación, ordenación y manejo de la cuenca hidrográfica en ordenación: río Cocorná 
Sur y directos Magdalena Medio entre los ríos La Miel y Nare (MI).

Artículo 2°. De la conformación. La Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo 
de la cuenca hidrográfica del río Cocorná Sur y directos Magdalena Medio entre los ríos 
La Miel y Nare (MI), de la subzona hidrográfica Directos Magdalena Medio entre los ríos 
La Miel y Nare (MI), estará integrada por:

• La Directora de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible o su delegado, quien la presidirá.

• El Director General de La Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los 
Ríos Negro-Nare-Cornare, o su delegado.

• El Director General de La Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia 
(Corantioquia), o su delegado.

Parágrafo. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° de la Ley 489 de 1998, la 
delegación deberá recaer en un funcionario del nivel directivo o asesor.

Artículo 3°. Del objeto de la Comisión Conjunta. Conforme a lo establecido en el artí-
culo 43 del Decreto número 2012, la Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo de 
la Cuenca Hidrográfica del río Cocorná Sur y directos Magdalena Medio entre los ríos La 
Miel y Nare (MI), tiene por objeto concertar, armonizar y definir políticas para la ordenación 
y manejo de la cuenca hidrográfica, teniendo en cuenta los principios constitucionales y 
legales, las políticas nacionales y regionales, la normatividad ambiental y en especial, lo 
dispuesto en el Decreto número 1640 de 2012.

Los representantes legales de las entidades que integran la Comisión expedirán los actos 
administrativos conjuntos que se requieran con ocasión de la ordenación y manejo de la 
cuenca hidrográfica común.

Artículo 4°. Del funcionamiento. La Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de 
los ríos Negro-Nare-Cornare y La Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia 
(Corantioquia), dispondrán de los recursos humanos, técnicos, científicos y financieros 
necesarios para el adecuado funcionamiento de la Comisión Conjunta y el Comité Técnico.

Las decisiones de los miembros de la Comisión Conjunta se denominarán “Actas”, 
deberán llevar la firma del Presidente y del Secretario designados, y reposarán en un libro 
especial de actas. La Corporación Autónoma Regional designada para ejercer de manera 
permanente la Secretaría Técnica, será la responsable de custodiar el libro de actas y de 
expedir las copias que le sean solicitadas. Las actas se numerarán sucesivamente con la 
indicación del día, mes y año en que se expidan. En todo caso, se remitirá copia de las actas 
a los demás miembros de la Comisión Conjunta.

Artículo 5°. De la duración. El término de duración de la Comisión Conjunta para la 
Ordenación y Manejo de la cuenca hidrográfica del río Cocorná Sur y directos Magdalena 
Medio entre los ríos La Miel y Nare (MI), corresponderá al requerido para el cumplimiento 
de las fases del Plan, conforme con lo establecido en el artículo 26 del Decreto número 
1640 de 2012.

Artículo 6°. De las funciones. Las funciones de la Comisión Conjunta para la Ordenación 
y Manejo de la cuenca hidrográfica del río Claro-Cocorná Sur, de la subzona hidrográfica 
Directos Magdalena Medio, Margen Izquierdo, son las establecidas en el artículo 46 del 
Decreto número 1640 de 2012.

Parágrafo. La comisión conjunta expedirá su reglamento dentro de los tres (3) meses 
siguientes, contados a partir de su instalación, esto es, a partir de la suscripción de la presente 
acta. Sin perjuicio de lo que disponga el reglamento, el Presidente de la Comisión Conjunta 
podrá convocar a reuniones ordinarias o extraordinarias.

Artículo 7°. Del Comité Técnico. La Comisión Conjunta para la Ordenación y Manejo 
de la cuenca hidrográfica del río Cocorná Sur y directos Magdalena Medio entre los ríos 
La Miel y Nare (MI), constituirá un Comité Técnico, encargado de suministrar el soporte 
técnico para la toma de decisiones. 

Para su conformación se tendrán en cuenta los siguientes lineamientos:
1. Este comité estará integrado por un (1) delegado de cada una de las Corporaciones 

Autónomas Regionales que integran la Comisión Conjunta, con conocimiento en el tema 
de cuencas hidrográficas y/o gestión integral del recurso hídrico y por (1) un delegado del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible; su designación se realizará mediante co-
municación suscrita por los Directores Generales de las Corporaciones y por la Directora 
de Gestión Integral del Recurso Hídrico, respectivamente.

2. Se establecerá un reglamento que defina, entre otros aspectos, los relacionados con 
las funciones y periodicidad de las reuniones del Comité Técnico. El comité técnico deberá 
funcionar en todas las fases del Plan de Ordenación y Manejo de la Cuenca.

Parágrafo 1°. El Comité Técnico será conformado en un plazo de dos (2) meses, contados 
a partir de la suscripción de la presente acta.

Parágrafo 2°. Cuando el Comité Técnico lo estime pertinente podrán asistir a las reu-
niones en calidad de invitados, personas naturales o jurídicas.
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Artículo 8°. De la publicidad. De conformidad con lo establecido en el parágrafo 3 del 
artículo 44 del Decreto número 1640 de 2012, la presente acta será publicada por la Corpo-
ración Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro-Nare-Cornare y en la página 
web de cada una de las Corporaciones que conforman la Comisión Conjunta.

Parágrafo. Copia del acta y la constancia de su publicación será remitida a la Dirección 
de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

Artículo 9°. Vigencia y derogatorias. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Artículo 10. Contra el presente acuerdo no procede recurso por vía gubernativa, de 
conformidad con el artículo 75 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Con-
tencioso Administrativo.

Publíquese y cúmplase.
Dada en la ciudad de Bogotá, D. C., a …
La Directora de Gestión Integral del Recurso Hídrico, Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible,
Claudia Patricia Pineda González.

El Director General, Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los ríos Negro-
Nare, Cornare,

Carlos Mario Zuluaga Gómez.
El Director General, Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia,

Alejandro González Valencia.
Imprenta Nacional de Colombia. Recibo Davivienda 0472436. 26-VIII-2014. Valor 

$263.100.

Superintendencias

Superintendencia Nacional de Salud

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 001650 DE 2014
(agosto 28)

por la cual se desarrolla el procedimiento administrativo sancionatorio aplicable 
 por la Superintendencia Nacional de Salud.

El Superintendente Nacional de Salud, en ejercicio de las facultades legales conferidas 
en el artículo 128 de la Ley 1438 de 2011 y en el numeral 20 del artículo 7° del Decreto 
número 2462 de 2013, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 128 de la Ley 1438 de 2011 contiene el procedimiento sancionatorio 

aplicable por la Superintendencia Nacional de Salud a sus vigilados para la imposición de 
multas o la revocatoria de la licencia de funcionamiento;

Que el parágrafo del artículo citado señala que, con sujeción al procedimiento fijado en 
la ley y teniendo en cuenta en lo que no se oponga, lo previsto en el Código Contencioso 
Administrativo, la Superintendencia Nacional de Salud, mediante acto administrativo, de-
sarrollará el procedimiento administrativo sancionatorio, respetando los derechos al debido 
proceso, defensa, contradicción y doble instancia;

Que de conformidad con lo establecido en el numeral 20 del artículo 7° del Decreto 
número 2462 de 2013, le corresponde al Despacho del Superintendente Nacional de Salud 
“expedir el procedimiento administrativo sancionatorio, respetando los derechos del debido 
proceso, defensa, contradicción y doble instancia, con sujeción al artículo 128 de la Ley 
1438 de 2011 y a las demás disposiciones que lo modifiquen o adicionen”;

Que mediante Resolución número 3140 de 2011 la Superintendencia Nacional de Salud 
desarrolló el procedimiento administrativo sancionatorio previsto en el artículo 128 de la 
Ley 1438 de 2011, aplicable por la Superintendencia Nacional de Salud a sus vigilados;

Que dicha resolución procuró regular integralmente todos los asuntos del procedimiento 
administrativo sancionatorio, incluidos los que ya estaban regulados en el Decreto número 
01 de 1984, en la Ley 1437 de 2011 y en la Ley 1438 de 2011;

Que de conformidad con lo previsto en el régimen de transición de la Ley 1437 de 
2011, el Decreto número 01 de 1984 mantuvo vigencia hasta el dos (2) de julio de 2012. 
Las disposiciones del nuevo código, sin embargo, solo se aplicarán a los procedimientos y 
las actuaciones administrativas que se inicien, así como a las demandas y procesos que se 
instauren con posterioridad a la entrada en vigencia;

Que, en consecuencia, la norma aplicable a los procesos que adelanta la Superintenden-
cia Nacional de Salud depende de la fecha de iniciación de la correspondiente actuación 
administrativa. Por lo mismo, el régimen de transición de la Ley 1437 de 2011 impide 
unificar para todos los procesos el trámite administrativo, pues las actuaciones que se 
encontraban en curso a su entrada en vigencia, continúan su trámite con lo previsto en el 
Decreto número 01 de 1984;

Que someter todos los procesos que se adelantan en la Superintendencia Nacional de 
Salud al mismo procedimiento administrativo sancionatorio, sin considerar el régimen 
de transición de la Ley 1437 de 2011, crea inconsistencias, confusiones, duplicidades y 
contradicciones normativas;

Que de conformidad con el principio de eficacia previsto en el numeral 11 del artículo 
3° de la Ley 1437 de 2011, las autoridades buscarán que los procedimientos logren su fi-
nalidad y, para el efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente formales, evitarán 
decisiones inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo con este Código las 
irregularidades procedimentales que se presenten, en procura de la efectividad del derecho 
material objeto de la actuación administrativa;

Que en desarrollo del principio antes citado es necesario desarrollar el procedimiento 
administrativo sancionatorio aplicable por la Superintendencia Nacional de Salud consi-
derando el régimen de transición de la Ley 1437 de 2011;

Que de conformidad con el numeral a) del artículo 39 de la Ley 1122 de 2007, la Su-
perintendencia Nacional de Salud, en ejercicio de sus atribuciones, fijará las políticas de 
Inspección, Vigilancia y Control del Sistema General de Seguridad Social en Salud;

Que en el marco de la política sancionatoria a la que se refiere la Ley 1122 de 2007, la 
Superintendencia Nacional de Salud podrá definir investigaciones prioritarias generadoras 
de incentivos disuasivos. Estará así mismo facultada para adelantar investigaciones en las 
que se agrupen casos, y en las que revisen globalmente las políticas y actuaciones de sus 
vigilados;

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:
CAPÍTULO I

Aspectos generales
Artículo 1°. Procedimientos y trámites administrativos a través de medios electrónicos. 

Los procedimientos y trámites administrativos podrán realizarse a través de medios elec-
trónicos. Para estos efectos se seguirá, en todos los procesos administrativos sancionatorios 
que adelanta la Superintendencia Nacional de Salud, lo dispuesto en el Capítulo IV de la 
Ley 1437 de 2011. 

Artículo 2°. Corrección de irregularidades en la actuación administrativa. La Superinten-
dencia Nacional de Salud, en cualquier momento anterior a la expedición del acto, de oficio 
o a petición de parte, corregirá las irregularidades que se hayan presentado en la actuación 
administrativa para ajustarla a derecho, y adoptará las medidas necesarias para concluirla.

Artículo 3°. Corrección de errores formales. En cualquier tiempo, de oficio o a petición 
de parte, se podrán corregir los errores simplemente formales contenidos en los actos ad-
ministrativos, ya sean aritméticos, de digitación, de transcripción o de omisión de palabras. 
En ningún caso la corrección dará lugar a cambios en el sentido material de la decisión, ni 
revivirá los términos legales para demandar el acto. Realizada la corrección, esta deberá 
ser notificada o comunicada a todos los interesados, según corresponda.

Artículo 4°. Reconstrucción de expedientes. De conformidad con lo previsto en el 
artículo 126 de la Ley 1564 de 2012, en caso de pérdida total o parcial de un expediente 
se procederá así:

1. El apoderado de la parte interesada formulará su solicitud de reconstrucción y expresará 
el estado en que se encontraba el proceso y la actuación surtida en él. La reconstrucción 
también procederá de oficio.

2. El funcionario que adelanta la actuación fijará fecha para audiencia con el objeto de 
comprobar la actuación surtida y el estado en que se hallaba el proceso, para lo cual ordenará 
a las partes que aporten las grabaciones y documentos que posean. En la misma audiencia 
resolverá sobre la reconstrucción.

3. Si solo concurriere a la audiencia una de las partes o su apoderado, se declarará 
reconstruido el expediente con base en la exposición jurada y las demás pruebas que se 
aduzcan en ella.

4. Cuando se trate de pérdida total del expediente y las partes no concurran a la audiencia 
o la reconstrucción no fuere posible, o de pérdida parcial que impida la continuación del 
proceso, el juez declarará terminado el proceso, quedando a salvo el derecho que tenga el 
demandante a promoverlo de nuevo.

5. Reconstruido totalmente el expediente, o de manera parcial que no impida la conti-
nuación del proceso, este se adelantará, incluso, con prescindencia de lo perdido o destruido.

Artículo 5°. Política sancionatoria. De conformidad con lo establecido en el 
numeral a) del artículo 39 de la Ley 1122 de 2007 la Superintendencia Nacional de 
Salud estará facultada para adoptar políticas sancionatorias. En virtud de las mismas, 
y considerando el impacto de las investigaciones en el Sistema de Seguridad Social en 
Salud, la afectación de derechos fundamentales y la sostenibilidad financiera del Sis-
tema, podrá, entre otros, establecer mecanismos de descongestión, identificar asuntos 
prioritarios, agrupar investigaciones en las que se revisen globalmente las políticas y 
actuaciones de sus vigilados.

Artículo 6°. Registro de sanciones. La Superintendencia Nacional de Salud creará un 
registro de sanciones en el que figure la entidad sancionada, la conducta vulnerada con 
indicación de las normas desconocidas, la fecha y el tipo de sanción. En el registro también 
deberá constar el número de veces que cada entidad ha sido multada por la vulneración 
de las mismas normas. Se señalará también, cuando proceda, el monto de la multa y las 
órdenes que se impartan. Cuando la facultad sancionatoria se delegue en las Direcciones 
de Salud Departamentales y Distritales, estas deberán reportar a la Superintendencia de 
Salud las sanciones impartidas. 

CAPÍTULO II
Proceso administrativo sancionatorio

Artículo 7°. Inicio de la actuación. La actuación administrativa para determinar la comi-
sión de infracciones podrá iniciarse por informes recibidos de terceros, mediante la práctica 
de visitas administrativas de inspección y vigilancia, por traslado de otras autoridades, por 
quejas o informes de personas naturales o jurídicas, como resultado de la aplicación de 
medidas cautelares y, en general, por cualquier otro medio que ofrezca credibilidad. Salvo 
expresa orden judicial, deben ejercerse acciones de inspección y vigilancia antes de iniciar 
un proceso administrativo sancionatorio. 

Artículo 8°. Informe de improcedencia. La Superintendencia Nacional de Salud podrá 
declarar improcedente la iniciación de un procedimiento administrativo sancionatorio, 
mediante la expedición de un informe de improcedencia, cuando no exista mérito para 
adelantar la investigación.

La expedición de un informe de improcedencia no impide la posterior iniciación de un 
procedimiento administrativo sancionatorio.
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Artículo 9°. Averiguaciones preliminares. En caso de duda sobre la procedencia de 
iniciar un proceso administrativo sancionatorio, la Superintendencia Nacional de Salud 
podrá ordenar, por medio de auto que no requerirá notificación, la apertura de averigua-
ciones preliminares. 

Artículo 10. Auto de iniciación. Cuando se establezca que existe mérito para adelantar 
un procedimiento administrativo sancionatorio, se proferirá un auto en el que señalarán 
los hechos que lo originan, las personas naturales o jurídicas objeto de la investigación, las 
disposiciones presuntamente vulneradas y las sanciones o medidas procedentes. Este acto 
administrativo deberá ser notificado personalmente a los investigados. Contra esta decisión 
no procede recurso.

Artículo 11. Término para rendir descargos. De conformidad con lo previsto en el 
artículo 128 de la Ley 1438 de 2011, los investigados podrán, dentro de los cinco (5) días 
siguientes a la notificación del auto de iniciación, presentar descargos y solicitar o aportar 
las pruebas que pretendan hacer valer. Serán rechazadas de manera motivada las incondu-
centes, las impertinentes y las superfluas, y no se atenderán las practicadas ilegalmente. 
Contra el acto que decida la solicitud de pruebas no proceden recursos. 

Artículo 12. Pruebas. Cuando deban practicarse pruebas solicitadas por las partes o 
decretadas de oficio se señalará un término no mayor a quince (15) días calendario. Cuando 
no deban practicarse se dará traslado para alegar de conclusión. 

Artículo 13. Alegatos de conclusión. Vencido el periodo probatorio, las partes contarán 
con un término de cinco (5) días hábiles para presentar sus alegatos de conclusión. El auto 
por medio del cual se dé traslado para presentar alegatos de conclusión será comunicado. 

Artículo 14. Adopción de la decisión. Vencido el término para presentar alegatos de 
conclusión, la Superintendencia Nacional de Salud contará con un término máximo de diez 
(10) días para imponer la sanción u ordenar el archivo de la actuación.

Artículo 15. Archivo de la investigación. La Superintendencia Nacional de Salud podrá 
emitir un fallo exoneratorio u ordenar el cierre y archivo de una investigación administrati-
va, en cualquier etapa procesal, siempre que cuente con elementos probatorios y jurídicos 
suficientes. 

Artículo 16. Notificación por aviso. A partir del 2 de julio de 2012, fecha en la cual 
entró a regir la Ley 1437 de 2011, el funcionario encargado de las comunicaciones y/o 
notificaciones, si no pudiere hacer la notificación personal al cabo de los cinco (5) días 
hábiles del envío de la citación, la hará por medio de aviso que remitirá a la dirección, al 
número de fax o al correo electrónico que figuren en el expediente o puedan obtenerse del 
registro mercantil, acompañado de copia íntegra del acto administrativo. El aviso deberá 
indicar la fecha y la del acto que se notifica, la autoridad que lo expidió, los recursos que 
legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse, los plazos respectivos 
y la advertencia de que la notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al 
de la entrega del aviso en el lugar de destino.

Cuando se desconozca la información sobre el destinatario, el aviso, con copia íntegra del 
acto administrativo, se publicará en la página electrónica de la Superintendencia Nacional 
de Salud y, en todo caso, en un lugar de acceso al público de la entidad por el término de 
cinco (5) días, con la advertencia de que la notificación se considerará surtida al finalizar 
el día siguiente al retiro del aviso.

En el expediente se dejará constancia de la remisión o publicación del aviso y de la 
fecha en que por este medio quedará surtida la notificación personal.

Artículo 17. Sanciones. De conformidad con lo establecido, entre otras, en la Ley 15 de 
1989, la Ley 715 de 2001, la Ley 1122 de 2007 y en la Ley 1438 de 2011, en los procesos 
administrativos sancionatorios que adelante la Superintendencia Nacional de Salud se 
podrán imponer las siguientes sanciones: 

1. Amonestación escrita.
2. Multa.
3. Revocatoria de la habilitación.
Parágrafo 1°. De conformidad con lo establecido en el artículo 35 C de la Ley 1122 

de 2007, la imposición de estas sanciones opera sin perjuicio de la facultad de ordenar 
correctivos para la superación de la situación irregular que se haya verificado en el curso 
de un proceso administrativo sancionatorio. 

Parágrafo 2°. Los procesos administrativos sancionatorios que adelante la Superinten-
dencia Nacional de Salud serán siempre de doble instancia. 

CAPÍTULO III
Disposiciones finales

Artículo 18. Aspectos no regulados. En los aspectos no contemplados en la presente 
resolución, se seguirán las disposiciones contempladas en el Decreto número 01 de 1984 
o en la Ley 1437 de 2011, según corresponda.

Artículo 19. Disposición transitoria. Esta resolución empieza a regir desde su expedición. 
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias 
convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los 
incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las normas 
vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las 
audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o 
comenzaron a surtirse las notificaciones.

Artículo 20. Derogatoria y vigencia. La presente resolución deroga la Resolución número 
1212 de julio 27 de 2007, la Resolución número 3140 de 2011 y las demás disposiciones 
que le sean contrarias, y rige a partir de su publicación en el Diario Oficial.

Comuníquese, publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 28 de agosto de 2014.
El Superintendente Nacional de Salud,

Gustavo Enrique Morales Cobo.
(C. F.).

Proyectos de Resolución

PROYECTO DE RESOLUCIÓN
por la cual se desarrolla el procedimiento administrativo sancionatorio aplicable  

por la Superintendencia Nacional de Salud.
1. El procedimiento administrativo sancionatorio de la Superintendencia Nacional 

de Salud
De conformidad con lo establecido en el literal c) del artículo 40 de la Ley 1122, la 

Superintendencia Nacional de Salud (en adelante SNS) estaba autorizada para señalar los 
procedimientos aplicables a los vigilados, con sujeción a las normas contenidas en el Có-
digo Contencioso Administrativo y respetando los derechos del debido proceso, defensa, o 
contradicción y doble instancia. En ejercicio de dicha facultad, el Superintendente Nacional 
de Salud expidió la Resolución número 1212 de 2007, “por medio de la cual se señalan 
los procedimientos aplicables a los vigilados de la Superintendencia Nacional de Salud 
respecto de las investigaciones administrativas sancionatorias”.

Ahora bien, el Sistema General de Seguridad Social en Salud fue modificado por la Ley 
1438 de 2011, que contiene en el artículo 128 el procedimiento sancionatorio aplicable por 
la Superintendencia Nacional de Salud a sus vigilados para la imposición de multas o la 
revocatoria de la licencia de funcionamiento. El parágrafo de ese artículo señala que, con 
sujeción al procedimiento fijado en la ley y teniendo en cuenta en lo que no se oponga, lo 
previsto en el Código Contencioso Administrativo, la SNS, mediante acto administrativo, 
desarrollará el procedimiento administrativo sancionatorio, respetando los derechos al 
debido proceso, defensa, contradicción y doble instancia. 

Esta facultad fue recogida en el numeral 20 del artículo 7° del Decreto número 2462 de 
2013, de conformidad con el cual le corresponde al Despacho del Superintendente Nacional 
de Salud “expedir el procedimiento administrativo sancionatorio, respetando los derechos 
del debido proceso, defensa, contradicción y doble instancia, con sujeción al artículo 128 
de la Ley 1438 de 2011 y a las demás disposiciones que lo modifiquen o adicionen”.

Esta facultad se ejerció con la expedición de la Resolución número 3140 de 2011, por 
medio de la cual la SNS desarrolló el procedimiento administrativo sancionatorio previsto 
en el artículo 128 de la Ley 1438 de 2011, aplicable por la Superintendencia Nacional de 
Salud a sus vigilados. Esta resolución derogó el procedimiento administrativo previsto en 
la Resolución número 1212 de 2007; sin embargo, el régimen de transición previsto en el 
artículo 77 señala que los procedimientos administrativos sancionatorios que se encuentren 
en curso, a la fecha de entrada en vigencia de la presente resolución, continuarán su trámite, 
de acuerdo con lo previsto en la Resolución número 1212 de 2007.

Esto significa que existe más de una norma procesal para los procesos administrativos 
sancionatorios en curso en la SNS, pues la norma rectora depende de la fecha de su iniciación. 

Al lado de lo anterior, con la entrada en vigencia de la Ley 1437 de 2011 se modificó 
el procedimiento administrativo previsto en el Código Contencioso Administrativo (De-
creto número 01 de 1984). De conformidad con lo previsto en el régimen de transición de 
la Ley 1437 de 2011, el Decreto número 01 de 1984 mantuvo vigencia hasta el dos (2) de 
julio de 2012. Las disposiciones del nuevo código, sin embargo, solo se aplicarán a los 
procedimientos y las actuaciones administrativas que se inicien, así como a las demandas 
y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia.

Esto significa que los procesos que adelanta la SNS se rigen por el Código vigente a 
la fecha de iniciación de la correspondiente actuación administrativa y que la Resolución 
número 3140 de 2011 debe leerse a la luz de las diferencias normativas entre los dos códigos. 

Ahora bien, la Resolución número 3140 de 2011 procuró incorporar todos los asuntos 
del procedimiento administrativo sancionatorio, incluidos los que ya estaban regulados en 
el Decreto número 01 de 1984 y en la Ley 1437 de 2011. En la expedición de esta norma, 
adicionalmente, no se tuvo en cuenta que el régimen de transición de la Ley 1437 de 2011 
impide unificar el trámite administrativo para todas las actuaciones, pues los procesos ad-
ministrativos sancionatorios que se encontraban en curso a la entrada en vigencia del nuevo 
Código, continúan su trámite con lo previsto en el Decreto número 01 de 1984.

Así, el esfuerzo de someter todos los procesos que se adelantan en la SNS al mismo 
procedimiento administrativo sancionatorio, sin considerar el régimen de transición de la 
Ley 1437 de 2011, dio lugar a inconsistencias, confusiones, duplicidades y contradicciones 
normativas. Algunas de las dificultades puntuales derivadas de la intención de unificar en 
la Resolución número 3140 el procedimiento aplicable a los procesos sancionatorios se 
explicarán con mayor detalle más adelante. 

Como se ve, la presente modificación responde a la necesidad de eliminar duplicidades 
y contradicciones. Atendiendo esta dificultad, la presente resolución elimina los asuntos 
que están regulados en el Decreto número 01 de 1984 y en la Ley 1437 de 2011. Al texto se 
incorpora lo previsto en la Ley 1438 de 2011, en la que se define el procedimiento especial 
de la SNS, únicamente con la finalidad de ofrecer claridad sobre el régimen excepcional al 
que se someten las investigaciones que adelanta esta Superintendencia. 

Al lado de lo anterior, esta modificación pretende simplificar el procedimiento y evitar 
las dificultades interpretativas derivadas de la coexistencia de dos resoluciones. Con esta 
finalidad, la presente resolución entra a regir a partir de su expedición y revoca las Re-
soluciones números 1212 de 2007 y 1437 de 2011. El régimen de transición considera lo 
previsto en el artículo 624 de la Ley 1564 de 2012 y, por lo tanto, los recursos interpuestos, 
la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los 
términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que 
se estén surtiendo, se regirán por las normas vigentes cuando se interpusieron los recursos, 
se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los 
términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.

El resultado práctico de esa modificación es que, para todos los procesos que adelanta 
esta Superintendencia, se seguirán únicamente las reglas previstas en la presente resolución 
y lo señalado en el código aplicable según la fecha de iniciación del respectivo proceso. 

A continuación se presentan algunas de las principales dificultades interpretativas y de 
aplicación normativa derivadas de la Resolución número 3140 de 2011. Se señalan además 
las modificaciones propuestas para cada uno de estos asuntos. 
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2. Principio de la doble instancia 
Como se ha señalado, la Ley 1438 de 2011 definió el procedimiento administrativo 

sancionatorio que debe ser aplicado por la SNS. Con la entrada en vigencia de esta norma 
las demás referencias normativas al procedimiento sancionatorio pierden vigencia y deben 
someterse a lo allí dispuesto. 

Esta conclusión adquiere particular relevancia en lo relacionado con la garantía de la 
doble instancia. En lo relacionado con este asunto el artículo 128 de dicha norma señala: 

Artículo 128. Procedimiento sancionatorio. La Superintendencia Nacional de Salud 
aplicará las multas o la revocatoria de la licencia de funcionamiento realizando un pro-
ceso administrativo sancionatorio consistente en la solicitud de explicaciones en un plazo 
de cinco (5) días hábiles después de recibida la información, la práctica de las pruebas a 
que hubiere lugar en un plazo máximo de quince (15) días calendario, vencido el término 
probatorio las partes podrán presentar alegatos de conclusión dentro de los cinco (5) días 
hábiles siguientes. La Superintendencia dispondrá de un término de diez (10) días calendario 
después del vencimiento del término para presentar alegatos de conclusión para imponer la 
sanción u ordenar el archivo de las actuaciones. Si no hubiere lugar a decretar pruebas, se 
obviará el término correspondiente. La sanción será susceptible de los recursos contenidos 
en el Código Contencioso Administrativo.

Como se ve, en contra de las sanciones que imponga la SNS proceden los recursos 
previstos en el Código Contencioso Administrativo. En lo relacionado con este tema el 
Decreto número 01 de 1984 señala: 

Artículo 50.  Por regla general, contra los actos que pongan fin a las actuaciones 
administrativas procederán los siguientes recursos:

1. El de reposición, ante el mismo funcionario que tomó la decisión, para que la aclare, 
modifique o revoque.

2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo, con el mismo propósito.
No habrá apelación de las decisiones de los ministros, jefes de departamento adminis-

trativo, superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas o de 
las unidades administrativas especiales que tengan personería jurídica.

3. El de queja, cuando se rechace el de apelación.
El recurso de queja es facultativo y podrá interponerse directamente ante el superior 

del funcionario que dictó la decisión, mediante escrito al que deberá acompañarse copia 
de la providencia que haya negado el recurso.

De este recurso se podrá hacer uso dentro de los cinco (5) días siguientes a la notifi-
cación de la decisión.

Recibido el escrito, el superior ordenará inmediatamente la remisión del expediente, 
y decidirá lo que sea del caso.

Son actos definitivos, que ponen fin a una actuación administrativa, los que deciden 
directa o indirectamente el fondo del asunto; los actos de trámite pondrán fin a una actua-
ción cuando hagan imposible continuarla.

Por su parte, la Ley 1437 de 2011 señala al respecto:
Artículo 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los 

actos definitivos procederán los siguientes recursos:
1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adi-

cione o revoque.
 2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el 

mismo propósito.
No habrá apelación de las decisiones de los Ministros, Directores de Departamento 

Administrativo, superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas 
ni de los directores u organismos superiores de los órganos constitucionales autónomos.

 Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes legales 
y jefes superiores de las entidades y organismos del nivel territorial. 

3. El de queja, cuando se rechace el de apelación.
El recurso de queja es facultativo y podrá interponerse directamente ante el superior 

del funcionario que dictó la decisión, mediante escrito al que deberá acompañarse copia 
de la providencia que haya negado el recurso.

De este recurso se podrá hacer uso dentro de los cinco (5) días siguientes a la notifi-
cación de la decisión.

Recibido el escrito, el superior ordenará inmediatamente la remisión del expediente, 
y decidirá lo que sea del caso.

Como se ve, con la expedición de la Ley 1438 de 2011, todos los procesos que adelanta 
la Superintendencia Nacional de Salud son de doble instancia. 

3. La reestructuración de la SNS y la creación de la Delegada de Procesos Admi-
nistrativos

Con los Decretos números 2462 y 2463 de 2012 se modificó la estructura de la SNS. 
Este proceso de reestructuración pretendió, entre otras cosas, centralizar todos los procesos 
sancionatorios en una sola dependencia con el fin de unificar criterios y promover la eficien-
cia en las actuaciones procesales. Con este propósito en mente se creó la Superintendencia 
Delegada de Procesos Administrativos, encargada de adelantar y promover en primera 
instancia los procesos administrativos sancionatorios, cuando en ejercicio de las diferentes 
actividades de inspección y vigilancia ejecutadas por las Superintendencias Delegadas, se 
evidencien asuntos que puedan conllevar infracción, por parte de los sujetos vigilados, de 
las normas del Sistema General de Seguridad Social en Salud. 

La creación de esta Delegada reitera la relevancia del principio de la doble instancia 
para los procesos que adelanta la SNS. Con la concentración en una sola dependencia de la 
facultad de control, se enfatiza la necesidad de que sea esta Delegada quien lleve en primera 
instancia los procesos administrativos. Esta modificación asegura uniformidad de criterios, 
eficiencia en el trámite y garantías procesales para los investigados. 

4. La caducidad de la facultad sancionatoria
Como se explicó, a los procedimientos administrativos sancionatorios de la Superin-

tendencia Nacional de Salud les son aplicables 3 regímenes procesales diferentes, así: 1. 
El de la Resolución número 1212, publicada el 2 de agosto de 2007, que abarca procedi-
mientos iniciados hasta la entrada en vigencia de la Resolución número 3140 de 2011(16 
de noviembre de 2011). Los vacíos de este acto administrativo se suplen con las normas 
del Código Contencioso Administrativo, Decreto-ley 01 de 1984. 2. El de la Resolución 
número 3140, publicada el 16 de noviembre de 2011 y concordada con las disposiciones 
del Código Contencioso Administrativo, Decreto número 01 de 1984. 3. El de la Resolu-
ción número 3140 de 2011 concordada con las disposiciones del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011, de conformidad 
con la disposición transitoria del artículo 77 de esta norma.

Ahora bien, en lo relacionado con la caducidad, el del Código Contencioso Adminis-
trativo, Decreto número 01 de 1984, señala lo siguiente: 

Artículo 38. Caducidad respecto de las sanciones. Salvo disposición especial en 
contrario, la facultad que tienen las autoridades administrativas para imponer sanciones 
caduca a los tres (3) años de producido el acto que pueda ocasionarlas.

Por su parte, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Adminis-
trativo, adoptado mediante Ley 1437 de 2011, establece en lo relacionado con la caducidad 
lo siguiente: 

Artículo 52. Caducidad de la facultad sancionatoria. Salvo lo dispuesto en leyes es-
peciales, la facultad que tienen las autoridades para imponer sanciones caduca a los tres 
(3) años de ocurrido el hecho, la conducta u omisión que pudiere ocasionarlas, término 
dentro del cual el acto administrativo que impone la sanción debe haber sido expedido y 
notificado. Dicho acto sancionatorio es diferente de los actos que resuelven los recursos, los 
cuales deberán ser decididos, so pena de pérdida de competencia, en un término de un (1) 
año contado a partir de su debida y oportuna interposición. Si los recursos no se deciden 
en el término fijado en esta disposición, se entenderán fallados a favor del recurrente, sin 
perjuicio de la responsabilidad patrimonial y disciplinaria que tal abstención genere para 
el funcionario encargado de resolver.

Cuando se trate de un hecho o conducta continuada, este término se contará desde el 
día siguiente a aquel en que cesó la infracción y/o la ejecución.

La sanción decretada por acto administrativo prescribirá al cabo de cinco (5) años 
contados a partir de la fecha de la ejecutoria.

Al respecto, las resoluciones que regulan el procedimiento administrativo aplicable a 
los vigilados de la Superintendencia Nacional de Salud indican: 

Resolución 1212 de 2007 (julio 27). Artículo 5°. Caducidad de la potestad sancio-
natoria. Conforme lo establece el numeral 6 del artículo 45 de la Ley 795 de 2003, en 
concordancia con el artículo 38 del Código Contencioso Administrativo, la facultad que 
tiene la Superintendencia Nacional de Salud para imponer sanciones caducará en tres (3) 
años contados de la siguiente forma:

a) En las conductas de ejecución instantánea, desde el día de su consumación;
b) En las conductas de ejecución permanente o sucesiva, desde la realización del último 

acto, y
c) En las conductas omisivas, desde cuando haya cesado el deber de actuar.
Parágrafo 1°. Cuando en una misma actuación administrativa se investiguen varias 

conductas, la caducidad de la facultad sancionatoria de la Superintendencia Nacional de 
Salud se contará independiente para cada una de ellas.

Parágrafo 2°. La notificación del acto administrativo sancionatorio correspondiente 
interrumpirá el término de caducidad de la facultad sancionatoria.

Parágrafo 3°. Cuando no se pueda determinar la fecha de realización de la conducta, 
lo será aquella en que la Superintendencia Nacional de Salud hubiese sido informada de 
la misma, para lo cual, el operador jurídico deberá aplicar las reglas de integración en 
el derecho colombiano al caso controvertido, esto es, se aplicarán las leyes que regulen 
casos o materias semejantes, y en su defecto, la doctrina y las reglas generales de derecho.

Resolución número 3140 de 2011 (noviembre 4) artículo 73. Caducidad respecto de 
las sanciones. De conformidad con el artículo 38 del Código Contencioso Administrativo, 
la facultad sancionatoria que tiene la Superintendencia Nacional de Salud caduca a los 
tres (3) años de ocurrido el hecho, la conducta u omisión que pudiere ocasionarlas, término 
dentro del cual el acto administrativo que impone la sanción debe haber sido expedido y 
notificado. Dicho acto sancionatorio es diferente de los actos que resuelven los recursos, 
los cuales deberán ser decididos en los términos de ley.

Cuando se trate de un hecho o conducta continuada, este término se contará desde el 
día siguiente a aquel en que cesó la infracción y/o la ejecución.

Como se ve, de conformidad con las normas que regulan la materia, en las investiga-
ciones administrativas iniciadas con ocasión de la ocurrencia de una conducta por acción, 
la facultad sancionatoria de la Superintendencia caduca a los tres (3) años de ocurrido el 
hecho que pueda dar lugar a la imposición de una sanción. Esto significa que la caducidad 
debe contarse desde que ocurre el hecho sancionable. Esta conclusión opera en igual sentido 
con independencia del régimen normativo aplicable a cada actuación, pues en lo relacionado 
con esta materia todas las normas prevén consecuencias iguales.

En las conductas por omisión, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha manifestado 
que, de conformidad con lo establecido en el Decreto número 01 de 1984, la caducidad no 
debe contarse desde el momento en que inicia la omisión, esto es, no desde el momento en 
que comienza una infracción continuada. Por el contrario, debe contarse desde el momento 
en que esa omisión finaliza, ya sea porque desparece una infracción, ocurre un cumplimiento 
o cesa el deber de actuar. Al respecto ha señalado dicha Corporación: 

“La fecha que debe tenerse en cuenta para iniciar la contabilización de los tres años 
de que trata el artículo 38 del Código Contencioso Administrativo será aquella en la cual 
cesó la conducta y no la de su iniciación”.

En este mismo sentido se pronunció el Consejo de Estado en Sentencia del 20 de sep-
tiembre de 2002, en donde señaló: 
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“En cuanto al punto de la caducidad de la acción sancionatoria, es menester poner de 
presente que la conducta aludida constituye una falta continuada, en la cual se está incu-
rriendo hasta tanto cese el uso fraudulento del servicio, de allí que el término de caducidad 
deba contarse desde cuando cesa la conducta”1. 

Esto significa que las omisiones deben considerarse un hecho continuado, que por lo 
tanto persiste en el tiempo hasta tanto no cese la infracción omisiva. Esta posición encuentra 
sustento también en los fallos del Consejo de Estado relacionados con la facultad sanciona-
toria de los entes del control. Dicha Corporación reiteró esta posición en Sentencia del 12 
de mayo de 2005, en la que se pronunció sobre la facultad sancionatoria de la Procuraduría 
General de la Nación. La caducidad en los procesos administrativos que adelanta dicho ente 
de control se regían por lo dispuesto en el parágrafo del artículo 109 del Decreto número 
1835 de 1979, que al respecto señalaba que “el término de la prescripción se contará a partir 
del momento de la comisión de la falta y si esta es continuada, a partir de la realización del 
último acto”. En lo relacionado con esta disposición la Corporación señaló: 

“Comparte la Sala la tesis de la Procuraduría pues, en efecto, si la autoridad omite 
entregar al ciudadano presuntamente culpable de un delito al funcionario competente 
para su juzgamiento, la conducta no cesa con la omisión inmediata sino hasta tanto se 
cumple con el deber, es decir, que el último acto ocurre cuando los implicados, capturados 
o retenidos, son entregados”. Resaltado por fuera del texto.

Esta jurisprudencia resulta aplicable al análisis sobre la caducidad de la facultad san-
cionatoria de la Superintendencia Nacional de Salud si se recuerda lo señalado en líneas 
anteriores sobre la naturaleza continuada de las omisiones y la manera de contar la caducidad 
en estas conductas. Al respecto ha dicho el Consejo de Estado: 

“El aspecto a dilucidar en esta instancia es el de la pretendida caducidad de la acción 
sancionatoria prevista en el artículo 38 del Código Contencioso Administrativo, sobre 
lo cual la Sala observa que en el presente caso no tuvo ocurrencia, pues se trata de una 
conducta continuada, de donde se debe tener en cuenta la fecha en que cesa la conducta 
y no la de su iniciación”2. Resaltado por fuera del texto.

De la jurisprudencia arriba citada es posible concluir que, de conformidad con lo esta-
blecido en el Decreto número 01 de 1984, en las conductas de omisión la caducidad no debe 
contarse desde el momento en que inicia la omisión, esto es, no desde el momento en que 
comienza una infracción continuada. Por el contrario, debe contarse desde el momento en 
que esa omisión finaliza, ya sea porque desparece una infracción, ocurre un cumplimiento 
o cesa el deber de actuar. 

Es por estas razones que la Resolución número 1212 de 2007, en lo relacionado con 
las conductas omisivas, señala que la caducidad debe contarse desde cuando haya cesado 
el deber de actuar, esto es, desde que el investigado cumple o en el momento en que su 
obligación desaparece. La redacción de la Resolución número 3140 de 2011, en la medida 
en que recoge lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo, debe leerse en el 
mismo sentido. 

Las conclusiones hasta ahora mencionadas aplican también para los procesos que se 
rigen por lo establecido en la Ley 1437 de 2011 que en lo relacionado con la caducidad de 
las conductas continuadas señala que “cuando se trate de un hecho o conducta continua-
da, este término se contará desde el día siguiente a aquel en que cesó la infracción y/o la 
ejecución” (artículo 52).

Ahora bien, a pesar de que la Ley 1437 de 2011 no modificó la caducidad ni incorporó 
reglas diferentes para su contabilización, la redacción de los dos códigos no es la misma. 
Por lo anterior la presente resolución no se refiere a este asunto y remite al lector, para 
tales efectos, a lo dispuesto en el Decreto número 01 de 1984 y en la Ley 1437 de 2011, 
según corresponda. 

5. Prescripción de la acción de cobro
Dispone el artículo 6° de la Resolución número 1212 de 2007 en lo relacionado con la 

prescripción de la acción de cobro lo siguiente:
“Artículo 6°. Prescripción de la acción de cobro. De acuerdo con lo dispuesto en el 

literal o) del numeral 4 del artículo 45 de la Ley 795 de 2003, señala que la acción de 
cobro por jurisdicción coactiva de las multas que imponga la Superintendencia Nacional 
de Salud prescribe en el término de cinco (5) años, contados a partir de la ejecutoria de 
los actos administrativos que las impongan. La prescripción podrá decretarse de oficio o 
a solicitud del deudor.

El término de prescripción de la acción de cobro se interrumpe con la notificación del 
mandamiento de pago, caso en el cual empezará a correr de nuevo desde el día siguiente 
a la notificación del mismo mandamiento”. (Subrayado fuera de texto).

Como se observa, el término de prescripción se cuenta a partir de la ejecutoria de los 
actos administrativos por medio de los cuales se impone la sanción, siendo procedente esta-
blecer a partir de qué momento se entiende que dichos actos administrativos cobran fuerza 
ejecutoria, para lo cual se debe acudir a lo dispuesto por el derogado Código Contencioso 
Administrativo - Decreto número 01 de 1984, el cual establece lo siguiente:

“Artículo 62. Los actos administrativos quedarán en firme:
1. Cuando contra ellos no proceda ningún recurso.
2. Cuando los recursos interpuestos se hayan decidido.
3. Cuando no se interpongan recursos, o cuando se renuncie expresamente a ellos.
4. Cuando haya lugar a la perención, o cuando se acepten los desistimientos.
Artículo 63. El agotamiento de la vía gubernativa acontecerá en los casos previstos en 

los numerales 1 y 2 del artículo anterior, y cuando el acto administrativo quede en firme 
por no haber sido interpuestos los recursos de reposición o de queja.
1	 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Consejero Ponente: Ca-

milo Arciniegas Andrade. Bogotá, D. C., veinte (20) de septiembre de dos mil dos (2002). Radicación 
número: 25000-23-24-000-1999-0250-01(7042).

2	 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Consejero ponente: Ma-
nuel Santiago Urueta Ayola. Bogotá, D. C., veinte (20) de marzo del dos mil tres (2003). Radicación 
número: 25000-23-24-000-2001-0431-01(8340).

Artículo 64. Salvo norma expresa en contrario, los actos que queden en firme al concluir 
el procedimiento administrativo serán suficientes, por sí mismos, para que la administra-
ción pueda ejecutar de inmediato los actos necesarios para su cumplimiento. La firmeza 
de tales actos es indispensable para la ejecución contra la voluntad de los interesados”.

De acuerdo con las normas transcritas, los actos administrativos quedan en firme y 
cobran ejecutoria, cuando contra ellos no procede ningún recurso o cuando procediendo se 
renuncie a ellos, no se interpongan o se hayan resuelto.

Ahora bien, la Ley 1437 de 2011 al respecto señala: 
Artículo 87. Firmeza de los actos administrativos. Los actos administrativos quedarán 

en firme:
1. Cuando contra ellos no proceda ningún recurso, desde el día siguiente al de su 

notificación, comunicación o publicación según el caso.
2. Desde el día siguiente a la publicación, comunicación o notificación de la decisión 

sobre los recursos interpuestos.
3. Desde el día siguiente al del vencimiento del término para interponer los recursos, 

si estos no fueron interpuestos, o se hubiere renunciado expresamente a ellos.
4. Desde el día siguiente al de la notificación de la aceptación del desistimiento de los 

recursos.
5. Desde el día siguiente al de la protocolización a que alude el artículo 85 para el 

silencio administrativo positivo.
Como se ve, este asunto está regulado tanto en el Decreto número 01 de 1984 como 

en la Ley 1437 de 2011 y en las dos normas la prescripción de la acción de cobro recibe el 
mismo tratamiento. Por lo mismo, la presente resolución no se refiere a este asunto y remite 
para tales efectos a lo dispuesto en el código aplicable al respectivo proceso. 

6. Sanciones aplicables 
De conformidad con lo señalado en la presente Resolución, en los procesos administrativos 

sancionatorios que adelante la Superintendencia Nacional de Salud se podrán imponer las 
siguientes sanciones: 1. Amonestación escrita. 2. Multa, y 3. Revocatoria de la habilitación. 
Este catálogo considera lo previsto, entre otras, en la Ley 15 de 1989, la Ley 715 de 2001, 
la Ley 1122 de 2007 y en la Ley 1438 de 2011. 

En lo relacionado con la amonestación escrita es necesario hacer una precisión. El 
artículo 26 de Ley 15 de 1989 le confiere a la SNS la facultad de amonestar por escrito 
a los organismos o entidades sometidos a su vigilancia y control, y a los representantes 
legales, jefes, funcionarios y empleados de dichas entidades cuando “hubieren incurrido 
en violaciones de la ley o los reglamentos”.

Dicha ley fue expresamente modificada, en lo relativo a las multas, por el artículo 36 
del Decreto número 126 de 2010, expedido bajo el estado de emergencia social decretado 
mediante el Decreto número 4975 de 2009, “por el cual se dictan disposiciones en materia 
de Inspección, Vigilancia y Control, de lucha contra la corrupción en el Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, se adoptan medidas disciplinarias, penales y se dictan otras 
disposiciones”. Al respecto señala el artículo 36 del decreto citado: 

Artículo 36. Modificación de multas. Modifíquese en lo relativo a las multas las Leyes 
9ª de 1979, 15 del 1989, 10 de 1990, 100 de 1993, 643 de 2001, 715 de 2001, 828 de 2003, 
972 de 2005, 1098 de 2006, 1122 de 2007 y las demás que las modifiquen o adicionen.

Mediante Sentencia C-252 de 2010 la Corte Constitucional declaró inexequible el De-
creto número 4975 del 23 de diciembre de 2009, por el cual el Presidente de la República 
declaró el Estado de Emergencia. En consideración a lo anterior, mediante Sentencia C-302 
de 2010 se declaró la inconstitucionalidad por consecuencia del Decreto número 126 de 
2010, que había modificado, en lo relacionado con las multas, la Ley 15. 

Con la declaratoria de inexequibilidad, el artículo 26 de la Ley 15 retomó su vigencia. 
Lo anterior teniendo en cuenta la reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional, de 
conformidad con la cual la inexequibilidad de una norma derogatoria revive las disposiciones 
derogadas. Así se ha manifestado la Corporación en Sentencia C-1548 de 2000, en la que 
retomó posiciones similares del Consejo de Estado y de la Corte Suprema de Justicia. Al 
respecto señaló la Corte: 

Ahora bien, esta Corporación, en reiterada jurisprudencia y en armonía con una sólida 
tradición del derecho público colombiano, ha indicado que en principio la declaratoria de 
inexequibilidad de una norma, que había subrogado otras disposiciones, tiene como efecto 
revivir los contenidos normativos derogados.

En este mismo sentido la Sentencia C-055 de 1996 señala: 
“(…) la decisión de inexequibilidad es diversa de una derogación, y por ello puede 

implicar el restablecimiento ipso iure de las disposiciones derogadas por la norma decla-
rada inconstitucional”, ya que, “como la norma derogatoria no era válida, por estar en 
contradicción con la Carta, entonces es perfectamente lógico expulsarla del ordenamiento, 
por ministerio de la inexequibilidad, de forma tal que puedan revivir las disposiciones 
derogadas”.

En lo relacionado con este asunto la jurisprudencia de la Corte Constitucional varió 
ligeramente en 2006. En Sentencia C-421 de 2006 dicha Corporación manifestó que la 
reincorporación al ordenamiento jurídico de una norma derogada por una disposición 
declarada inexequible no es automática. En este sentido señaló: 

La posibilidad de que una disposición que había sido derogada readquiera vigencia 
como consecuencia de la declaratoria de inexequibilidad de la derogatoria no es automá-
tica y supone que la disposición que “revive” no sea contraria al ordenamiento superior y 
además que ello sea necesario para asegurar la supremacía de la Constitución. 

En el presente caso es clara que la amonestación como sanción aplicable por la Super-
intendencia de Salud no es contraria a la Constitución. En efecto, la Corte ha reconocido la 
exequibilidad de la facultad sancionatoria de dicha entidad y la relevancia de las sanciones 
que impone para el cumplimiento de las normas del Sistema de Seguridad Social. Si bien 
dichos pronunciamientos se han referido a las multas, la amonestación es una sanción de 
menor envergadura que cabe, por lo tanto, dentro de la órbita de competencia de la Super-
intendencia. 
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Ahora bien, para definir si la Ley 15 de 1989 es necesaria para asegurar la supremacía 
de la Constitución debe tenerse en cuenta que la declaratoria de inexequibilidad del Decreto 
número 126 de 2010 dejó sin operatividad la facultad sancionatoria de la Superintendencia 
Nacional de Salud, afectando por lo tanto el Sistema de Seguridad Social en Salud en su 
conjunto y repercutiendo sobre el derecho a la salud. Por lo mismo, debe considerarse que 
la Ley 15 de 1989 está vigente y que la SNS puede amonestar por escrito a sus vigilados 
cuando se verifique la ocurrencia de una conducta sancionable. 

De otra, es necesario tener presente que el proceso administrativo sancionatorio de la 
SNS debe sujetarse a lo previsto en el artículo 128 de la Ley 1438 de 2011. Esta norma 
señala que la sanción será susceptible de los recursos contenidos en el Código Contencioso 
Administrativo. Esto significa que todos los procesos administrativos sancionatorios que 
adelanta la Superintendencia Nacional de Salud serán siempre de doble instancia. 

Es relevante así mismo señalar que, de conformidad con lo establecido en el artículo 35 
C de la Ley 1122 de 2007, la imposición de estas sanciones opera sin perjuicio de la facultad 
de ordenar correctivos para la superación de la situación irregular que se haya verificado 
en el curso de un proceso administrativo sancionatorio. La norma citada al respecto señala 
lo siguiente: 

Ley 1122. Artículo 35 C. Control. El control consiste en la atribución de la Superin-
tendencia Nacional de Salud para ordenar los correctivos tendientes a la superación de 
la situación crítica o irregular (jurídica, financiera, económica, técnica, científico-admi-
nistrativa) de cualquiera de sus vigilados y sancionar las actuaciones que se aparten del 
ordenamiento legal bien sea por acción o por omisión”. (Subrayado por fuera del texto). 

La facultad de emitir órdenes y ordenar correctivos se soporta, así mismo, en la juris-
prudencia relativa a la facultad de control de la Superintendencia Nacional de Salud, así:

Las funciones de inspección, vigilancia y control se caracterizan por lo siguiente: (…) 
(iii) el control en estricto sentido se refiere a la posibilidad del ente que ejerce la función 
de ordenar correctivos, que pueden llevar hasta la revocatoria de la decisión del contro-
lado y la imposición de sanciones. Como se puede apreciar, la inspección y la vigilancia 
podrían clasificarse como mecanismos leves o intermedios de control, cuya finalidad es 
detectar irregularidades en la prestación de un servicio, mientras el control conlleva el 
poder de adoptar correctivos, es decir, de incidir directamente en las decisiones del ente 
sujeto a control. 

(…)
2.3.4.2 A partir de los anteriores criterios, es posible concluir que, en términos genera-

les, las funciones de inspección, vigilancia y control se caracterizan por lo siguiente: i) La 
función de inspección se relaciona con la posibilidad de solicitar y/o verificar información 
o documentos en poder de las entidades sujetas a control; ii) La vigilancia alude al segui-
miento y evaluación de las actividades de la autoridad vigilada, y iii) El control en estricto 
sentido se refiere a la posibilidad del ente que ejerce la función de ordenar correctivos, que 
pueden llevar hasta la revocatoria de la decisión del controlado y la imposición de sanciones.

Como se puede apreciar, la inspección y la vigilancia podrían clasificarse como me-
canismos leves o intermedios de control, cuya finalidad es detectar irregularidades en la 
prestación de un servicio, mientras el control conlleva el poder de adoptar correctivos, es 
decir, de incidir directamente en las decisiones del ente sujeto a control. (Corte Constitu-
cional. Sentencia C-570 de 2012). 

Como se ve, la facultad de ejercer control respecto de sus vigilados no se limita a la 
imposición de sanciones, pues implica también la competencia para ordenar correctivos 
para la superación de la situación irregular que haya sido investigada. 

(C. F.).

Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 20143100069197 DE 2014
(agosto 4)

por la cual se realiza un nombramiento provisional en la planta global  
de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada.

El Superintendente de Vigilancia y Seguridad Privada, en uso de sus atribuciones legales 
y, en especial las que le confieren los Decretos número 2355 de 2006 y el Decreto número 
4171 de 2007, y

CONSIDERANDO:
Que mediante Decreto número 2356 del 17 de julio de 2006, ajustado por el Decreto 

número 4171 del 29 de octubre de 2007, el Gobierno Nacional aprobó la nueva planta global 
de personal de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada;

Que de conformidad con el artículo 6° del Decreto número 2355 del 17 de julio de 
2006, el Superintendente de Vigilancia y Seguridad Privada tiene la función de “Nombrar 
y remover a los funcionarios de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada de 
conformidad con las disposiciones legales vigentes”;

Que el Decreto número 091 de 2007, por el cual se regula el Sistema Especial de Carrera 
del Sector Defensa, en su artículo 56 establece frente a la provisionalidad: “Teniendo en 
cuenta la especialidad de la misión de defensa y seguridad nacional del Sector Defensa, 
en caso de vacancia temporal o definitiva de un empleo del Sector Defensa, el nominador 
o quien este haya delegado, con el único requisito de haberse realizado previamente un 
estudio de seguridad al candidato, podrá nombrar en cargos pertenecientes al Sistema 
Especial de Carrera del Sector Defensa por el término de seis (6) meses, a personas o 
servidores públicos que no pertenezcan a ella, mientras se surte el proceso de selección 

por mérito. Igualmente en desarrollo del mismo principio, estos funcionarios podrán ser 
removidos en cualquier tiempo”;

Que el artículo 1° del Decreto número 4968 del 27 de diciembre de 2007, por el cual 
se modifica el parágrafo transitorio del artículo 8° del Decreto número 1227 de 2005, y se 
deroga el Decreto número 1937 de 2007, establece “…el nombramiento provisional pro-
cederá de manera excepcional siempre que no haya empleados de carrera que cumplan 
con los requisitos y el perfil para ser encargados y no haya lista de elegibles que pueda 
ser utilizada”;

Que el cargo de profesional de defensa Código 3-1 Grado 08, se encuentra en situación 
de vacancia definitiva, el cual por necesidades del servicio debe ser provisto;

Que de conformidad con acta suscrita por el Comité Evaluador de Empleos, la doctora 
Rosa Tulia Murcia Rodríguez, identificada con cédula de ciudadanía número 41754578, 
reúne los requisitos y el perfil requerido para ser nombrada provisionalmente en el cargo de 
profesional de defensa Código 3-1 Grado 08, exigidos en el Manual Específico de Funciones 
de la Entidad y demás normas concordantes;

Que para tal efecto se expidió el Certificado de Disponibilidad Presupuestal número 
1214 del 8 de enero de 2014;

En mérito de lo expuesto, 
RESUELVE:

Artículo 1°. Nombrar a la doctora Rosa Tulia Murcia Rodríguez, identificada con cédula 
de ciudadanía número 41754578, en el cargo de profesional de defensa Código 3-1 Grado 08 
de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, con una asignación básica mensual 
de un millón ochocientos tres mil sesenta y nueve pesos ($1.803.069) moneda corriente.

Artículo 2°. Disponer el envío del presente acto administrativo a la Oficina Asesora Ju-
rídica, con el fin de realizar su publicación de acuerdo con lo establecido en el parágrafo del 
artículo 65 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

Artículo 3°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación, con efectos 
fiscales a partir de la suscripción del acta de posesión.

Comuníquese, publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 4 de agosto de 2014.
El Superintendente,

Fernando Lozano Forero.
(C. F.).

Superintendencia de Sociedades

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 300-300104 DE 2014
(agosto 27)

por medio de la cual se deroga una resolución.
El Superintendente de Sociedades, en uso de sus facultades legales, y

CONSIDERANDO:
Primero. Que mediante el parágrafo del artículo 1° del Decreto número 1941 de 1986 

en concordancia con el literal a) del artículo 6° del Decreto número 3100 de 1997, el literal 
a) artículo 5° Decreto número 4350 y el literal 7) artículo 7° Decreto número 1023 de 2012, 
la Superintendencia de Sociedades ejerce las funciones de vigilancia y control que le fueron 
otorgadas a la Superintendencia Bancaria (hoy Superintendencia Financiera de Colombia), 
sobre Consorcios Comerciales (hoy Sociedades Administradoras de Planes de Autofinancia-
miento Comercial), de conformidad con lo dispuesto en el Decreto número 1970 de 1979.

Segundo. Que con ocasión de las funciones otorgadas, mencionadas en el considerando 
primero de esta resolución, la Superintendencia de Sociedades expidió la Resolución número 
330-002979 de 2006 por medio de la cual se incorpora la Resolución número 330- 0528 
del 22 de febrero de 2005 que reglamenta el Sistema de Autofinanciamiento Comercial en 
Colombia, y se efectúan unas modificaciones.

Tercero. Que teniendo en cuenta que el negocio desarrollado por las Sociedades Admi-
nistradoras de Planes de Autofinanciamiento Comercial ha evolucionado en el tiempo y que 
en consecuencia lo consagrado en la Resolución número 330-002979 de 2006 ha perdido 
vigencia, la Superintendencia de Sociedades expedirá un instructivo actualizado, el cual 
contendrá unos lineamientos generales en relación con la supervisión que ejercerá sobre 
las Sociedades Administradoras de Planes de Autofinanciamiento Comercial, entre otros.

Cuarto. Que por lo expuesto anteriormente, se hace necesario derogar la Resolución 
número 330-002979 de 2006 y demás disposiciones que le sean contrarias.

Por lo tanto, este Despacho
RESUELVE:

Artículo 1°. Derogar la Resolución número 330-002979 de 2006 y demás disposiciones 
que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.
El Superintendente de Sociedades,

Luis Guillermo Vélez Cabrera.
(C. F.).
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Circulares Externas

 CIRCULAR EXTERNA NÚMERO 300-000007 DE 2014 
(agosto 27)

PARA: 	 REPRESENTANTES LEGALES 
			   CONTADORES 
			   REVISORES FISCALES 
			   SOCIEDADES ADMINISTRADORAS DE PLANES DE AUTO-

FINANCIAMIENTO COMERCIAL
REFERENCIA: 	 INSTRUCCIONES Y REQUISITOS RELACIONADOS CON 

LAS SOCIEDADES ADMINISTRADORAS DE PLANES DE 
AUTOFINANCIAMIENTO COMERCIAL 

Mediante el parágrafo del artículo 1° del Decreto número 1941 de 1986 en concordancia 
con el literal a) del artículo 6° del Decreto número 3100 de 1997, el literal a) artículo 5° 
Decreto número 4350 y el literal 7) artículo 7° Decreto número 1023 de 2012, la Superin-
tendencia de Sociedades ejerce las funciones de vigilancia y control que le fueron otorgadas 
a la Superintendencia Bancaria (hoy Superintendencia Financiera de Colombia), sobre 
Consorcios Comerciales (hoy Sociedades Administradoras de Planes de Autofinanciamiento 
Comercial, en adelante SAPAC), de conformidad con lo dispuesto en el Decreto número 
1970 de 1979. 

Sin perjuicio de lo establecido en la presente circular, las SAPAC, deberán dar cumpli-
miento a lo establecido en el Código de Comercio y leyes que lo adicionan y modifican1, 
decretos que lo reglamenten, así como lo dispuesto en sus estatutos.

CAPÍTULO I 
Constitución: Aspectos societarios y funcionamiento

Artículo 1°. Actividad y denominación social. La administración de los planes prove-
nientes del aporte periódico de sumas de dinero destinadas a la formación de fondos que 
conforman un grupo de personas con el fin de autofinanciar la adquisición de bienes o 
servicios, mediante un fondo común, será exclusiva de las Sociedades Administradoras de 
Planes de Autofinanciamiento Comercial, a que se refiere esta circular.

Artículo 2°. Aspectos Societarios.
2.1. Tipo de sociedad: Las SAPAC deberán constituirse, ante la Superintendencia de 

Sociedades, siguiendo el procedimiento previsto para la constitución de entidades vigiladas 
por la Superintendencia Financiera, acreditar las condiciones que se prevén en esta circular 
y podrán constituirse solo como sociedades anónimas.

2.2. Objeto social: El objeto social principal y exclusivo de las SAPAC será la admi-
nistración de los planes, provenientes del aporte periódico de sumas de dinero destinadas a 
la formación de fondos que conforman un grupo de personas con el fin de autofinanciar la 
adquisición de bienes o servicios, mediante un fondo común. En desarrollo de lo previsto 
en el artículo 99 del Código de Comercio, se entenderán incluidos en el objeto social las 
actividades complementarias que se señalan en esta resolución, los actos directamente re-
lacionados con el mismo y aquellos actos que tengan como finalidad ejercer los derechos o 
cumplir las obligaciones legales o convencionalmente derivados de la existencia y actividad 
de la sociedad. No está permitida la entrega de dinero, el otorgamiento de préstamos a los 
suscriptores, ni la colocación de planes para adquisición de vivienda.

2.3. Capital social: Las SAPAC deberán tener un capital pagado no inferior a 3.000 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Las SAPAC podrán invertir en cualquier activo, nacional o extranjero lícito, siguiendo para 
ello los procedimientos y cumpliendo las condiciones legales correspondientes establecidas 
por la Superintendencia Financiera de Colombia para las compañías de seguros generales.

El pasivo externo de las SAPAC, incluido el endeudamiento que adquieran para facilitar 
o acelerar entregas, no podrá exceder de 20 veces el valor de su patrimonio. La adecuación 
deberá hacerse con cortes semestrales al último día de junio y de diciembre. El represen-
tante legal y el revisor fiscal de las SAPAC certificarán la relación y sus valores ante la 
Superintendencia de Sociedades en la misma periodicidad en los que se realicen los cortes, 
es decir de manera semestral. 

2.4. Normatividad aplicable: En todo lo que no se regule de manera especial en esta 
circular, las SAPAC deberán acogerse a las disposiciones sobre sociedades mercantiles y, 
en especial de las sociedades anónimas.

CAPÍTULO II
Planes y Contratos

Artículo 3°. Los Planes. Las SAPAC serán libres de diseñar los planes, respetando, en 
todo caso, los siguientes parámetros y reglas:

3.1. Planes: Se entenderá por plan cada modalidad que en el sistema para la adquisición 
de determinados bienes o servicios mediante autofinanciamiento ofrezcan las SAPAC.

3.2. Soporte: Cada plan debe estar soportado en una Nota Técnica, compuesta por un 
estudio técnico actuarial y el clausulado del contrato correspondiente. El estudio actuarial, 
junto con el contrato mediante el cual se comercializará, deberán ser remitidos a la Superin-
tendencia de Sociedades quien tendrá 90 días para pronunciarse al respecto. Pasados los 90 
días sin una respuesta formal por parte de la Superintendencia de Sociedades se entenderá 
que no hubo autorización alguna.

No será necesaria la remisión de las modificaciones que se hagan a los planes previa-
mente aprobados cuando no se afecten los supuestos del estudio actuarial, pero de ellos se 
deberá conservar copia a disposición de la Superintendencia de Sociedades. 
1	 Ley 222 de 1995, Ley 1429 de 2010, Decreto-ley 019 de 2012, entre otras.

En todo caso, la Superintendencia de Sociedades podrá, en cualquier momento ordenar 
las modificaciones correspondientes a fin de adecuar los planes a las exigencias legales 
correspondientes.

3.3. Número de integrantes: Los grupos estarán conformados por suscriptores de planes 
que entre sí no difieran en su valor en más de lo que actuarialmente se soporte o, en defecto 
de nota técnica, en más de 30 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

El grupo debe estar integrado por el máximo de suscriptores que se concluya en la nota 
técnica actuarial correspondiente o, en defecto de esta, cuya relación sea 3 a 1, es decir, tres 
suscriptores por cada mes de plazo de duración del plan determinado. 

Las SAPAC podrán iniciar actividades con un grupo, siempre y cuando el número de 
suscriptores no sea inferior al porcentaje que se soporte en la nota técnica o, en su defecto, 
al sesenta por ciento (60%) del número total previsto para la formación del mismo. 

Si pasado el plazo que se señale en el contrato para cada tipo de plan, no logra confi-
gurarse un grupo, las SAPAC devolverán en la forma y tiempo pactados en el contrato, las 
sumas aportadas por los suscriptores, pagando un interés equivalente a la Tasa de Captación 
de los Certificados de Depósito a 90 días (DTF), que reconozcan las entidades financieras 
a la fecha en que sea tomada la decisión de liquidar.

Las SAPAC podrán, entre planes homogéneos atendiendo lo que se consagre en las 
notas técnicas, compensar tesorerías o inyectar recursos propios o de obligaciones finan-
cieras cuando en el ciclo de vida de un grupo la sumatoria de todos los aportes netos de los 
integrantes del grupo, menos el valor de todas las entregas, menos el valor neto de todas 
las devoluciones sea negativo. En el evento de no utilizar estos esquemas podrá recurrir a 
la fusión o liquidación de Grupo.

3.4. Fusión y liquidación de grupos: Si por cualquier razón el número de suscriptores 
afiliados a un grupo se reduce al punto en que el valor recaudado en un grupo no permita 
la adquisición del bien o servicio de adjudicación, las SAPAC podrán fusionarlo con otro 
grupo, cuando no sea incompatible entre sí, de acuerdo con lo previsto en la nota técnica 
respectiva.

Si es imposible la fusión, en aplicación del artículo anterior, procederá la liquidación del 
grupo respectivo. A quienes aún no hubieren recibido el bien o servicio, les será reintegrado 
proporcionalmente lo pagado, en la medida que exista el recaudo adecuado.

Las SAPAC podrán reemplazar clientes suscriptores con tres o más cuotas en mora o 
suscriptores retirados por suscriptores vigentes. De la misma forma, las SAPAC podrán 
ocupar números de participación en blanco, por suscriptores vigentes. En todo caso, los 
suscriptores que entren a hacer parte de un grupo previamente constituido, deberán: a) 
Aportar las cuotas necesarias para igualar el número de cuotas pagadas por todos los sus-
criptores del grupo o b) Hacer parte de un grupo con número de cuotas similares a las que 
el suscriptor haya pagado al momento de integrar este nuevo grupo. 

3.5. Restricciones: No está permitida la entrega de dinero por parte de las SAPAC al 
cliente, pero serán lícitos los planes a suma fija con destino a la adquisición de bienes o 
servicios.

Para la modalidad a suma fija se podrán ofrecer, además, planes conjuntos con entidades 
financieras para las cuales los préstamos sean permitidos, en los que la entidad financiera 
financie el saldo del precio del bien o servicio que el usuario seleccione.

Las SAPAC no podrán otorgar préstamos a los suscriptores, pero será factible que se 
ofrezcan planes conjuntos, sucesivos o complementarios con entidades para las cuales esa 
actividad sea permitida.

En los eventos anteriores, la entidad financiera vigilada por la Superintendencia Fi-
nanciera deberá cumplir, en todo caso, las disposiciones que para el efecto se encuentren 
vigentes. Dicha vigilancia la realizará la Entidad de supervisión y control correspondiente.

3.6. Licencias: Las SAPAC no serán responsables de ningún permiso, matrícula, cupo, 
licencia, autorización, visto bueno, homologación, o similares que se requiera para la ad-
quisición, posesión o la operación de los bienes o servicios.

3.7. Contrato con entidades fiduciarias: Los dineros aportados para la conformación 
de los grupos serán recibidos y administrados a través de un contrato celebrado entre las 
SAPAC y una entidad fiduciaria autorizada por la Superintendencia Financiera de Colombia. 
El contrato será aprobado por la Superintendencia de Sociedades, previa suscripción con 
la entidad fiduciaria. En el caso de que las SAPAC a la fecha de expedición de la presente 
Circular ya cuenten con dicho contrato, se entenderá que este ya ha sido autorizado por la 
Superintendencia de Sociedades. Los bienes transferidos a la Fiduciaria no entran a for-
mar parte del patrimonio de la Fiduciaria, ni serán del patrimonio de las SAPAC, sino que 
conforman uno nuevo denominado patrimonio autónomo. Los dineros aportados no son un 
ahorro individual de cada aportante y por tanto no forman parte de su prenda general. Las 
SAPAC serán las constituyentes del contrato con la Fiduciaria y a su vez será la beneficiaria 
del mismo junto con los suscriptores, según lo que corresponda.

Los recursos de los grupos podrán mantenerse en las inversiones que se permita para 
las reservas de las compañías de seguros generales y los rendimientos que se generen se-
rán para las SAPAC, previa deducción de la comisión que deba reconocerse a la sociedad 
fiduciaria por la administración. 

3.7. Cuotas
3.7.1. Cuota de ingreso o admisión: Es aquella suma que deberá pagarse a la SAPAC 

en el momento de la firma del contrato.
El valor de la cuota de ingreso o admisión será libremente establecida por las SAPAC, 

respetando las disposiciones sobre prácticas comerciales restrictivas y de promoción de la 
competencia. 
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Esta cuota no será imputable al valor del bien o servicio. Se entiende causada cuando 
el suscriptor participa en la primera asamblea y en consecuencia, a partir de ese momento 
no procede su reembolso.

Esta suma podrá ser cancelada por el suscriptor en un solo pago o diferida, según el 
Plan de Autofinanciamiento adquirido.

3.7.2. Cuota neta: Es el porcentaje de bien expresado en cuotas que se cancela mensual-
mente, el cual puede ser lineal, es decir, el resultado de dividir el valor del bien o servicio 
entre el número de cuotas pactadas en el contrato, o variable según el estudio técnico actuarial.

En los planes que corresponda, las cuotas netas variables serán reajustadas en la misma 
proporción en que varíe el precio que tenga el bien o servicio objeto del contrato, con base 
en la referencia externa, autónoma e independiente que se haya previsto en el respectivo 
contrato.

3.7.3. Cuota de administración: Es aquella suma de dinero acordada en el contrato 
como contraprestación a la administración de los programas, respetando las normas de 
protección al consumidor y de prácticas comerciales restrictivas.

3.7.4. Cuota bruta: Es el resultado de sumar la cuota neta, la cuota de administración 
e IVA. 

El pago de todas las cuotas brutas debe efectuarse directamente en las cuentas que para 
el efecto disponga o contrate la Fiduciaria. La cuota de inscripción será consignada en la 
cuenta que las SAPAC señalen para ese propósito.

3.7.5. Plazos para el pago de las cuotas: Los suscriptores deberán pagar las cuotas 
mensuales con una anticipación no inferior a lo que se prevea en el contrato, a fin de par-
ticipar en cada asamblea mensual. De lo contrario, su valor será tomado en cuenta para el 
estado de caja del grupo de la siguiente asamblea.

3.7.6. Anticipo en cuotas: Para los suscriptores que adelanten cuotas, las SAPAC im-
putarán los pagos anticipados a las cuotas que se vayan causando mensualmente.

Los suscriptores adjudicatarios y ganadores podrán adelantar cuotas. Las SAPAC con-
juntamente con el cliente definirán al suscribir el contrato la forma como se aplicarán los 
pagos anticipados que podrán ser imputables, bien sea para reducir el plazo pactado o el 
valor de la cuota mensual. Cuando las cuotas pagadas sean aplicadas para reducir el plazo 
pactado, no podrán ser posteriormente reajustadas.

Cuando los anticipos sean pagados con el fin de reducir el valor de la cuota mensual, será 
congelado su valor en la proporción pagada, quedando su diferencia sujeta a las variaciones 
de precio que sufra el bien o servicio. 

El valor de las cuotas pagadas en forma extraordinaria, serán liquidadas al valor vigente 
para la siguiente asamblea. 

3.7.8. Mora en el pago de las cuotas: El suscriptor que pague las cuotas atrasadas, las 
pagará al valor que tenga la cuota para la asamblea siguiente, siempre y cuando no se haya 
dado por terminado el contrato.

Las SAPAC darán por terminado el contrato cuando el suscriptor no adjudicatario esté 
en mora en el pago de tres cuotas, salvo que el usuario y las SAPAC manifiesten por escrito 
la suspensión temporal del contrato, en los términos que se haya previsto en el mismo. 

En relación con la fusión de los grupos, cuando el suscriptor quede suspendido, se le 
tendrá en cuenta como retirado para determinar la reducción del grupo. 

Cuando el suscriptor suspendido se reactive, lo hará en un grupo que corresponda a la 
altura de las cuotas que hubiese pagado, junto con las que pague al momento de reactivarse.

Finalizado el término de suspensión sin que el suscriptor haya reanudado el pago co-
rrespondiente, se dará por terminado y cancelado el contrato y se aplicará la normatividad 
para devolución de cuotas. 

Cuando el ganador, habiendo recibido el bien o servicio objeto del contrato, incurra 
en mora en el pago de una o más cuotas, deberá cancelarlas con los reajustes vigentes a la 
fecha del pago y cubrir, además, los gastos de cobro judicial y extrajudicial y los intereses 
moratorios como se hayan previsto en el contrato.

3.7.9. Plazo: El plazo del contrato de adhesión para la adquisición de bienes y servicios, 
será establecido por los contratantes, pero deberá estar soportado en la nota técnica para 
el plan correspondiente.

Artículo 4°. El Contrato. Las SAPAC tendrán libertad de configurar los contratos que 
documenten cada uno de los planes que ofrezcan, cumpliendo las disposiciones sobre pro-
tección al consumidor contempladas en la legislación de esa rama y respetando, en todo 
caso, los siguientes parámetros:

4.1. Consensualidad y prueba: El contrato de autofinanciamiento comercial es con-
sensual. Sin embargo, la SAPAC respectiva deberá remitir al suscriptor una copia impresa 
del articulado antes de la primera asamblea en que podría participar.

4.2. Contrato de adhesión: El contrato de autofinanciamiento comercial será de ad-
hesión y se entiende para los efectos legales que la SAPAC correspondiente tiene posición 
de dominio contractual respecto del suscriptor.

Artículo 5°. Requisitos Mínimos del Contrato. Además de lo ordenado en otras partes 
de esta circular y los derechos y obligaciones de las partes, en los contratos se deberán 
prever, como mínimo:

1. Identificación de las partes. 
2. Número de participantes.
3. Bien o servicio que se pretende adquirir o el monto hasta el que se aportará y el bien 

o servicio en que se invertirá.
4. Periodos en los que se realizarán las asambleas.

5. Especificar el plan conjunto con una entidad financiera, la identificación de la misma 
o del tipo de entidad.

6. Número de pagos periódicos del plan elegido por el suscriptor y la duración del plan. 
7. Requisitos que el suscriptor debe cumplir para la entrega del bien o la prestación 

del servicio. 
8. Las causas que justifiquen la no entrega del bien, o la prestación del servicio a cargo 

de las SAPAC. 
9. Los seguros que sean necesarios contratar y a cargo de cuál de las partes corresponde 

el pago de las primas. 
10. Los costos adicionales que se causen con motivo de la adquisición, entrega del bien 

o prestación del servicio, y quién debe asumirlos. 
11. Forma de devolución al retiro voluntario o incumplimiento del suscriptor.
12. Las obligaciones contraídas y los derechos adquiridos por cada una de las partes.
Artículo 6°. Perfeccionamiento y eventualidades. Los contratos se podrán ofrecer y 

perfeccionar por cualquiera de los modos permitidos en el Estatuto de Protección al Consu-
midor pero, en cada caso, se deberán cumplir las condiciones particulares para cada medio 
que se utilice, según lo ordenado en el mismo ordenamiento.

6.1. Retracto: Los suscriptores tendrán derecho de retracto en las condiciones previstas 
para ello en el Estatuto de Protección al Consumidor (Ley 1480 de 2011).

6.2. Cesión del contrato: El suscriptor adjudicado y/o ganador podrá ceder sus derechos 
y obligaciones derivadas del contrato, previa aceptación de la SAPAC. En caso de que la 
SAPAC intermedie la cesión, podrán cobrar por su servicio.

6.3. Devoluciones: Cuando por incumplimiento del suscriptor no adjudicatario, o por 
retiro voluntario del suscriptor, sea dado por terminado el contrato, o cuando por aplicación 
de la garantía mínima prevista en las disposiciones sobre protección al consumidor, este 
tendrá derecho a la devolución de las cuotas netas, dentro del mes siguiente a la terminación 
del plazo establecido en el contrato. 

La finalización de los planes estará determinada por el cumplimiento del plazo de cada 
contrato. Al mes siguiente de esta finalización, las cuotas netas no reclamadas por los sus-
criptores que se han retirado del grupo deberán contabilizarse por el patrimonio autónomo 
en una cuenta especial de acreedores que se llamará “Cuotas por devolver”. En todo caso, 
a partir de la fecha de finalización del plazo del contrato, los suscriptores tendrán derecho 
a solicitar la devolución de las cuotas netas exigibles. 

Artículo 7°. Variaciones en el Precio del Bien o Servicio. A opción del suscriptor según 
se pacte en el contrato y de acuerdo al plan correspondiente, las cuotas podrán o no sufrir 
variaciones. En los planes para lograr un monto de dinero aplicable a un bien o servicio las 
cuotas permanecerán iguales durante el plazo. En los demás planes, las variaciones en el 
precio del bien o servicio serán de cargo del suscriptor.

Será factible que se ofrezcan planes en que se pague una prima de riesgo para que las 
SAPAC aseguren que no habrá modificaciones en el valor de las cuotas, durante todo o 
parte del contrato, siempre que la posibilidad se soporte en el estudio actuarial que haga 
parte de la nota técnica.

En todo caso, se podrán ofrecer planes en que el monto de las cuotas se mantenga sin 
modificaciones a partir de la entrega del último bien o servicio.

Artículo 8°. Seguros. Para la entrega física o legal del bien objeto del contrato, el suscriptor 
deberá tomar un seguro que ampare el bien a entregar contra los riesgos que podrían afectar 
la garantía, y uno de vida por el valor de la deuda, ambos con la SAPAC como beneficiario.

Para los dos seguros, la SAPAC deberán contar con una póliza colectiva o de grupo a 
la que podrá adherir el suscriptor, sin perjuicio de que este consiga las coberturas con una 
aseguradora diferente, en los términos que señalen la SAPAC, y se comprometa a efectuar 
las renovaciones de las mismas según lo pactado en el contrato de autofinanciamiento. De 
lo contrario, las SAPAC deberán cobrar al suscriptor, el valor correspondiente de la póliza 
global que se empiece a causar por la no renovación de su póliza particular. 

CAPÍTULO III
Aspectos logísticos y operativos

Artículo 9°. Suscriptores. Para los efectos de esta circular, se tendrán en cuenta las 
siguientes definiciones:

1. Suscriptor es la persona natural o jurídica vinculada a un plan.
2. Suscriptor adjudicado por sorteo es quien haya resultado adjudicatario en sorteo.
3. Suscriptor adjudicado por oferta es aquel que ha sido adjudicatario por oferta.
4. Suscriptor en mora es quien de acuerdo con las condiciones del contrato no pueda 

participar en la Asamblea de suscriptores, ni presentar ofertas debido a que no ha cumplido 
con el pago de las cuotas acordadas. 

5. Ganador es aquel suscriptor adjudicado a quien se le ha entregado el bien o servicio.
Artículo 10. Asambleas. Asamblea es la reunión de suscriptores en la que son adjudi-

cados los bienes o servicios, por sorteo, por oferta o en desarrollo de los incentivos que 
las SAPAC hayan establecido para promocionar el sistema o para adelantar entregas, con 
recursos propios o endeudándose. Dicha reunión será realizada por lo menos una vez al 
mes y deberá darse aviso a la Superintendencia de Sociedades para que, si lo considera, 
envíe un delegado.

Dado que el sistema de autofinanciamiento no es un esquema de suerte ni de rifa, sino 
de ahorro programado, no será necesaria la presencia de la Oficina de Apoyo a Localidades. 
Sin embargo, cuando se promueva el sistema con promociones que incluyan rifas se deberá 
cumplir con las normas vigentes en materia de sorteos. 

Mensualmente será entregado como mínimo un (1) bien o servicio por sorteo o por oferta. 
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10.1. Relación de participantes en la asamblea: Con anterioridad a cada asamblea, 
las SAPAC deberán elaborar un listado de suscriptores habilitados. Podrán participar en la 
asamblea, para todos los efectos, únicamente los suscriptores al día. 

Cuando un suscriptor al día no sea incluido en la lista de participantes en el sorteo, las 
SAPAC deberán eximirlo del pago de tantas cuotas como sorteos no participó. 

No será tenida en cuenta la adjudicación realizada a un suscriptor en mora, o retirado, 
que por error haya sido incluido en la lista de participantes, evento en el cual el bien o 
servicio debe adjudicarse al suscriptor con derecho.

El suscriptor que cancele la cuota en forma extemporánea perderá el derecho de parti-
cipar en la asamblea. 

La SAPAC llevará un registro consecutivo de todas las actas de asambleas de suscriptores.
Artículo 11. Sobre la adjudicación. Toda adjudicación debe realizarse dentro de la 

asamblea.
Los resultados de estas adjudicaciones deberán ser comunicados a los suscriptores 

adjudicados y publicados en la página web de la SAPAC respectiva, así como el correo 
electrónico suministrado y adicionalmente en la cartelera del domicilio principal, sucursales 
y agencias de la SAPAC, informando los requisitos que debe cumplir y las garantías que 
debe allegar cada suscriptor adjudicado. 

Cuando un suscriptor dentro de un mismo grupo salga favorecido por sorteo, por oferta 
y por sistema de incentivos, prevalecerá la adjudicación por sorteo.

Artículo 12. La Oferta. Para que una oferta sea aceptada deberá hacerse por un número 
exacto de cuotas, que serán liquidadas al valor que tengan el día de la asamblea.

La oferta debe ser presentada antes de la iniciación de la respectiva asamblea, de manera 
reservada. Cada suscriptor solo podrá efectuar una oferta por asamblea. En el evento de que 
un suscriptor presente dos o más ofertas para el mismo número, solamente se tomará en 
cuenta la mayor oferta presentada. Si se hace oferta por un número de cuotas que exceda 
al de las faltantes para finalizar el respectivo plan, solo se tomará en cuenta el número de 
cuotas faltantes. 

Las ofertas serán abiertas o desencriptadas por el presidente de la asamblea y en presencia 
de un testigo seleccionado por los suscriptores asistentes. 

Si en una asamblea fueron presentadas dos o más ofertas equivalentes y va a entre-
garse un solo bien o servicio por este sistema, el suscriptor favorecido será decidido 
a la suerte.

De acuerdo con el estado de caja de los grupos, la sociedad debe adjudicar por oferta 
tantos bienes o servicios como aquel lo permita, considerando las ofertas en orden decre-
ciente al número de cuotas contenidas en cada una de ellas. 

Cuando la mayor oferta sumada al saldo de caja no sea suficiente para la adjudicación del 
bien o servicio, el oferente podrá completar el faltante hasta el límite de la oferta máxima. 

En caso que a un suscriptor le hubiere sido adjudicado un bien o servicio por oferta y 
no cumpliere con los requisitos exigidos para que este le sea entregado, la opción corres-
ponderá a la segunda oferta presentada en la misma asamblea, siempre y cuando el estado 
de caja de los grupos lo permita. Si el primer oferente ya hubiere cancelado las cuotas 
ofrecidas, estas serán devueltas dentro de los diez (10) días siguientes al vencimiento del 
plazo fijado para cumplir.

El pago de lo ofertado por el suscriptor al que le ha sido adjudicado el bien o ser-
vicio deberá hacerse dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes contados a partir 
de la fecha en que la sociedad le comunique por escrito al suscriptor la adjudicación. 
Dicha oferta debe ser consignada en la cuenta del patrimonio autónomo del grupo y 
cuando la oferta se haga efectiva y se adjudique el bien o servicio, la suma se imputará 
al pago de cuotas futuras.

Artículo 13. Descontinuación del Bien o Servicio. Si el bien o servicio es descontinuado 
o su importación se termina seguirá rigiendo para el grupo el último valor del bien o servicio 
descontinuado, con una variable trimestral que será calculada sobre el alza ponderada que 
haya tenido ese bien o servicio durante el último año.

En este caso, si el suscriptor no cambia el bien al que aspiraría, la sociedad entregará 
al suscriptor, una vez favorecido, el monto total de la adjudicación.

Artículo 14. Plazo para cumplir los requisitos de la entrega. En el contrato se preverá 
el tiempo con que el suscriptor favorecido cuenta para acreditar el cumplimiento de los 
requisitos exigidos con el fin de obtener la entrega del bien o servicio objeto del mismo. 

Si el suscriptor allega los documentos solicitados y la sociedad no los rechaza, ni hace 
reparos dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha de recibo, se entienden 
aceptados los requisitos y documentos acreditados.

Cuando el suscriptor favorecido por sorteo no diere oportuno cumplimiento a los 
requisitos para hacerle entrega del bien, la sociedad procederá a anular la adjudicación y, 
según lo decida el suscriptor, procederá a dar por terminado el contrato o a reactivarlo como 
suscriptor no adjudicatario.

Artículo 15. Alternativas para el suscriptor favorecido. Dentro del plazo señalado en 
el artículo anterior el suscriptor favorecido podrá:

1. Escoger un bien de mayor valor, para lo cual podrá cancelar la diferencia de contado 
o adquirir un crédito para ese fin con una entidad financiera, antes de la entrega del bien 
o servicio.

2. Escoger un bien de menor valor, siempre y cuando sea garantía suficiente para el 
grupo, para lo cual la diferencia de precio se abonará a cuotas finales. Si existiere un re-
manente a su favor se le devolverá en el momento de terminación del plazo establecido 
como duración del grupo.

3. En este evento, el plazo para entregar los documentos se contará a partir de la fecha 
en que el suscriptor haya comunicado su decisión a la SAPAC.

Artículo 16. Entrega. La entrega del bien o servicio deberá hacerse en los plazos 
que se haya previsto en el contrato que no podrán superar sesenta (60) días hábiles 
a la fecha en que el suscriptor acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos 
por la sociedad.

Vencido este término si la sociedad por razones de caso fortuito o fuerza mayor no 
pueda dar cumplimiento a la entrega del bien o servicio, deberá acreditar al suscriptor tal 
situación y acordará con este un bien o servicio sustituto. En caso de no llegar a un acuerdo, 
se devolverá el monto total de la adjudicación deducido el cinco por ciento (5%) en favor 
de la SAPAC más el saldo de las cuotas faltantes al valor de esa fecha, en la forma prevista 
en el contrato y esta circular. 

La SAPAC abonará al respectivo grupo cualquier descuento que obtenga de los pro-
ductores o distribuidores del bien o servicio, tomando como punto de referencia los precios 
de lista autorizados. 

CAPÍTULO IV
Información y Publicidad

Artículo 17. Información Previa y Publicidad. La información previa y la publicidad 
de las SAPAC deben observar lo dispuesto en el Estatuto de Protección al Consumidor.

Artículo 18. Prácticas de Mercadeo y Publicidad. La publicidad que adelanten las SA-
PAC deberá cumplir con los parámetros sobre publicidad engañosa previstos en el Estatuto 
de Protección al Consumidor.

En la difusión de programas publicitarios debe aludirse a la circunstancia de hallarse 
la empresa vigilada por la Superintendencia de Sociedades, en un tamaño o en volumen, 
modulación y velocidad que le permita al lector o al escucha del mensaje identificarlo de 
manera clara. Esta advertencia debe ser utilizada en todos los medios que utilice la sociedad 
como canal de comunicación para divulgar un mensaje publicitario.

En la publicidad deberá utilizarse la denominación o razón social completa de la 
entidad o su sigla, tal como aparece en sus estatutos sociales, acompañada siempre 
de la denominación genérica de la entidad Sociedad Administradora de Planes de 
Autofinanciamiento Comercial, la cual debe tener el mismo tamaño y tipo de letra del 
nombre de la empresa. 

En la difusión de la publicidad correspondiente a productos o servicios que se ofrezcan 
de manera conjunta con otras entidades no vigiladas por la Superintendencia de Socie-
dades, el nombre, logo, símbolo o sigla de la entidad vigilada deberá estar ubicada en la 
parte inferior izquierda guardando siempre el tamaño, proporción e igualdad entre las dos 
empresas. Para los productos o servicios conjuntos con entidades vigiladas o controladas 
por la Superintendencia Financiera, se dará cumplimiento a lo previsto para los dos tipos 
de entidades, haciendo las adecuaciones que sea preciso.

Cuando se detecte un error o equivocación en un texto publicitario o en una publica-
ción si la SAPAC, por el mismo medio, con la misma intensidad y el mismo despliegue 
aclaran el error presentado, sin necesidad de que medie orden de esta Superintendencia 
o de la Superintendencia de Industria y Comercio, se obviarán las sanciones a que 
habría habido lugar. 

Bajo ninguna circunstancia podrá ofrecerse que el bien o servicio será recibido en un 
momento determinado, salvo en los planes en donde la SAPAC lo garantice con sus propios 
recursos o a través de endeudamiento. 

Para utilizar en su publicidad la palabra “ahorro”, se debe indicar que se trata de un 
Sistema de Ahorro Programado.

En ningún caso la SAPAC puede garantizar o insinuar que la adjudicación del bien o 
servicio se dará en un lapso o fecha predeterminada, salvo en los planes en donde las SAPAC 
lo garanticen con sus propios recursos o a través de endeudamiento.

La SAPAC será responsable por las infracciones a las obligaciones contenidas en este 
artículo por actos directos o por un acto realizado indirectamente a través de intermedia-
rios, corredores o fuerza de venta de terceros que mercadeen o distribuyan los productos 
ofrecidos por la SAPAC.

Artículo 19. Bienes recibidos en dación en pago. Cuando sean recibidos bienes en 
dación en pago, los dineros obtenidos por la negociación de los mismos deberán ingresar 
a la obligación del acreedor, suscriptor o adjudicatario. 

Artículo 20. Disposición Transitoria. Las personas jurídicas que realicen las actividades 
a que se refiere la presente circular dispondrán del término de doce (12) meses contados a 
partir de la fecha de vigencia de esta providencia para adecuarse a las disposiciones aquí 
establecidas. 

Las personas jurídicas que realicen las actividades a que se refiere la presente circular, 
dentro del término de ciento veinte (120) días hábiles a partir de la fecha de su vigencia, 
deberán presentar a la Superintendencia de Sociedades un cronograma de adecuación a las 
disposiciones establecidas en esta providencia. 

Artículo 21. Vigencia. La presente circular rige a partir de la fecha de su publicación. 
Los clientes que hayan suscrito contrato bajo la vigencia de las Resoluciones número 

11746 de 1988 y 330-000528 de 2005 y 330-002979 de 2006, podrán acogerse a la presente 
circular en un término máximo de un año contado a partir de su vigencia, siempre y cuando 
lo manifiesten por escrito y las SAPAC de manera discrecional lo ofrezcan y acepten.

Publíquese y cúmplase.
El Superintendente de Sociedades,

Luis Guillermo Vélez Cabrera.
(C. F.).
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Unidades Administrativas Especiales

Unidad para la Atención y Reparación Integral  
a las Víctimas 

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 00544 DE 2014
(agosto 26)

por la cual se regula la tabla de valores de la Unidad para la Atención y Reparación Integral 
a las Víctimas para el reconocimiento de apoyos destinados a garantizar la participación 
efectiva de los miembros de la Mesa Nacional de Participación de las Víctimas del Conflicto 

Armado y a sus representantes a los demás espacios de participación.
La Directora General, en ejercicio de facultades legales y reglamentarias, en especial el 

artículo 168 de la Ley 1448 de 2011, el Decreto 4802 de 2011 y la Resolución 388 de 2013, y 
CONSIDERANDO:

Que el artículo 192 de la Ley 1448 de 2011 establece el deber que tiene el Estado de 
garantizar la participación efectiva de las víctimas en el diseño, implementación, ejecución 
y seguimiento al cumplimiento de la citada Ley y los planes, proyectos y programas que se 
creen con ocasión de la misma, para implementar la política pública de atención, asistencia 
y reparación integral a las víctimas. 

Que de conformidad con el referenciado artículo, se debe garantizar la disposición de 
los medios e instrumentos necesarios para la elección de sus representantes en las instancias 
de decisión y seguimiento previstas en la Ley 1448 de 2011, el acceso a la información, el 
diseño de espacios de participación adecuados para la efectiva participación de las víctimas 
en los niveles nacional, departamental y municipal. 

Que el artículo 194 de la Ley 1448 de 2011 establece que para garantizar la participa-
ción efectiva los alcaldes, gobernadores y el Comité Ejecutivo de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas, contarán con un Protocolo de Participación Efectiva que brinde las 
condiciones necesarias para el derecho a la participación, el cual deberá garantizar que las 
entidades públicas encargadas de tomar decisiones en el diseño, implementación y ejecución 
de los planes y programas de atención y reparación tengan en cuenta las observaciones 
realizadas por las Mesas de Participación de Víctimas, de tal forma que exista una respuesta 
institucional respecto de cada observación. 

Que tanto en la Sentencia T-025 de 2004 y sus diferentes Autos de seguimiento, 
relacionados con el ejercicio y goce efectivo de los derechos de las víctimas de des-
plazamiento, ha señalado el deber de garantizar el derecho a la participación efectiva 
de las víctimas del desplazamiento forzado, razón por la cual la Corte Constitucio-
nal ha ordenado la creación de mecanismos de participación amplio y democrático, 
tanto al nivel nacional como territorial, de forma tal que se brinde la oportunidad 
a la población desplazada de participar en el diseño, implementación, ejecución y 
seguimiento de las políticas públicas. 

Que el Auto 383 de 2010 de la Corte Constitucional, estableció como parte del proto-
colo de participación un sistema de incentivos (negativos y positivos) que incluyera apoyo 
financiero, formalización de espacios de participación y procedimientos para estimular la 
participación de la población desplazada y para corregir prácticas que tiendan a excluirla, 
para que sean aplicadas desde los distintos niveles territoriales de tal manera que se garantice 
el goce efectivo del derecho a la participación. 

Que según el numeral 10 del artículo 168 de la Ley 1448 de 2011 y el numeral 5 del 
artículo 3° del Decreto 4802 de 2011, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a 
las Víctimas en adelante (Unidad para las Víctimas), tiene como funciones, entre otras, la 
de garantizar e implementar los mecanismos y estrategias para la efectiva participación de 
las víctimas con enfoque diferencial en el diseño de los planes, programas y proyectos de 
atención, asistencia y reparación integral. 

Que de acuerdo con el artículo 262 del Decreto 4800 de 2011 y de conformidad con los 
numerales 5 y 10 del artículo 168 de la Ley 1448 de 2011, la Unidad para las Víctimas y 
las Alcaldías, Distritos y Departamentos tienen el deber de garantizar los recursos técnicos, 
logísticos y presupuestales necesarios que aseguren la creación y sostenimiento de las Mesas 
de Participación de las víctimas de todos los niveles. 

Que a través de los artículos 37, 38 y 39 de la Resolución número 388 de 2013, por la 
cual se adopta el Protocolo de Participación Efectiva de las Víctimas del Conflicto Arma-
do, estableció la elección de los representantes a los espacios nacionales, los Subcomités 
Técnicos y los Comités Temáticos de la Mesa Nacional de Víctimas. 

Que mediante el parágrafo primero, del artículo 49 de la mencionada Resolución, las 
entidades del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas (Snariv), 
dispondrán de una tabla de valores para los pagos de transporte, gastos de viaje, estadía 
y apoyo logístico, para los miembros y los representantes de las mesas de víctimas, que 
serán aplicados a todas las actividades que involucren la participación de los miembros de 
las mesas y sus representantes. 

Que en razón a la situación de vulnerabilidad, riesgo, estado de necesidad, de los líderes 
y lideresas de las víctimas, a una solicitud constante de las víctimas, y atendiendo a la obli-
gación de brindar las garantías necesarias que permitan el ejercicio efectivo del derecho a 
la participación, la Unidad para las Víctimas regulará los apoyos definidos en la Resolución 
número 388 de 2013, para los espacios convocados por esta. 

Que en mérito de lo expuesto, 
RESUELVE:
CAPÍTULO I

Ámbito de aplicación
Artículo 1°. Ámbito de aplicación. La presente resolución se aplicará para los miem-

bros de la Mesa Nacional de Participación de Víctimas en cada una de las instancias que 
la conforman y a sus representantes elegidos para los espacios de participación definidos 
en los artículos 37, 38, 39 de la Resolución 388 de 2013, convocados por la Unidad para 
las Víctimas. 

Esta resolución también aplica a las Mesas Departamentales, Distritales y Municipales, 
cuando a Unidad de acuerdo a su objetivo misional requiera reunir estos espacios de par-
ticipación, sin perjuicio a lo establecido en el artículo 50 de la Resolución 0388 de 2013, 
Protocolo de Participación.

CAPÍTULO II
Garantías para la participación efectiva

Artículo 2°. Tipos de apoyos. Para la aplicación e interpretación de esta resolución, se 
tendrán en cuenta los siguientes conceptos: 

a) Transporte;
b) Gastos de viaje;
c) Estadía;
d) Logístico. 
Artículo 3°. Apoyo de transporte. El apoyo de transporte (aéreo, fluvial, marítimo y 

terrestre) es aquel reconocimiento que permite garantizar el desplazamiento de los miembros 
de la Mesa Nacional de Participación y sus representantes a los espacios de participación, 
así como los enunciados en el artículo 1° de la presente resolución, convocados por la Uni-
dad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. Dichos apoyos comprenden los 
traslados del lugar de origen al sitio del evento, así como el regreso del sitio del evento al 
lugar de origen, y los impuestos de salida o entrada cuando haya lugar. En ningún caso se 
reconocerán las multas o sobrecostos que sean ocasionados por causas ajenas a la Unidad 
para las Víctimas. 

Parágrafo 1°. Para el reconocimiento del apoyo de transporte terrestre se deberán pre-
sentar los siguientes soportes a quien haya realizado la convocatoria, según sea el caso: 

• Pasaje o pasabordo. 
• Factura de venta. 
• Recibo de caja o comprobante de egreso que contenga como mínimo la siguiente in-

formación: Nombre o razón social y NIT o cédula del vendedor o quien presta el servicio, 
número consecutivo de la transacción, fecha de la operación, descripción de los bienes o 
servicios y valor total de la transacción. 

• En aquellos casos de transporte veredal o fluvial en los que no existan empresas transpor-
tadoras, se requiere igualmente recibo de caja o soporte que acredite el pago correspondiente. 

Parágrafo 2°. El apoyo del transporte terrestre solo se garantizará en transporte público, 
no se financiarán gastos de gasolina, peajes, o similares a vehículos de servicio particular, 
excepto cuando por estricta necesidad así se considere. 

Parágrafo 3°. Las fechas e itinerarios aéreos solo podrán ser modificados previa auto-
rización de la Unidad para las Víctimas. El cobro de multas o sobrecostos por cambio de 
fecha o trayecto por motivos ajenos a la Unidad para las Víctimas, deberán ser asumidos 
por el titular del tiquete. 

Parágrafo 4°. Las únicas excepciones que se tendrán en cuenta para no reconocer el 
apoyo de transporte serán: i) El miembro o representante cuenten con los esquemas de 
seguridad o medidas de protección, en transporte debidamente certificados por la Unidad 
Nacional de Protección. 

Parágrafo 5°. Se reconocerán gastos de transporte a acompañantes, intérprete o guía 
según sea el caso, de aquellos miembros o representantes que lo requieran, siempre y cuando 
se encuentre debidamente justificado. 

Artículo 4°. Tabla de valores. Se adopta la tabla de valores que indica los apoyos de 
transporte departamental, discriminado por municipio, elaborada conjuntamente por la 
Unidad para las Víctimas y el enlace de víctimas de cada Departamento. Dicha tabla, será 
actualizada de forma anual por la entidad atendiendo los incrementos definidos por el Go-
bierno Nacional, documento que hace parte integral de la presente resolución. 

Artículo 5°. Apoyo gastos de viaje. Son los que se encuentran dirigidos a reconocer los 
días de sesiones ordinarias o extraordinarias de la Mesa Nacional de Participación en cada 
una de las instancias que lo conforman y los días que asistan sus representantes a los demás 
espacios de participación definidos en el artículo 1° de la presente resolución. 

Parágrafo 1°. Este apoyo se aplica por cada día que permanezcan en el evento, desde el 
día de salida de su lugar de origen, hasta el día de arribo a su lugar de origen, de acuerdo 
a la convocatoria. 

Parágrafo 2°. Este apoyo aplica, dependiendo de la logística territorial y no cubre gastos 
de viaje adicionales ocasionados por factores externos a la participación en el evento y 
fuera de las fechas señaladas. 

Artículo 5.1. Monto gastos de viaje. El monto del apoyo gastos de viaje será equivalente a: 
1. Dos (2) salarios mínimos legales diarios vigentes, por la asistencia de los miembros 

de la Mesa Nacional de Participación a sus sesiones plenarias. 
2. Uno y medio (1.5) salario mínimo legal diario vigente, por la asistencia de los repre-

sentantes a sesiones ordinarias respecto a los demás espacios de participación de víctimas 
previstos en el artículo primero de la presente resolución. 
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Artículo 6°. Apoyo de estadía. Es el reconocimiento de los gastos de alojamiento y ali-
mentación, que a Unidad para las Víctimas garantiza a los miembros de la Mesa Nacional 
de Participación, y a los representantes a los demás espacios de participación definidos en 
el artículo 1° de la presente resolución. 

Parágrafo 1°. No se reconocerá apoyo de estadía a los esquemas de escoltas y acompa-
ñantes, excepto, para aquellos miembros o representantes, que cuenten con el acompaña-
miento de un (1) intérprete o guía, siempre y cuando se encuentre debidamente sustentado. 

Parágrafo 2°. El apoyo de estadía no cubrirá gastos adicionales como: i) minibar y 
lavandería, U) llamadas telefónicas nacionales e internacionales. iii) internet, iv) servicios 
agregados del hotel como spa, gimnasio y otros cobros adicionales. 

Parágrafo 3°. Los gastos correspondientes a enfermería básica y primeros auxilios que 
se puedan prestar en el hotel, deben ser incluidos en el contrato de prestación de servicio 
hotelero. 

Parágrafo 4°. Para la estadía de los miembros de la Mesa Nacional de Participación, y 
de los representantes a los demás espacios de participación, los hoteles deberán cumplir los 
requerimientos mínimos que garanticen la seguridad y las condiciones físicas, en hoteles 
de máximo hasta de cuatro (4) estrellas, y solo por excepciones logísticas, o de protocolo 
se podrán contratar hoteles de mayor categoría. 

El alojamiento se realizará en acomodaciones dobles o múltiples para los miembros o 
representantes convocados. En caso que los miembros de la Mesa Nacional de Participación 
o los representantes a los demás espacios de participación enunciados en el artículo primero 
de la presente resolución, decidan su acomodación en una modalidad distinta, estos deberán 
asumir los gastos correspondientes.

Parágrafo 5°. En los casos en los que a la salida al lugar del evento o al regreso al lugar 
de origen implique a los miembros de la Mesa Nacional de Participación y a los repre-
sentantes a los demás espacios previstos en el artículo primero de la presente resolución, 
pernoctar en sitio diferente al del lugar del evento, se reconocerán hasta el valor de $60.000 
diarios por concepto de alojamiento y hasta $50.000 diarios por concepto de alimentación. 

Artículo 7°. Apoyo logístico. Corresponde a las condiciones técnicas y materiales que 
la Unidad para las víctimas debe garantizar a los miembros de la Mesa Nacional de Parti-
cipación, y a sus representantes a los demás espacios definidos en el artículo primero de la 
presente resolución, para el desarrollo de sus sesiones ordinarias y su participación en eventos. 

Parágrafo. Entiéndase por condiciones técnicas y materiales, todos los elementos ne-
cesarios para la mejor realización de las sesiones de trabajo anteriormente descritas, como 
alquiler de computadores, impresoras, video beam, internet, tableros, marcadores, cartulinas, 
y demás elementos que garanticen la adecuada realización del evento. 

CAPÍTULO III
Disposiciones comunes

Artículo 8°. En el caso en que algún miembro de la Mesa Nacional de Participación de 
Víctimas y/o algún representante elegido para los espacios de participación, recibiera el 
reconocimiento de los apoyos definidos en el artículo segundo de la presente resolución, 
por parte de la Unidad para las Víctimas y de manera concurrente por parte de otra entidad 
del Snariv del orden nacional o territorial, organizaciones públicas o privadas, organismos 
de cooperación, asistencias o ayuda internacional, no se le reconocerá dichos apoyos para 
el siguiente espacio de participación que se convoque. 

Parágrafo. Identificada esta situación, se informará formalmente, por parte de la Unidad 
para las Víctimas y la entidad que concurra en el reconocimiento, al Comité de Ética de la 
Mesa Nacional de Participación. 

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 26 de agosto de 2014.
La Directora General, 

Paula Gaviria Betancurt.
(C. F.)

Comisión de Regulación de Energía y Gas

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 110 DE 2014
(agosto 5)

por la cual se modifica la Resolución CREG 024 de 1995, en relación con la remuneración 
de la generación de plantas o unidades de generación en etapa de pruebas solicitadas por 

los agentes.
La Comisión de Regulación de Energía y Gas, en ejercicio de sus atribuciones constitu-

cionales y legales, en especial las conferidas por las Leyes 142 y 143 de 1994, y en desarrollo 
de los Decretos números 1524 y 2253 de 1994 y el 1260 de 2013,

CONSIDERANDO QUE:
La Ley 143 de 1994, artículo 20, definió como objetivo fundamental de la regulación 

en el sector eléctrico, asegurar una adecuada prestación del servicio mediante el aprovecha-
miento eficiente de los diferentes recursos energéticos, en beneficio del usuario en términos 
de calidad, oportunidad y costo del servicio.

Para el cumplimiento del objetivo señalado, la Ley 143 de 1994, artículo 23, le atribuyó 
a la Comisión de Regulación de Energía y Gas, entre otras, las funciones de crear las condi-
ciones para asegurar la disponibilidad de una oferta energética eficiente capaz de abastecer 
la demanda bajo criterios sociales, económicos, ambientales y de viabilidad financiera, 
promover y preservar la competencia, para lo cual, la oferta eficiente, en el sector eléctrico, 
debe tener en cuenta la capacidad de generación de respaldo; valorar la capacidad de ge-

neración de respaldo de la oferta eficiente; definir y hacer operativos los criterios técnicos 
de calidad, confiabilidad y seguridad del servicio de energía; y determinar las condiciones 
para la liberación gradual del mercado hacia la libre competencia.

De acuerdo con lo establecido en el literal c) del artículo 74.1 de la Ley 142 de 1994 y 
el literal i) del artículo 23 de la Ley 143 del mismo año, le corresponde a la CREG estable-
cer el Reglamento de Operación, para regular el funcionamiento del Mercado Mayorista.

Mediante la Resolución CREG-001 de 2010, la Comisión publicó para comentarios, 
observaciones y sugerencias, un proyecto de resolución con el fin de “modificar la Reso-
lución CREG-137 de 2009”.

Teniendo en cuenta los comentarios recibidos a la Resolución CREG-001 de 2010, se con-
sideró conveniente revisar la forma en que se establece la remuneración de la generación para 
las plantas térmicas en los periodos horarios en los que se encuentra inflexible y su inclusión 
en el Despacho Ideal. 

Los análisis efectuados por la Comisión están contenidos en el Documento CREG-005 
de 2010. 

La Comisión, en su Sesión 440, del 5 de febrero de 2010, acordó expedir una resolución a 
consulta para modificar las Resoluciones CREG-024 de 1995 y 051 de 2009, lo cual se hizo a 
través de la Resolución CREG-008 de 2010.

Se analizaron los comentarios presentados a la Resolución CREG-008 de 2010 y se intro-
dujeron los ajustes pertinentes, tal como quedó contenido en la Resolución 011 de 2010 y como 
actualmente se encuentra definido en la Resolución CREG 024 de 1995.

De acuerdo con los reportes presentados por XM S. A. E.S.P. en los Radicados CREG 
E-2013-002129 y E-2014-004461, y en las recomendaciones referentes a la remuneración de 
pruebas del informe final del estudio, Análisis de Resultados de la Aplicación de la Resolución 
CREG 051 de 2009 adelantado por la firma Quantil, publicado en la Circular CREG 099 de 
2013, se consideró necesario precisar la remuneración de la generación inflexible de plantas o 
unidades de generación en etapa de pruebas solicitadas por los agentes.

La Comisión de Regulación de Energía y Gas, aprobó para consulta de agentes e intere-
sados el proyecto de Resolución CREG 069 de 2014, “por la cual se modifica la Resolución 
CREG 024 de 1995, en relación con la remuneración de la generación inflexible de plantas 
o unidades de generación en etapa de pruebas voluntarias” en su Sesión número 607 del 
29 de mayo de 2014.

Una vez transcurrido el plazo de comentarios se recibieron de: Termoemcali Radicado 
E-2014-005962, Acolgen Radicado E-2014-005963, SSP Radicado E-2014-005965, XM 
Radicado E-2014-005980, EPSA Radicado E-2014-006012, Celsia Radicado E-2014-
006013, ANDEG Radicado E-2014-006014, Isagen Radicado E-2014-006028 y Emgesa 
Radicado E-2014-006070.

El análisis y respuesta a los comentarios remitidos al proyecto contenido mediante la 
Resolución CREG 069 de 2014 se presentan en el Documento CREG 063 de 2014.

La Comisión de Regulación de Energía y Gas, en su Sesión número 616 del 5 de agosto 
de 2014, acordó expedir esta resolución,

RESUELVE:
Artículo 1°. Modifíquese el literal d) del Anexo A-4 (“Función Precio en la Bolsa de 

Energía”) de la Resolución CREG-024 de 1995. El literal d) del Anexo A-4 de la Resolución 
CREG-024 de 1995 quedará así:

“d) Se determinarán los valores adicionales (∆I) para los mercados nacionales e in-
ternacionales de la siguiente forma:

• Para atención de la Demanda Total Doméstica, el Valor Adicional para la Demanda 
Total Doméstica (∆IN) se calculará conforme a la siguiente ecuación:

	

1

Donde:

2

DN,i 	 Demanda Total Doméstica en la hora i.
DFN,j 	 Costos no cubiertos por concepto de arranque y parada de la planta j para 

atender Demanda Total Doméstica. 
DIN,j 	 Costos no cubiertos por concepto de generación ideal en condición inflexible 

de la planta j para atender Demanda Total Doméstica. 
NP 	 Número de plantas térmicas.
Parj,z  	 Precios de oferta de arranque-parada z de la planta j. 
l 	 Número de arranques de la planta j. Si el arranque de la planta j se debe a 

generación en etapa de pruebas solicitadas por los agentes, no se tiene en 
cuenta el arranque.
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GFN,j,i 	 Variable igual a 0 si la planta j es inflexible en la hora i, en caso contrario es 
igual a la Generación ideal de la planta j en la hora i para atender Demanda 
Total Doméstica.

MPON,i 	 Máximo Precio de Oferta para atender la Demanda Total Doméstica en la 
hora i.

Pofj 	 Precio ofertado a la Bolsa de Energía por la planta j.
GIN,j,i 	 Si la planta j es inflexible en la hora i la variable es igual a la Generación 

ideal de la planta j en la hora i para atender Demanda Total Doméstica. En 
caso contrario es igual a 0. Si la planta j en la hora i se encuentra en etapa 
de pruebas solicitadas por los agentes, este valor es cero.

RPj 	 Precio de Reconciliación Positiva calculado para la planta j sin incluir los 
costos de arranque y parada. 

DIj 	 Costos no cubiertos por concepto de generación ideal en condición inflexible 
de la planta j. 

GII,j,i  	 Si la planta j es inflexible en la hora i la variable es igual a la Generación 
ideal de la planta j en la hora i para atender la Demanda Internacional de 
Despacho Económico Coordinado. En caso contrario es igual a 0. Si la planta 
j en la hora i se encuentra en etapa de pruebas solicitadas por los agentes, 
este valor es cero.

GIK,j,i  	 Si la planta j es inflexible en la hora i la variable es igual a la Generación 
ideal de la planta j en la hora i para atender la Demanda no Doméstica. En 
caso contrario es igual a 0. Si la planta j en la hora i se encuentra en etapa 
de pruebas solicitadas por los agentes, este valor es cero.

MPOI,i	 Máximo Precio de Oferta para atender Demanda Total Doméstica más la 
Demanda Internacional de Despacho Económico Coordinado en la hora i.

MPOK,i	 Máximo Precio de Oferta para atender Demanda Total Doméstica más 
la Demanda Internacional de Despacho Económico Coordinado más la 
Demanda no Doméstica en la hora i.

Wj 	 Porcentaje de la generación ideal de la planta j que atiende la Demanda Total 
Doméstica.

GN,j,i  	 Generación ideal de la planta j para atender la Demanda Total Doméstica 
en la hora i.

Gj,i  	 Generación ideal de la planta j en la hora i.
En el caso en que la Generación ideal de la planta j en el día sea igual a cero, el 

porcentaje de la generación ideal de la planta j que atiende la Demanda Total Doméstica 
(Wj) será igual a cero.

• Para atención de la Demanda Internacional de Despacho Económico Coordinado 
y/o la Demanda No Doméstica, el Valor adicional para la Demanda Internacional de Des-
pacho Económico Coordinado y/o la Demanda No Doméstica (∆II) se calculará conforme 
a la siguiente ecuación: 

3

Donde:

4

DI,i 	 Demanda Internacional de Despacho Económico Coordinado más Demanda 
No Doméstica en la hora i.

DFI+K,j 	 Costos no cubiertos por concepto de arranque y parada de la planta j para 
atender la Demanda Internacional de Despacho Económico Coordinado y 
la Demanda no Doméstica. 

DII+K,j 	 Costos no cubiertos por concepto de generación ideal en condición inflexible 
de la planta j para atender la Demanda Internacional de Despacho Económico 
Coordinado y la Demanda no Doméstica. 

NP 	 Número de plantas térmicas.
Parj,z 	 Precios de oferta del arranque-parada z de la planta j. 
l 	 Número de arranques de la planta j. Si el arranque de la planta j se debe a 

generación en etapa de pruebas solicitadas por los agentes, no se tiene en 
cuenta el arranque.

GFI,j,i  	 Variable igual a 0 si la planta j es inflexible en la hora i, en caso contrario 
es igual a la Generación ideal de la planta j en la hora i para atender la 
Demanda Internacional de Despacho Económico Coordinado. 

MPOI,i 	 Máximo Precio de Oferta para atender Demanda Total Doméstica más la 
Demanda Internacional de Despacho Económico Coordinado en la hora i.

Pofj  	 Precio ofertado a la Bolsa de Energía por la planta j.
GFK,j,i 	 Variable igual a 0 si la planta j es inflexible en la hora i, en caso contrario 

es igual a la Generación ideal de la planta j en la hora i para atender la 
Demanda no Doméstica. 

MPOK,i	 Máximo Precio de Oferta para atender Demanda Total Doméstica más 
la Demanda Internacional de Despacho Económico Coordinado más la 
Demanda no Doméstica en la hora i.

GII,j,i  	 Si la planta j es inflexible en la hora i la variable es igual a la Generación 
ideal de la planta j en la hora i para atender la Demanda Internacional de 

Despacho Económico Coordinado. En caso contrario es igual a 0. Si la planta 
j en la hora i se encuentra en etapa de pruebas solicitadas por los agentes, 
este valor es cero.

GIK,j,i  	 Si la planta j es inflexible en la hora i la variable es igual a la Generación 
ideal de la planta j en la hora i para atender la Demanda no Doméstica. En 
caso contrario es igual a 0. Si la planta j en la hora i se encuentra en etapa 
de pruebas solicitadas por los agentes, este valor es cero.

RPj 	 Precio de Reconciliación Positiva calculado para la planta j sin incluir los 
costos de arranque y parada.

DIj 	 Costos no cubiertos por concepto de generación ideal en condición inflexible 
de la planta j.

Wj 	 Porcentaje de la generación ideal de la planta j que atiende la Demanda Total 
Doméstica.

En el caso en que la Demanda Internacional de Despacho Económico Coordinado más 
Demanda No Doméstica en el día sea igual a cero, el Valor adicional para la Demanda 
Internacional de Despacho Económico Coordinado y/o la Demanda No Doméstica (∆II) 
será igual a cero”.

Artículo 2°. Vigencia. Esta resolución rige a partir de la fecha de su publicación en el 
Diario Oficial.

Parágrafo. Existirá un periodo transitorio de 30 días calendario para su implementación.
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 5 de agosto de 2014.
El Presidente,

Amílcar David Acosta Medina,
Ministro de Minas y Energía.

El Director Ejecutivo,
Carlos Fernando Eraso Calero.

(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 113 DE 2014
(agosto 28)

por la cual se modifica la Resolución CREG 085 de 2014.
La Comisión de Regulación de Energía y Gas, en ejercicio de sus facultades legales, 

en especial de las conferidas por la Ley 142 de 1994, y en desarrollo del Decreto número 
2253 de 1994, y

CONSIDERANDO QUE:
Con fundamento en las distintas normas y consideraciones contenidas en la parte 

considerativa de la Resolución CREG 089 de 2013, mediante dicho acto administrativo la 
CREG reglamentó aspectos comerciales del mercado mayorista de gas natural, que hacen 
parte del reglamento de operación de gas natural.

El artículo 24 de la Resolución CREG 089 de 2013 determina que cuando el balance 
realizado por la UPME muestre que la oferta de gas natural es superior a la demanda de 
gas natural, en al menos tres (3) de los cinco (5) años siguientes al momento del análisis, 
se deberá dar aplicación al mecanismo de negociación directa durante un periodo definido, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 25 de la misma resolución.

Asimismo, el artículo 24 de la Resolución CREG 089 de 2013 establece que dentro de 
los primeros diez (10) días hábiles de junio de cada año, la CREG establecerá mediante 
resolución el mecanismo de comercialización a aplicar y el cronograma para el desarrollo 
del mismo. Lo anterior con base en el análisis del más reciente balance entre la oferta agre-
gada y la demanda agregada de gas realizado por la UPME. El balance deberá ser aquel 
que considere el escenario de demanda baja.

Según lo dispuesto en la Resolución CREG 089 de 2013 y con base en el balance entre 
la oferta y la demanda de gas natural realizado por la UPME, mediante la Resolución CREG 
085 de 2014 la Comisión dispuso que para la comercialización de gas natural en el merca-
do primario, en el año 2014, los vendedores y los compradores a que hacen referencia los 
artículos 17 y 18 de la Resolución CREG 089 de 2013 darán aplicación al mecanismo de 
negociación directa durante el periodo definido en el cronograma establecido en el artículo 
2° de esta resolución.

La CREG publicó las Resoluciones CREG 100 de 2014, por la cual se ordena hacer 
público un proyecto de resolución de carácter general, “por la cual se modifica la Resolu-
ción CREG 089 de 2013”, y CREG 101 de 2014, por la cual se ordena hacer público un 
proyecto de resolución de carácter general, “por la cual se reglamentan aspectos comercia-
les aplicables a la compraventa de gas natural mediante contratos firmes bimestrales en el 
mercado mayorista de gas natural, como parte del reglamento de operación de gas natural”.

Teniendo en cuenta la incidencia que estas resoluciones pueden tener en las negocia-
ciones de gas natural que se realizarán durante el año 2014, la Comisión decidió modificar 
el cronograma establecido en el artículo 2° de la Resolución CREG 085 de 2014, mediante 
la expedición de la Resolución CREG 103 de 2014.

La Comisión ha analizado la importancia de conocer la más reciente publicación por 
parte de la NOAA sobre la probabilidad de ocurrencia del Fenómeno de El Niño, el cual 
puede tener incidencia en el comportamiento de los agentes en las negociaciones directas 
de suministro del hidrocarburo. Asimismo, ha considerado la relevancia de contar con la 
resolución definitiva del proyecto contenido en la Resolución CREG 100 de 2014 para las 
negociaciones directas de suministro de gas natural en el 2014. Por lo anterior, se hace 
necesario modificar nuevamente el cronograma contemplado en la Resolución CREG 085 
de 2014, modificado por la Resolución CREG 103 de 2014.
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Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 4° del Decreto número 2897 de 2010, 
reglamentario de la Ley 1340 de 2009, no es necesaria la remisión del presente acto adminis-
trativo a la Superintendencia de Industria y Comercio, teniendo en cuenta que su alcance es 
el de modificar un cronograma vigente y no fija nuevas reglas para los agentes del mercado. 
Por esta misma razón no requiere publicación previa del proyecto.

La Comisión de Regulación de Energía y Gas aprobó el presente acto administrativo 
en su Sesión número 617 del 28 de agosto de 2014,

RESUELVE:
Artículo 1°. El artículo 2° de la Resolución CREG 085 de 2014, modificado por el 

artículo 1° de la Resolución CREG 103 de 2014, quedará así:
Artículo 2°. Cronograma. El siguiente es el cronograma aplicable para la comercializa-

ción de gas natural en el mercado primario y para la aplicación del mecanismo de transición 
para el proceso úselo o véndalo de largo plazo, en el año 2014:

Actividad Responsable Fecha
Solicitud de declaración de la información 
de los contratos de transporte y de sumi-
nistro vigentes, según el formato que la 
Dirección Ejecutiva de la CREG defina 
mediante circular.

Dirección Ejecutiva de la CREG. 1° de julio de 2014.

Declaración de la información de los con-
tratos de transporte y de suministro vigen-
tes.

Participantes del Mercado. 8 de julio de 2014.

Publicación de las declaraciones de la in-
formación de los contratos de transporte y 
de suministro vigentes.

Dirección Ejecutiva de la CREG. 11 de julio de 2014.

Declaración de la Oferta de PTDVF y de 
la Oferta de CIDVF, según el formato que 
la Dirección Ejecutiva de la CREG defina 
mediante circular.

Vendedores a que hace referencia 
el artículo 17 de la Resolución 
CREG 089 de 2013

15 de septiembre de 
2014. 

Publicación de la Oferta de PTDFV y de la 
Oferta de CIDVF

Dirección Ejecutiva de la CREG 19 de septiembre de 
2014

Periodo de negociación directa y de sus-
cripción de contratos.

Vendedores y compradores a que 
hacen referencia los artículos 17 
y 18 de la Resolución CREG 089 
de 2013.

22 de septiembre al 3 de 
octubre de 2014.

Declaración de los resultados de las nego-
ciaciones, según el formato que la Direc-
ción Ejecutiva de la CREG defina median-
te circular. 

Vendedores a que hace referencia 
el artículo 17 de la Resolución 
CREG 089 de 2013.

6 de octubre de 2014.

Declaración de la capacidad excedentaria, 
según el formato que la Dirección Ejecu-
tiva de la CREG defina mediante circular.

Titulares de capacidad contrata-
da.

Hasta el 14 de octubre 
de 2014.

Publicación de la capacidad excedentaria. Dirección Ejecutiva de la CREG. 21 de octubre de 2014.
Negociación directa de las condiciones 
bajo las cuales los titulares de la capacidad 
excedentaria permitirán su uso por parte 
de los titulares de derechos de suministro.

Titulares de capacidad exceden-
taria y titulares de derechos de 
suministro.

Hasta el 5 de noviembre 
de 2014.

Parágrafo. La declaración de la Oferta de PTDVF y de la Oferta de CIDVF, de que trata 
la cuarta actividad del cronograma establecido en este artículo, deberá ser de cantidades 
iguales o superiores a las cantidades declaradas como respuesta a lo dispuesto en la Circular 
CREG 042 de 2014.

Artículo 2°. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación en el Diario 
Oficial.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 28 de agosto de 2014.
El Presidente,

Tomás González Estrada,
Ministro de Minas y Energía.

El Director Ejecutivo,
Carlos Fernando Eraso Calero.

(C. F.).

Avisos

AVISO NÚMERO 058 DE 2014
(agosto 28)

La Comisión de Regulación de Energía y Gas (Creg)
Asunto: Actuación administrativa iniciada con fundamento en la solicitud de la Empresa 

de Energía de Casanare S.A. E.S.P., Enerca, para la Actualización del Costo Anual por el uso 
de los Activos de Nivel de Tensión 4, por la ampliación de la capacidad de transformación 
en la subestación Chivor 230/115 kV. 

HACE SABER:
Que mediante las Resoluciones CREG 123 de 2009 y 084 de 2012 se aprobó el Costo 

Anual por el uso de los Activos del Nivel de Tensión 4 y los Cargos Máximos de los Ni-
veles de Tensión 3, 2 y 1 de los activos operados por la Empresa de Energía de Casanare 
S.A. E.S.P., en el Sistema de Transmisión Regional (STR) y en el Sistema de Distribución 
Local (SDL). 

Que el artículo 9° de la Resolución CREG 097 de 2008 establece que: Cuando entren 
en operación nuevos activos de uso, se actualizarán los cargos correspondientes, siempre 
y cuando se cumplan las condiciones establecidas en el Capítulo 4 del Anexo general de 
la presente resolución. 

Que la Empresa de Energía de Casanare S.A. E.S.P., a través de la comunicación radi-
cada en la CREG bajo el número E-2014-005803 del 18 de junio de 2014, con base en lo 
establecido en el artículo 9° de la Resolución CREG 097 de 2008, solicita la Actualización 
del Costo Anual por uso de los Activos de Nivel de Tensión 4 por la ampliación de la capa-
cidad de transformación en la subestación Chivor 230/115 kV. Las unidades constructivas 
solicitadas por la empresa son las siguientes:

UC Descripción Cantidad PU RPP
N5T6 Transformador trifásico conexión al STN capacidad final de 61 a 90 MVA 1 (75 MVA) 1 0

Que una vez verificado el cumplimento de los requisitos exigidos por los numerales 1 
y 2 del punto 4.1 del Capítulo 4 del Anexo General de la Resolución CREG 097 de 2008, 
esta Comisión encuentra procedente adelantar la revisión del Costo Anual por el uso de 
Activos de Nivel de Tensión 4 de la Empresa de Energía de Casanare S.A. E.S.P., para 
definir si como consecuencia de los análisis realizados, los valores aprobados a la empresa 
deben ser modificados.

La presente publicación se hace en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 37 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo a fin de que 
los terceros interesados puedan hacerse parte en la respectiva actuación.

El Director Ejecutivo,
Carlos Fernando Eraso Calero.

(C. F.).

AVISO NÚMERO 059 DE 2014
(agosto 28)

Auto:	 Actuación administrativa iniciada con fundamento en la solicitud de Cedenar 
S.A. E.S.P., para el reconocimiento de nuevos activos asociados al Sistema de Gestión de 
la Distribución.

La Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG),
HACE SABER:

Que mediante la Resolución CREG 019 de 2010, modificada por la Resolución CREG 
088 de 2014, se aprobó el Costo Anual por el uso de los Activos del Nivel de Tensión 4 y 
los Cargos Máximos de los Niveles de Tensión 3, 2 y 1 de los activos operados por CEO 
S.A.S. E.S.P., en el Sistema de Transmisión Regional (STR) y en el Sistema de Distribución 
Local (SDL). 

Que conforme con lo establecido en el numeral 4.5 del Capítulo 4 del Anexo General 
de la Resolución CREG 097 de 2008: Una vez el OR disponga del sistema de Gestión de 
la Distribución de que trata el numeral 11.2.5.1 del Capítulo 11 de este Anexo, por una 
única vez durante el período tarifario asociado a la vigencia de la presente resolución, el 
OR podrá solicitar a la CREG la actualización de Cargos del SDL. 

Que Cedenar S.A. E.S.P., a través de la comunicación radicada en la CREG bajo el 
número E2013005059, solicitó a la Comisión la actualización de los costos y cargos por uso 
del sistema que opera por la entrada en operación del Sistema de Gestión de Distribución 
y allegó los formatos asociados para el reporte de los activos a fin de modificar la base de 
activos a reconocer.

Que para decidir si es procedente la actualización solicitada se abrió el expediente 
CREG 2014-0062.

La presente publicación se hace en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 37 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo a fin de que 
los terceros interesados puedan hacerse parte en la respectiva actuación.

El Director Ejecutivo,
Carlos Fernando Eraso Calero.

(C. F.).

Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 000165 DE 2014
(agosto 27)

por la cual se efectúa un nombramiento en período de prueba en cumplimiento  
de un fallo de Tutela.

El Director General de Impuestos y Aduanas Nacionales, en cumplimiento del artículo 
27 del Decreto 2591 de 1991 y en uso de la facultad conferida en el artículo 6º, numeral 3 
del Decreto 4048 de 1998, y

CONSIDERANDO:
Que el señor Ricardo Andrés Marulanda Cuéllar, identificado con la cédula de ciuda-

danía número 9735075, participó en la Convocatoria 128 de 2009 como aspirante al cargo 
con denominación Gestor IV, Código 304, Grado 04, Abogado en Gestión Jurídica, código 
de OPEC número 201177, del cual fueron ofertadas cincuenta (50) vacantes.
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Que mediante Resolución número 3642 del 17 de octubre de 2012, modificada por la 
Resolución número 1934 del 28 de agosto de 2013, la Comisión Nacional del Servicio 
Civil conformó la lista de elegibles para el empleo precitado en el considerando anterior, 
en la cual el señor Ricardo Andrés Marulanda Cuéllar ocupó el puesto sesenta y siete 
(67) de elegibilidad.

Que mediante fallo de tutela de fecha 21 de agosto de 2014, El Juzgado de Familia en 
Oralidad, 

RESOLVIÓ:
“Primero. Conceder el amparo solicitado por el accionante, señor Ricardo Andrés 

Marulanda Cuéllar, conforme lo dicho en la parte motiva de la presente providencia”.
Tercero. Ordenar a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, que en el término 

máximo de cuarenta y ocho horas, contados a partir de la notificación del presente fallo 
proceda a dejar SIN EFECTOS la Resolución número 05242 del 3 de julio del año que 
avanza, por la cual se abstiene de efectuar un nombramiento.

Cuarto. Ordenar a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, en el término 
referido en el numeral anterior, proceda a REALIZAR EL NOMBRAMIENTO que le fue 
ofrecido al señor Ricardo Andrés, el día diez de junio del presente año, en el Cargo 201177 
Abogado en Gestión Jurídica Gestor IV 304-04 de la Planta de Personal de la referida 
entidad, en la ciudad de Buenaventura, Valle, por encontrarse el accionante, en el Registro 
de Elegibles publicado por la Comisión Nacional del Servicio Civil, el día 26 de agosto de 
2013, a través de la Resolución número 1934 del 26 de agosto de 2013, acto administrativo 
que se encuentra en firme, y del cual NO HA sido EXCLUIDO el señor Ricardo Andrés 
Marulanda Cuéllar. 

Que la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, respetuosa de la Constitución, 
la ley y las decisiones judiciales, acatará la decisión del Juez Constitucional, sin perjuicio 
que a través de la Dirección de Gestión Jurídica, adelante las acciones legales a que haya 
lugar de conformidad con la normatividad respectiva.

Que en virtud de lo anterior,
RESUELVE:

Artículo 1º. En estricto acatamiento del fallo de tutela del 21 de agosto de 2014, emitido 
por el Juzgado de Familia en Oralidad, a partir de la fecha de expedición de la presente 
resolución, dejar sin efectos la Resolución número 005242 del 3 de julio de 2014.

Artículo 2º. En estricto acatamiento del fallo de tutela del 21 de agosto de 2014, emitido 
por el Juzgado de Familia en Oralidad, a partir de la fecha de expedición de la presente 
resolución, nombrar en período de prueba por el término de seis (6) meses al señor Ricardo 
Andrés Marulanda Cuéllar, identificado con la cédula de ciudadanía número 9735075, en 
el cargo Gestor IV, Código 304, Grado 04, Abogado en Gestión Jurídica, código de OPEC 
número 201177, y ubicarlo en la División de Gestión Jurídica de la Dirección Seccional de 
Impuestos y Aduanas de Buenaventura.

Artículo 3°. De conformidad con el numeral 34.7 del artículo 34 del Decreto-ley 765 
de 2005, el período de prueba previsto en el artículo 1º de la presente resolución, iniciará 
el día hábil siguiente a la fecha de terminación de la etapa de inducción cuya duración es 
de 120 horas que comprenden 80 horas de inducción virtual y 40 de entrenamiento en el 
puesto de trabajo.

Artículo 4°. A través de la Coordinación de Notificaciones, comunicar el contenido 
de la presente resolución al señor Ricardo Andrés Marulanda Cuéllar, quien podrá ser 
ubicado en la carrera 12 número 20-63 Oficina 412 de la ciudad de Armenia, Quindío y al 
correo electrónico ricamarulacu@hotmail.com, informándole que de conformidad con el 
artículo 25 del Decreto-ley 1072 de 1999, dispone de un término de diez (10) días contados 
a partir del día de recibo de la comunicación, para manifestar por escrito si acepta o no, so 
pena de la revocatoria del nombramiento.

Artículo 5°. Enviar a través de la Coordinación de Notificaciones de la Subdirección de 
Gestión de Recursos Físicos, copia de la presente resolución a la Coordinación de Nómina, 
a la Subdirección de Gestión de Procesos y Competencias Laborales y a la Comisión Na-
cional del Servicio Civil, cuya sede principal se encuentra ubicada en la carrera 16 número 
96-64 Piso 7º.

Artículo 6°. De conformidad con el artículo 65 del Código de Procedimiento Administra-
tivo y de lo Contencioso Administrativo, publicar en el Diario Oficial la presente resolución.

Artículo 7º. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a, 27 de agosto de 2014.
El Director General,

Santiago Rojas Arroyo.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 000166 DE 2014
(agosto 28)

por la cual se efectúa un nombramiento en empleo temporal.
El Director General de la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y 

Aduanas Nacionales, en uso de las facultades conferidas en los artículos 19, 20 y 75 del 
Decreto 1072 de 1999, 25 del Decreto 765 de 2005, Decreto 1837 del 3 de septiembre de 
2012, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 21 de la Ley 909 de 2004 consagra que los organismos y entidades podrán 

contemplar excepcionalmente en sus plantas de personal empleos de carácter temporal o 
transitorio, con el fin de suplir necesidades de personal por sobrecarga de trabajo y para 
desarrollar programas o proyectos de duración determinada en los procesos misionales y 
de apoyo.

Que mediante el Decreto 4951 del 30 de diciembre de 2011 se crearon en la planta de 
personal de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), empleos de carácter 
temporal, con duración hasta el 31 de diciembre de 2012. Mediante Decreto número 2633 
del 17 de diciembre de 2012 el término de duración de estos empleos temporales fue pro-
rrogado hasta el 31 de diciembre de 2014.

Que el artículo 2° del Decreto 4951 del 30 de diciembre de 2011 dispuso que el Di-
rector General de la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales (DIAN), mediante Resolución distribuirá los cargos temporales de la planta y 
ubicará el personal teniendo en cuenta la estructura, los planes, los programas y las nece-
sidades del servicio.

Que el artículo 21, numeral 3, de la Ley 909 de 2004 dispone que el ingreso a los em-
pleos de carácter temporal se efectuará con base en las listas de elegibles vigentes para la 
provisión de empleos de carácter permanente, sin que dichos nombramientos ocasionen el 
retiro de dichas listas. De no ser posible la utilización de las listas se realizará un proceso 
de evaluación de las capacidades y competencias de los candidatos.

Que el artículo 11 de la Ley 909 de 2004 radica en la Comisión Nacional del Servicio 
Civil, la administración del banco de listas de elegibles del sistema específico de carrera 
de la DIAN.

Que mediante Oficio 1144 del 22 de julio de 2013 la Unidad Administrativa Especial 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), solicitó a la Comisión Nacional del 
Servicio Civil (CNSC) adelantar el estudio técnico a fin de proveer (4) plazas del empleo 
de la planta temporal con denominación Gestor I 301 01 creada mediante el Decreto 4951 
del 30 de diciembre de 2011, con las listas que conforman el Banco Nacional de Listas de 
Elegibles.

Que la CNSC mediante Oficios 28926 del 9 de agosto de 2013 y 35949 del 3 de octubre 
de 2013, autorizó el uso de las listas de elegibles del empleo con denominación Profesional 
de Apoyo en Gestión Jurídica, Gestor I 301 0, código OPEC 201117, para la provisión de 
las vacantes citadas en el acápite anterior, y remitió el nombre de las personas a quienes 
debía realizarse el ofrecimiento de nombramiento en empleo temporal.

Que mediante Oficios 3218 del 29 de enero de 2014, 6760 del 3 de marzo de 2014, 14288 
del 5 de mayo de 2014 y 18421 del 10 de junio de 2014, la CNSC remite nuevamente los 
nombres de los elegibles a quienes debe realizarse el ofrecimiento de nombramiento en el 
empleo temporal. Dentro del proceso de ofrecimientos la elegible María Yamile Ovalle 
Cujiño lo aceptó la plaza con ubicación geográfica en la ciudad de Girardot. 

Que mediante Oficio 23073 del 6 de agosto de 2014 la CNSC autorizó el nombramiento 
en empleo temporal a la elegible María Yamile Ovalle Cujiño.

Que de conformidad con el Decreto 4951 del 30 de diciembre de 2011, la Dirección 
General de Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
dio viabilidad presupuestal para la creación de los empleos temporales de que trata el 
mencionado Decreto, por una vigencia que se extiende hasta el 31 de diciembre de 2014.

Que los gastos que se generen con ocasión del presente nombramiento serán con cargo 
al presupuesto de funcionamiento, CDP número 5514 de 2014. 

Que en virtud de lo anterior,
RESUELVE:

Artículo 1º. Nombrar hasta el 31 de diciembre de 2014 a María Yamile Ovalle Cujiño, 
con cédula número 20686239, en el empleo temporal con denominación  Gestor I Código 
301 Grado 01, Profesional I Soporte a los Procesos de Operación de Apoyo de la planta 
temporal de que trata el Decreto 4951 del 30 de diciembre de 2011 y ubicarla en el Despacho 
de la Dirección Seccional de Impuestos y Aduanas de Girardot.

Artículo 2º. A través de la Coordinación de Notificaciones, comunicar el contenido de 
la presente resolución a María Yamile Ovalle Cujiño, informándole que de conformidad 
con el artículo 25 del Decreto-ley 1072 de 1999, dispone de un término de diez (10) días 
contados a partir del día de recibo de la comunicación, para manifestar por escrito si acepta 
o no, so pena de la revocatoria del nombramiento.

La señora María Yamile Ovalle Cujiño podrá ser ubicada en el correo electrónico 
yamileovalle@hotmail.com y en la Transversal 26C número 9A 59 barrio José Antonio 
Olaya de la ciudad de Bogotá. 

Artículo 3º. Enviar copia de la presente resolución con sus soportes a la Subdirección 
de Gestión de Personal, copia de la Resolución a las historias laborales correspondientes, 
a la Coordinación de Nómina, a la Subdirección de Procesos y Competencias Laborales y 
a la Comisión Nacional del Servicio Civil entidad que se localiza en la carrera 16 número 
96-64 Piso 7º.

Artículo 4°. De conformidad con el artículo 65 del Código de Procedimiento Administra-
tivo y de lo Contencioso Administrativo, publicar en el Diario Oficial la presente resolución.

Artículo 5º. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 28 de agosto de 2014.
El Director General,

Santiago Rojas Arroyo.
(C. F.).
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RESOLUCIÓN NÚMERO 000167 DE 2014
(agosto 28)

por la cual se efectúan unos nombramientos en empleos temporales.
El Director General de la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y 

Aduanas Nacionales, en uso de las facultades conferidas en los artículos 19, 20 y 75 del 
Decreto 1072 de 1999, 25 del Decreto 765 de 2005, Decreto 1837 del 3 de septiembre de 
2012, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 21 de la Ley 909 de 2004 consagra que los organismos y entidades podrán 

contemplar excepcionalmente en sus plantas de personal empleos de carácter temporal o 
transitorio, con el fin de suplir necesidades de personal por sobrecarga de trabajo y para 
desarrollar programas o proyectos de duración determinada en los procesos misionales y 
de apoyo.

Que mediante el Decreto 1837 del 3 de septiembre de 2012 se crearon en la planta de 
personal de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), empleos de carácter 
temporal, con duración hasta el 31 de diciembre de 2012. 

Que el artículo 2° del Decreto 1837 del 3 de septiembre de 2012 dispuso que el Director 
General de la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacio-
nales DIAN, mediante resolución distribuirá los cargos temporales y ubicará el personal 
teniendo en cuenta la estructura, los planes, los programas y las necesidades del servicio.

Que el artículo 21, numeral 3 de la Ley 909 de 2004 dispone que el ingreso a los em-
pleos de carácter temporal se efectuará con base en las listas de elegibles vigentes para la 
provisión de empleos de carácter permanente, sin que dichos nombramientos ocasionen el 
retiro de dichas listas. De no ser posible la utilización de las listas se realizará un proceso 
de evaluación de las capacidades y competencias de los candidatos.

Que el artículo 11 de la Ley 909 de 2004 radica en la Comisión Nacional del Servicio 
Civil, la administración del Banco de Listas de Elegibles del sistema específico de carrera 
de la DIAN.

Que mediante Oficio número 1193 del 25 de julio de 2013 la Unidad Administrativa 
Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), solicitó a la Comisión 
Nacional del Servicio Civil (CNSC) adelantar el estudio técnico a fin de proveer (139) 
plazas del empleo de la planta temporal con denominación Gestor I 301 01 Profesional en 
Operación Aduanera I PET II, creados en el Decreto 1837 del 3 de septiembre de 2012, con 
las listas que conforman el Banco Nacional de Listas de Elegibles.

Que la CNSC mediante Oficio 28415 del 8 de agosto de 2013 autorizó el uso de las 
listas de elegibles del empleo con denominación Agente de Exportaciones, Gestor I 301 01, 
código de OPEC 201114 para la provisión de las vacantes citadas en el acápite anterior, y 
remitió el nombre de las personas a quien debía realizarse el ofrecimiento de nombramiento 
en empleo temporal.

Que mediante Oficio 3218 del 29 de enero de 2014 la CNSC remite nuevamente los 
nombres de los elegibles a quienes debe realizarse el ofrecimiento de nombramiento en 
el empleo temporal. Dentro del proceso de ofrecimientos (13) elegibles han aceptado el 
ofrecimiento. Que mediante Oficio 23073 del 6 de agosto de 2014 la CNSC autorizó el 
nombramiento de dichos elegibles.

Que de conformidad con el Decreto 1837 del 3 de septiembre de 2012, la Dirección 
General de Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
dio viabilidad presupuestal para la creación de los empleos temporales de que trata el 
mencionado decreto, por una vigencia que se extiende hasta el 31 de diciembre de 2014.

Que los gastos que se generen con ocasión del presente nombramiento serán con cargo 
al presupuesto de funcionamiento.

Que en virtud de lo anterior,
RESUELVE:

Artículo 1º. Nombrar hasta el 31 de diciembre de 2014, a Amanda Cristina Gamboa 
Maldonado, con cédula de ciudadanía número 60321077, en el empleo temporal con 
denominación Gestor I Código 301, Grado 01, Agente de Exportaciones, rol Profesional 
en Operación Aduanera I, de la planta temporal de que trata el Decreto 1837 del 3 de 
septiembre de 2012  y ubicarla en el Despacho de la Dirección Seccional de Impuestos y 
Aduanas de Cúcuta.

Artículo 2º. A través de la Coordinación de Notificaciones, comunicar el contenido de 
la presente resolución a Amanda Cristina Gamboa Maldonado, informándole que de 
conformidad con el artículo 25 del Decreto-ley 1072 de 1999, dispone de un término de 
diez (10) días contados a partir del día de recibo de la comunicación, para manifestar por 
escrito si acepta o no, so pena de la revocatoria del nombramiento.

La señora Amanda Cristina Gamboa Maldonado podrá ser ubicada en el correo 
electrónico amandagamboa1@hotmail.com y en la MZ 19 A Nº. 13 barrio Ciudad Jardín 
San José de Cúcuta. 

Artículo 3º. Nombrar hasta el 31 de diciembre de 2014, a Pedro Cristancho Marín, con 
cédula de ciudadanía número 19417702, en el empleo temporal con denominación Gestor 
I Código 301, Grado 01, Agente de Exportaciones, Profesional en Operación Aduanera I, 
de la planta temporal de que trata el Decreto 1837 del 3 de septiembre de 2012  y ubicarlo 
en la División de Gestión de la Operación Aduanera de la Dirección Seccional de Aduanas 
de Bogotá.

Artículo 4º. A través de la Coordinación de Notificaciones, comunicar el contenido de la 
presente resolución a Pedro Cristancho Marín, informándole que de conformidad con el 
artículo 25 del Decreto-ley 1072 de 1999, dispone de un término de diez (10) días contados 

a partir del día de recibo de la comunicación, para manifestar por escrito si acepta o no, so 
pena de la revocatoria del nombramiento.

EL señor Pedro Cristancho Marín podrá ser ubicado en el correo electrónico pe-
drocristancho@hotmail.com y en la Calle 25 número 68C-50 Interior 14 Apto 102 de la 
ciudad de Bogotá. 

Artículo 5°. Nombrar hasta el 31 de diciembre de 2014, a Sergio Ramírez Argüello, con 
cédula de ciudadanía número 13510065, en el empleo temporal con denominación Gestor I 
Código 301, Grado 01, Agente de Exportaciones, Profesional en Operación Aduanera I, de 
la planta temporal de que trata el Decreto 1837 del 3 de septiembre de 2012 y ubicarlo en la 
División de Gestión de la Operación Aduanera de la Dirección Seccional de Aduanas de Bogotá.

Artículo 6º. A través de la Coordinación de Notificaciones, comunicar el contenido de la 
presente resolución a Sergio Ramírez Argüello, informándole que de conformidad con el 
artículo 25 del Decreto-ley 1072 de 1999, dispone de un término de diez (10) días contados 
a partir del día de recibo de la comunicación, para manifestar por escrito si acepta o no, so 
pena de la revocatoria del nombramiento.

El señor Sergio Ramírez Argüello podrá ser ubicado en el correo electrónico sramirez@
ingenieros.com y en la Diagonal 61B número 17-28 de la ciudad de Bogotá. 

Artículo 7º. Nombrar hasta el 31 de diciembre de 2014, a Rosa Yanira Archila Mos-
quera, con cédula de ciudadanía número 52261728, en el empleo temporal con denomina-
ción Gestor I Código 301, Grado 01, Agente de Exportaciones, Profesional en Operación 
Aduanera I, de la planta temporal de que trata el Decreto 1837 del 3 de septiembre de 2012  
y ubicarla en la División de Gestión de la Operación Aduanera de la Dirección Seccional 
de Aduanas de Bogotá.

Artículo 8°. A través de la Coordinación de Notificaciones, comunicar el contenido de la 
presente resolución a Rosa Yanira Archila Mosquera, informándole que de conformidad 
con el artículo 25 del Decreto-ley 1072 de 1999, dispone de un término de diez (10) días 
contados a partir del día de recibo de la comunicación, para manifestar por escrito si acepta 
o no, so pena de la revocatoria del nombramiento.

La señora Rosa Yanira Archila Mosquera podrá ser ubicada en el correo electrónico 
racrhilam@dian.gov.co y en la Carrera 8 número 62-50 Club Residencial Multicentro Torre 
4 Apto 404 de la ciudad de Ibagué. 

Artículo 9º. Nombrar hasta el 31 de diciembre de 2014, a Carolina Duarte Peñaloza, con 
cédula de ciudadanía número 37899858, en el empleo temporal con denominación Gestor I 
Código 301, Grado 01, Agente de Exportaciones, Profesional en Operación Aduanera I, de 
la planta temporal de que trata el Decreto 1837 del 3 de septiembre de 2012  y ubicarla en 
la División de Gestión de la Operación Aduanera de la Dirección Seccional de Impuestos 
y Aduanas de Bucaramanga.

Artículo 10. A través de la Coordinación de Notificaciones, comunicar el contenido de 
la presente resolución a Carolina Duarte Peñaloza,  informándole que de conformidad 
con el artículo 25 del Decreto-ley 1072 de 1999, dispone de un término de diez (10) días 
contados a partir del día de recibo de la comunicación, para manifestar por escrito si acepta 
o no, so pena de la revocatoria del nombramiento.

La señora Carolina Duarte Peñaloza podrá ser ubicada en el correo electrónico cduar-
tep@dia.gov.co y en la Calle 42 número 36-21 barrio El Prado de la ciudad de Bucaramanga. 

Artículo 11. Nombrar hasta el 31 de diciembre de 2014, a Sandra Consuelo González 
Cadena, con cédula de ciudadanía número 52261113, en el empleo temporal con denomi-
nación Gestor I Código 301, Grado 01, Agente de Exportaciones, Profesional en Operación 
Aduanera I, de la planta temporal de que trata el Decreto 1837 del 3 de septiembre de 2012  
y ubicarla en la División de Gestión de la Operación Aduanera de la Dirección Seccional 
de Aduanas de Bogotá.

Artículo 12. A través de la Coordinación de Notificaciones, comunicar el contenido 
de la presente resolución a Sandra Consuelo González Cadena, informándole que de 
conformidad con el artículo 25 del Decreto-ley 1072 de 1999, dispone de un término de 
diez (10) días contados a partir del día de recibo de la comunicación, para manifestar por 
escrito si acepta o no, so pena de la revocatoria del nombramiento.

La señora Sandra Consuelo González Cadena podrá ser ubicada en el correo electró-
nico sandracgc36@hotmail.com y en la Carrera 79 F BIS número 35-49 Sur de la ciudad 
de Bogotá. 

Artículo 13. Nombrar hasta el 31 de diciembre de 2014, a Juan Carlos Buitrago Ga-
lindo, con cédula de ciudadanía número 79883086, en el empleo temporal con denomina-
ción Gestor I Código 301, Grado 01, Agente de Exportaciones, Profesional en Operación 
Aduanera I, de la planta temporal de que trata el Decreto 1837 del 3 de septiembre de 2012  
y ubicarlo en la División de Gestión de la Operación Aduanera de la Dirección Seccional 
de Aduanas de Bogotá.

Artículo 14. A través de la Coordinación de Notificaciones, comunicar el contenido de 
la presente resolución a Juan Carlos Buitrago Galindo, informándole que de conformidad 
con el artículo 25 del Decreto-ley 1072 de 1999, dispone de un término de diez (10) días 
contados a partir del día de recibo de la comunicación, para manifestar por escrito si acepta 
o no, so pena de la revocatoria del nombramiento.

El señor Juan Carlos Buitrago Galindo podrá ser ubicado en el correo electrónico 
buitrago_juancarlos@yahoo.es y en la Calle 82 B 94L-56 Interior 309 de la ciudad de Bogotá. 

Artículo 15. Nombrar hasta el 31 de diciembre de 2014, a Liliana María Botero 
Quiroz, con cédula de ciudadanía número 43637692, en el empleo temporal con denomi-
nación Gestor I Código 301, Grado 01 Agente de Exportaciones, Profesional en Operación 
Aduanera I, de la planta temporal de que trata el Decreto 1837 del 3 de septiembre de 2012 
y ubicarla en la División de Gestión de la Operación Aduanera de la Dirección Seccional 
de Aduanas de Medellín.
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Artículo 16. A través de la Coordinación de Notificaciones, comunicar el contenido de 
la presente resolución a Liliana María Botero Quiroz, informándole que de conformidad 
con el artículo 25 del Decreto-ley 1072 de 1999, dispone de un término de diez (10) días 
contados a partir del día de recibo de la comunicación, para manifestar por escrito si acepta 
o no, so pena de la revocatoria del nombramiento.

La señora Liliana María Botero Quiroz podrá ser ubicada en el correo electrónico 
quibolima@yahoo.es y en la Calle 78 46-15 de la ciudad de Medellín. 

Artículo 17. Nombrar hasta el 31 de diciembre de 2014, a Watson José Ortega San-
tiago, con cédula de ciudadanía número 72016984, en el empleo temporal con denomina-
ción Gestor I Código 301, Grado 01, Agente de Exportaciones, Profesional en Operación 
Aduanera I, de la planta temporal de que trata el Decreto 1837 del 3 de septiembre de 2012 
y ubicarlo en la División de Gestión de la Operación Aduanera de la Dirección Seccional 
de Aduanas de Barranquilla.

Artículo 18. A través de la Coordinación de Notificaciones, comunicar el contenido de 
la presente resolución a Watson José Ortega Santiago, informándole que de conformidad 
con el artículo 25 del Decreto-ley 1072 de 1999, dispone de un término de diez (10) días 
contados a partir del día de recibo de la comunicación, para manifestar por escrito si acepta 
o no, so pena de la revocatoria del nombramiento.

El señor Watson José Ortega Santiago podrá ser ubicado en el correo electrónico 
watsonortega@gmail.com y en la Carrera 16 A número 19-19 de la ciudad de Barranquilla. 

Artículo 19. Nombrar hasta el 31 de diciembre de 2014, a Fabio Alexánder Bonilla 
Bonilla, con cédula de ciudadanía número 18402287, en el empleo temporal con denomi-
nación Gestor I Código 301, Grado 01, Agente de Exportaciones, Profesional en Operación 
Aduanera I, de la planta temporal de que trata el Decreto 1837 del 3 de septiembre de 2012  
y ubicarlo en la División de Gestión de la Operación Aduanera de la Dirección Seccional 
de Aduanas de Barranquilla.

Artículo 20. A través de la Coordinación de Notificaciones, comunicar el contenido de la 
presente resolución a Fabio Alexánder Bonilla Bonilla, informándole que de conformidad 
con el artículo 25 del Decreto-ley 1072 de 1999, dispone de un término de diez (10) días 
contados a partir del día de recibo de la comunicación, para manifestar por escrito si acepta 
o no, so pena de la revocatoria del nombramiento.

El señor Fabio Alexánder Bonilla Bonilla podrá ser ubicado en el correo electrónico 
alexbonn22@hotmail.com y en la Calle 25 número 10-03 barrio Rincón Santo de la ciudad 
de Pereira.

Artículo 21. Nombrar hasta el 31 de diciembre de 2014, a Rodrigo Obdulio Valderra-
ma Valderrama, con cédula de ciudadanía número 79443042, en el empleo temporal con 
denominación Gestor I Código 301, Grado 01, Agente de Exportaciones, Profesional en 
Operación Aduanera I, de la planta temporal de que trata el Decreto 1837 del 3 de septiembre 
de 2012 y ubicarlo en la División de Gestión de la Operación Aduanera de la Dirección 
Seccional de Aduanas de Bogotá.

Artículo 22. A través de la Coordinación de Notificaciones, comunicar el contenido de 
la presente resolución a Rodrigo Obdulio Valderrama Valderrama, informándole que 
de conformidad con el artículo 25 del Decreto-ley 1072 de 1999, dispone de un término de 
diez (10) días contados a partir del día de recibo de la comunicación, para manifestar por 
escrito si acepta o no, so pena de la revocatoria del nombramiento.

El señor Rodrigo Obdulio Valderrama Valderrama podrá ser ubicado en el correo 
electrónico rodrigovalderramav@gmail.com y en la Calle 162 número 54-56 Casa 43 de 
la ciudad de Bogotá.

Artículo 23. Nombrar hasta el 31 de diciembre de 2014, a Luis Emiro Mejía Gómez, 
con cédula de ciudadanía número 72302841, en el empleo temporal con denominación Gestor 
I Código 301, Grado 01, Agente de Exportaciones, Profesional en Operación Aduanera I, 
de la planta temporal de que trata el Decreto 1837 del 3 de septiembre de 2012 y ubicarlo 
en la División de Gestión de la Operación Aduanera de la Dirección Seccional de Aduanas 
de Barranquilla.

Artículo 24. A través de la Coordinación de Notificaciones, comunicar el contenido 
de la presente resolución a Luis Emiro Mejía Gómez, informándole que de conformidad 
con el artículo 25 del Decreto-ley 1072 de 1999, dispone de un término de diez (10) días 
contados a partir del día de recibo de la comunicación, para manifestar por escrito si acepta 
o no, so pena de la revocatoria del nombramiento.

El señor Luis Emiro Mejía Gómez podrá ser ubicado en el correo electrónico lucho-
mejia@hotmail.com y en la Calle 81B número 41E 47 de la ciudad de Barranquilla.

Artículo 25. Enviar copia de la presente resolución con sus soportes a la Subdirección 
de Gestión de Personal, copia de la resolución a las historias laborales correspondientes, 
a la Coordinación de Nómina, a la Subdirección de Procesos y Competencias Laborales y 
a la Comisión Nacional del Servicio Civil entidad que se localiza en la carrera 16 número 
96-64 Piso 7º. 

Artículo 26. De conformidad con el artículo 65 del Código de Procedimiento Administra-
tivo y de lo Contencioso Administrativo, publicar en el Diario Oficial la presente resolución.

Artículo 27. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 28 de agosto de 2014.
El Director General,

Santiago Rojas Arroyo.
(C. F.).

Circular de Aranceles Totales del Sistema  
Andino de Franjas de Precios (SAFP)

Circulares

CIRCULAR NÚMERO 12757000001898 DE 2014
(septiembre 1°)

Para:	 Funcionarios de la DIAN, importadores y demás usuarios del Comercio 
Exterior

De:	 Director de Gestión de Aduanas
Asunto:	 Gravámenes ad valórem aplicables a productos agropecuarios de referencia, 

sus sustitutos, productos agroindustriales o subproductos.
En cumplimiento de las disposiciones del Sistema Andino de las Franjas de Precios 

Agropecuarios (SAFP), según las Decisiones de la Comisión del Acuerdo de Cartagena, las 
Resoluciones emanadas de la Junta de la Comunidad Andina y demás normatividad vigente, 
me permito informarles los Aranceles Totales para los productos marcadores, sus sustitutos, 
productos agroindustriales o subproductos señalados en dichas Normas.

Los valores señalados corresponden al arancel total aplicable a las importaciones pro-
cedentes de terceros países, acorde con el Decreto número 547 del 31 de marzo de 1995 
y sus modificaciones, por tanto no considera las preferencias arancelarias concedidas en 
virtud de acuerdos comerciales suscritos por Colombia.

985. Cargo:

4. Número de formulario

984. Nombre

997. Fecha expedición

989. Dependencia

990. Lugar admitivo.

991. Organización

992. Área

  Espacio reservado para la DIAN

Para:

Firma funcionario autorizado

Director de Gestión de Aduanas

Asunto:

Funcionarios de la DIAN, importadores y demás usuarios del Comercio Exterior

De:

Gravámenes Ad-Valórem aplicables a productos agropecuarios de referencia, sus sustitutos, 
productos agroindustriales o subproductos.

1275

Vigencia:
24. Fecha desde 25. Fecha hasta

Colombia, un compromiso que no podemos evadir.

Circular No. 12757000001898

2 0 1 4 0 9 0 1 2 0 1 4 0 9 1 5

GAVIRIA VASQUEZ CLAUDIA MARIA

29144083

DIRECTOR DE ADUANAS

81300168

Dirección de Gestión de Aduanas

Nivel Central

U.A.E. DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES

Dirección General
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48

47

46

45

44

43

42

41

40

39

38

37

36

35

34

33

32

31

30

29

28

27

26

25

24

23

22

21

20

19

18

17

16

15

14

13

12

11

10

9

8

7

6

5

4

3

2

1

Ítem 27. Nombre de la franja

Arancel total del SAFP-AV aplicable a terceros países

1275
2 6

1

2

3

FRANJA DE LA CARNE DE CERDO

FRANJA DE LOS TROZOS DE POLLO

FRANJA DE LA LECHE ENTERA

0203299000

0203110000

0203120000

0203191000

0203192000

0203193000

0203199000

0203210000

0203220000

0203291000

0203292000

0203293000

0210120000

0210190000

1601000000

1602410000

1602420000

0207140000

0207110000

0207120000

0207130000

0207260000

0207270000

0207430000

0207440000

0207450000

0207530000

0207540000

0207550000

1602311000

1602321000

1602391000

0402211900

0401100000

0401200000

0401400000

0401500000

0402101000

0402109000

0402211100

0402219100

0402219900

0402291100

0402291900

0402299100

0402299900

0402911000

0402919000

0402999000

31

31

31

31

31

31

31

31

31

31

31

31

31

31

31

31

31

67

67

67

67

67

67

67

67

67

67

67

67

67

67

67

0

0

0

0

X

X

X X

X

X

X

X

X

X

X

X

X

X

X

X

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1
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49

48

47

46

45

44

43

42

41

40

39

38

37

36

35

34

33

32

31

30

29

28

27

26

25

24

23

22

21

20

19

18

17

16

15

14

13

12

11

10

9

8

7

6

5

4

3

2

1
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Arancel total del SAFP-AV aplicable a terceros países

1275
3 6

4

5

6

FRANJA DEL TRIGO

FRANJA DE LA CEBADA

FRANJA DEL MAÍZ AMARILLO

0404109000

0404900000

0405100000

0405200000

0405902000

0405909000

0406300000

0406904000

0406905000

0406906000

0406909000

1001190000

1001991010

1001991090

1001992000

1101000000

1103110000

1108110000

1902190000

1003900010

1003900090

1107100000

1107200000

1005901100

0207240000

0207250000

0207410000

0207420000

0207510000

0207520000

0207600000

1005903000

1005904000

1005909000

1007900000

1108120000

1108190000

1702302000

1702309000

1702401000

1702402000

2302100000

2302300000

2302400000

2308009000

2309109000

2309901000

2309909000

3505100000

1

1

1

1

1

1

1

1

1

10

10

10

10

10

10

10

15

18

18

18

18

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

43

X

X

X

X

X

2

2
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48

47

46

45

44

43

42

41

40

39

38

37

36

35

34

33

32

31

30

29

28

27

26

25

24

23

22

21

20

19

18

17

16

15

14

13

12

11

10

9

8

7

6

5

4

3

2
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Arancel total del SAFP-AV aplicable a terceros países

1275
4 6

7

8

9

10

FRANJA DEL MAÍZ BLANCO

FRANJA DE LA SOYA EN GRANO

FRANJA DE ACEITE CRUDO DE SOYA

FRANJA DE ACEITE CRUDO DE PALMA

3505200000

1005901200

1102200000

1201900000

1202410000

1202420000

1205109000

1205909000

1206009000

1207409000

1207999100

1207999900

1208100000

1208900000

2301201100

2301201900

2304000000

2306100000

2306300000

2306900000

1507100000

1507901000

1507909000

1508100000

1508900000

1512111000

1512112000

1512191000

1512192000

1512210000

1512290000

1514110000

1514190000

1514910000

1514990000

1515210000

1515290000

1515500000

1515900010

1515900090

1511100000

1501100000

1501200000

1501900000

1502101000

1502109000

1502901000

1502909000

1503000000

43

33

15

15

15

15

15

15

15

15

15

15

15

15

15

15

15

15

15

34

34

34

34

34

34

34

34

34

34

34

34

34

34

34

34

34

34

34

34

29

27

27

27

27

27

27

27

27

X

X

X

X

X 3
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49

48

47

46

45

44

43

42

41

40

39

38

37

36

35

34

33

32

31

30

29

28

27

26

25

24

23

22

21

20

19

18

17

16

15

14

13

12

11

10

9

8

7

6

5
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3

2
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1275
5 6

11

12

13

FRANJA DEL AZUCAR CRUDO

FRANJA DEL AZUCAR BLANCO

FRANJA ARROZ BLANCO

1506001000

1506009000

1511900000

1513110000

1513190000

1513211000

1513291000

1515300000

1516200000

1517100000

1517900000

1518001000

1518009000

3823110000

3823120000

3823190000

1701140000

1701120000

1701999000

1701910000

1701991000

1702600000

1702902000

1702903000

1702904000

1702909000

1703100000

1703900000

1006300090

1006109000

1006200000

1006400000

27

27

29

29

29

29

29

29

29

29

29

29

29

27

27

27

54

54

56

56

56

56

56

56

56

56

56

56

X

X

X X

X

X

X

4

4

4

4
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4

33. Nota No.: 34. Texto de la nota

5

33. Nota No.: 34. Texto de la nota

6

33. Nota No.: 34. Texto de la nota

7
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8

33. Nota No.: 34. Texto de la nota

9

33. Nota No.: 34. Texto de la nota

10

1275

34. Texto de la nota

Notas del Sistema Andino de Franjas de Precios - SAFP

6 6

1

2

3

4

Establecer un arancel de 98% para la importación de leche y nata (crema) clasificada por la partida  arancelaria 04.02, por tal motivo estos productos no
estarán sujetos al mecanismo de franja de precios, de acuerdo con lo establecido en el Decreto 2906 de 2010.

Establecer un arancel de 94%  para la importación de lactosuero clasificados por las subpartidas arancelarias 0404.10.90.00 y 0404.90.00.00,  por tal
motivo estos productos no estarán sujetos al mecanismo de franja de precios, de acuerdo con lo establecido en el Decreto 2112 de 2009.

Establecer un arancel de 40% para la importación
de maíz blanco, clasificado por la subpartida arancelaria 1005.90.12.00,
el cual regirá desde el 25 de enero de 2010 de acuerdo a lo establecido en
el decreto 140 de 2010. Este arancel no se aplicará a las mercancías que
estén amparadas con certificados de índice base de subasta agropecuaria
(IBSA), expedidos en virtud de los decretos 430 y 1873 de 2004 y 4676 de
2007.

De acuerdo con lo dispuesto en el Decreto 873 de 2005, modificado parcialmente por el Decreto 4600 de 2008, el arancel para las subpartidas
correspondientes al arroz (1006.10.90.00, 1006.20.00.00, 1006.30.00.90 y 1006.40.00.00) es de 80%; salvo el arroz que se haya importado dentro del
cupo de 75.118 toneladas, las cuales ingresarán al territorio nacional con un arancel de 0%.

(C. F.).
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Entidades Financieras  
de Naturaleza Especial

Instituto Colombiano de Crédito Educativo  
y Estudios Técnicos en el Exterior

Acuerdos

ACUERDO NÚMERO 031 DE 2014
(agosto 27)

por el cual se modifica el Acuerdo número 029 del 6 de agosto de 2014.
La Junta Directiva del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos 

en el Exterior (Icetex), en ejercicio de sus facultades legales y estatutarias en especial de las 
que le confiere la Ley 1002 de diciembre 30 de 2005, el numeral 1 del artículo 9° del Decreto 
número 1050 del 6 de abril de 2006, el Acuerdo número 013 del 24 de febrero de 2007, y

CONSIDERANDO:
Que la Junta Directiva en sesión del 31 de julio de 2014, aprobó la modificación al 

Manual de Inversiones, presentado por la Vicepresidencia Financiera.
Que mediante el Acuerdo número 029 del 6 de agosto de 2014 de la Junta Directiva, 

quedó adoptada y aprobada la modificación al Manual de Inversiones, en cuanto a la elabo-
ración del modelo de Portafolio Eficiente, dado que esta actividad es propia de la gestión y 
administración de inversiones, velando por mantener una adecuada segregación de funciones 
entre las actividades de front, middle y back office.

Que el artículo 1º del Acuerdo número 029 del 6 de agosto de 2014, establece la modi-
ficación que se realiza al Capítulo 6, numeral 6.2. Políticas de Inversión y Estructuración 
de Portafolio de Inversiones.

Que cotejado el artículo 1º del Acuerdo número 029 del 6 de agosto de 2014, con el 
desarrollo integral del Manual, se hace necesario reformar el artículo en mención a fin que 
corresponda literalmente a la modificación realizada en el Capítulo 6, numeral 6.2., Políticas 
de Inversión y Estructuración de Portafolio de Inversiones.

Que de conformidad con el artículo 45 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, es viable corregir de oficio los errores formales contenidos 
en los actos administrativos, siempre y cuando no cambie el sentido material de la decisión, 
en este caso la aprobación de la Junta Directiva del Icetex.

En virtud de lo anterior;
ACUERDA:

Artículo 1º. Modificar el artículo 1º del Acuerdo número 029 del 6 de agosto de 2014, 
el cual quedará de la siguiente forma:

Artículo 1°. Modificar el Manual de Inversiones del Icetex, en el siguiente aspecto:
CAPÍTULO 6

Numeral 6.2 Políticas de Inversión y Estructuración de Portafolio de Inversiones, 
Literal d) el cual quedará: 

“Utilizar la metodología de Portafolio Eficiente para actividades de análisis por parte 
de la Vicepresidencia Financiera. Dicha metodología permite a los gestores de portafolios 
de inversión hacer un benchmark de su portafolio frente al propuesto, para conocer cuál es 
su desempeño en términos de rentabilidad-riesgo.”

Artículo 2º. Vigencia y derogatorias. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su 
publicación y modifica el artículo 1° del Acuerdo número 029 del 6 de agosto de 2014 y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá D. C. a 27 de agosto de 2014.
La Presidenta,

Patricia Martínez Barrios.
El Secretario,

Campo Elías Vaca Perilla.
(C. F.).

Establecimientos Públicos

Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 001172 DE 2014
(agosto 22)

por la cual se actualiza la conformación y reglamento del Comité de Conciliación 
del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

El Director General, en uso de sus facultades legales y reglamentarias, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 75 de la Ley 446 de 1998 prevé la creación de un Comité de Conciliación 
en las entidades públicas.

Que el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, estableció que en los asuntos en materia 
contencioso-administrativa que sean conciliables, constituye requisito de procedibilidad el 
trámite de la Conciliación Extrajudicial, esto es, en las acciones previstas en los artículos 
85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan.

Que de conformidad con el inciso segundo del artículo 15 del Decreto 1716 de 2009, la 
sentidades de derecho público, los organismos públicos del orden nacional, departamental, 
distrital, los municipios que sean capital de departamento y los entes descentralizados de 
estos mismos niveles, pondrán en funcionamiento los comités de conciliación, de acuerdo 
con las reglas que se establecen en el referido decreto.

Que el mencionado Decreto establece las reglas y procedimientos para que las entidades 
de derecho público, los organismos públicos del orden nacional, departamental, distrital, los 
municipios que sean capital de departamento y los entes descentralizados de estos mismos 
niveles, pongan en funcionamiento sus Comités de Conciliación para lo cual estableció sus 
funciones y competencias. 

Que así mismo, el Decreto en mención reglamentó el artículo 13 de la Ley 1285 de 
2009, modificatoria de la Ley 270 de 1996-Estatutaria de la Administración de Justicia, 
estableciendo que podrán conciliar, total o parcialmente las entidades públicas por con-
ducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de 
los cuales pueda conocer la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las 
acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o 
en las normas que los sustituyan. 

Que de igual forma, la Ley 1437 de 2011, en su artículo 142 establece que cuando el 
Estado haya debido hacer un reconocimiento indemnizatorio con ocasión de una condena, 
conciliación u otra forma de terminación de conflictos que sean consecuencia de la conducta 
dolosa o gravemente culposa del servidor o ex servidor público o del particular en ejerci-
cio de funciones públicas, la entidad respectiva deberá repetir contra estos por lo pagado, 
repetición que podrá intentarse también mediante el llamamiento en garantía dentro del 
proceso de responsabilidad contra la entidad pública. 

Que la Directiva Presidencial 05 de mayo 22 de 2009, impartió directrices para el co-
rrecto ejercicio de la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad en materia 
contenciosa administrativa. 

Que mediante Resolución número 482 de 2002 del 7 de octubre de 2002, el Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, conformó el Comité de Conciliación en 
el Instituto y aquel reguló su funcionamiento mediante Acuerdo número 001-2010 del 12 
de noviembre de 2010. 

Que se hace necesario actualizar dichos actos administrativos de acuerdo a la norma-
tividad vigente sobre la materia. 

Que en mérito de lo expuesto, 

RESUELVE:

Artículo 1°. Integración del Comité de Conciliación. El Comité de Conciliación del 
Instituto Nacional de Medicina Legal y ciencias Forenses, estará integrado por los siguientes 
funcionarios, quienes concurrirán con voz y voto y serán miembros permanentes: 

1. El Director General.

2. El Secretario General. 

3. El Subdirector Administrativo y Financiero. 

4. El Subdirector de Servicios Forenses. 

5. El Jefe de la Oficina Jurídica.

Artículo 2°. De la naturaleza del Comité de Conciliación. De conformidad con lo 
establecido por el artículo 16 del Decreto 1716 de 2009, el Comité de Conciliación es una 
instancia administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de políticas 
sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la entidad, así como 
decidir, en cada caso específico, sobre la procedencia de la conciliación o de cualquier otro 
medio alternativo de solución de conflictos, con sujeción estricta a las normas jurídicas 
sustantivas, procedimentales y de control que se hallaren vigentes. 

Artículo 3°. De los principios. El Comité de Conciliación del Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses y los servidores públicos que intervengan en sus se-
siones, ya sean como miembros permanentes del mismo o en calidad de invitados, obrarán 
inspirados en los principios de legalidad, igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad 
e imparcialidad y tendrán como propósito fundamental proteger los intereses de la entidad y 
el patrimonio público y, en esa medida, deberán propiciar y promover, cuando a ello hubiere 
lugar, la utilización exitosa de los métodos alternativos de solución de conflictos establecidos 
en la ley, evitando a toda costa su prolongación innecesaria en el tiempo. 

Artículo 4°. De las funciones del Comité de Conciliación. El Comité de Conciliación del 
Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses ejercerá las siguientes funciones: 

1. Formular, diseñar y ejecutar las políticas de prevención del daño antijurídico que deben 
regir en todas las dependencias del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 

2. Diseñar las políticas generales que orientarán la defensa de los intereses de la entidad.
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3. Estudiar y evaluar los procesos que cursen o hayan cursados en contra del Instituto, 
con el fin de poder determinar las causas que generaron los conflictos, el índice de condenas, 
los tipos de daño por los cuales resulta demandado o condenado y las insuficiencias en las 
actuaciones administrativas, así como las deficiencias de las actuaciones procesales por 
parte de los apoderados, con el objeto de proponer correctivos a todo nivel. 

4. Fijar directrices institucionales para la aplicación de los mecanismos de arreglo directo, 
tales como la transacción y la conciliación, sea esta judicial o extrajudicial, sin perjuicio de 
su estudio y decisión en cada caso concreto. 

5. Determinar, en cada caso, la procedencia o improcedencia de la conciliación y señalar 
la posición institucional que fije los parámetros dentro de los cuales el representante legal 
o el apoderado actuará en las audiencias de conciliación. 

Para tal efecto, el Comité de Conciliación, previa la exposición que el abogado designado 
haga sobre los recientes pronunciamientos de las altas cortes, deberán analizar las pautas 
jurisprudenciales consolidadas, de manera que se concilie en aquellos casos donde exista 
identidad de supuestos con la jurisprudencia reiterada de acuerdo con la figura jurídica de 
extensión de la jurisprudencia. 

6. Evaluar los procesos que hayan sido fallados en contra de la entidad con el fin de 
determinar la procedencia del medio de control de repetición e informar al Coordinador 
de los agentes del Ministerio Público ante la Jurisdicción en lo Contencioso Administrati-
vo, las correspondientes decisiones anexando copia de la providencia condenatoria, de la 
prueba de su pago y señalando el fundamento de la decisión en los casos en que se decida 
la procedencia o no de instaurar el medio de control referido. 

7. Determinar la procedencia o improcedencia del llamamiento en garantía con fines 
de repetición. 

8. Definir los criterios para la selección de abogados externos que garantice su idoneidad 
para la defensa de los intereses públicos y realizar seguimiento sobre los procesos a ellos 
encomendados. 

9. Designar al funcionario, preferentemente un profesional del Derecho, que ejercerá 
la secretaría técnica del comité. 

10. Las demás acordes con su naturaleza y objetivos. 

Artículo 5°. Del Presidente. El Comité de Conciliación estará presidido por quien 
ejerza la Dirección General del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 

Artículo 6°. De la Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica será ejercida por un fun-
cionario de la institución, preferiblemente abogado de la oficina jurídica, designado por 
la mayoría simple de los votos de los miembros del Comité de Conciliación del Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y cumplirá las siguientes funciones: 

1. Comunicar a los miembros del Comité de Conciliación y a los invitados, las convoca-
torias a sesiones ordinarias y extraordinarias que haga el presidente o quien esté autorizado. 

2. Elaborar las actas de cada sesión del comité, las cuales deberán ser suscritas por el 
presidente y por el secretario del Comité. 

3. Elaborar las certificaciones de las decisiones del Comité, con destino a la autoridad 
convocante a la audiencia de conciliación. 

4. Verificar el cumplimiento de las decisiones adoptadas por el comité. 

5. Preparar informe semestral de gestión del comité y de la ejecución de sus decisiones, 
que será enviado a la Agencia de Defensa Jurídica del Estado, enviando copia a los miembros 
del Comité y a la Oficina de Control Interno del Instituto. 

6. Proyectar y someter a consideración del comité la información que este requiera para 
la formulación y diseño de políticas de prevención de daño antijurídico y de defensa de los 
intereses del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 

7. Informar al Coordinador de los agentes del Ministerio Público, ante la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo, acerca de las decisiones que el comité adopte respecto 
de la procedencia o no de instaurar el medio de control de repetición. 

8. Mantener en secretaría, a disposición de los miembros del Comité, las normas que 
regulan los métodos alternos de solución de conflictos y la jurisprudencia relacionada con 
el tema. 

9. Las demás que le sean asignadas por el comité. 

Parágrafo 1°. La designación o el cambio del Secretario Técnico deberá ser informado 
inmediatamente por el Presidente del Comité de Conciliación a la Agencia Nacional de 
Defensa Jurídica del Estado. 

Parágrafo 2°. Cuando por cualquier situación administrativa el secretario técnico no 
pueda asistir a las sesiones del Comité, el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica designará por 
escrito, un servidor público de esa dependencia para que actúe como secretario técnico ad 
hoc en las respectivas sesiones. 

Artículo 7°. De las Sesiones del Comité. El comité de conciliación se reunirá de manera 
ordinaria al menos dos (2) veces al mes en la Sala de Juntas de la Dirección General. 

Así mismo, se reunirá extraordinariamente en los siguientes eventos: 

1. Cuando lo estimen conveniente al menos dos (2) de sus miembros. 

2. Cuando se encuentran acumulados dos (2) o más informes de los apoderados que 
representen los intereses de la Entidad. 

3. Cuando las circunstancias lo exijan y el Jefe de la Oficina Jurídica lo solicite. 

Artículo 8°. De la convocatoria a las sesiones. Corresponde al presidente del Comité 
de Conciliación efectuar la convocatoria a sesiones ordinarias y extraordinarias, mediante 
comunicación electrónica remitida por el secretario técnico a cada uno de los miembros del 
Comité y a quienes deban intervenir como invitados, con una anticipación no menor de tres 
(3) días hábiles. No obstante, podrán hacerse programaciones semestrales de las sesiones 
respectivas, mediante circular emitida por la Dirección General del Instituto. 

De la misma manera, cuando lo considere necesario, el presidente podrá, por iniciativa 
propia o por solicitud de cualquier miembro del Comité, invitar a las sesiones del Comité 
a un funcionario de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

La ficha del caso por presentar en la sesión correspondiente, será enviada a los miem-
bros del Comité, a más tardar, el día hábil anterior a la fecha de la sesión, fichas que serán 
elaboradas por los apoderados o designados de la entidad, que contengan el análisis y la 
recomendación jurídica, junto con los soportes respectivos, con el fin de que los Miembros 
del Comité realicen el estudio del caso. 

Artículo 9°. De la inasistencia a las sesiones. Cuando alguno de los miembros del Comité 
no pueda asistir a una sesión deberá comunicarlo por escrito, enviando al Secretario Técnico 
la correspondiente excusa con la indicación de las razones de su inasistencia, a más tardar 
dentro de los tres (3) días siguientes a la correspondiente sesión. 

En la respectiva acta de la sesión del Comité, el Secretario dejará constancia de la 
asistencia de los miembros e invitados y, en caso de inasistencia, así lo señalará indicando 
si presentó justificación en los términos del presente artículo. 

Artículo 10. Del quórum y mayorías. El Comité de Conciliación sesionará válidamente 
por lo menos con tres (3) de sus miembros permanentes y sus decisiones se adoptarán por 
mayoría simple. Cuando sea par el número de miembros permanentes que asistan a la sesión 
y se presente un empate en la decisión, el Presidente del Comité designará a un funcionario 
del nivel directivo de la entidad para que participe en la votación o se convocará a una 
nueva sesión que deberá tener lugar dentro de las veinticuatro (24) horas hábiles siguientes. 

Artículo 11. De los asistentes. A las sesiones del Comité de Conciliación del Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses asistirán con derecho a voz y voto los 
funcionarios indicados en el artículo primero de la presente Resolución. De la misma ma-
nera, a ellas deberán concurrir también con derecho a voz pero sin voto los apoderados que 
representen a la entidad o designados en cada proceso o actuación prejudicial o judicial, 
el Jefe de la Oficina de Control Interno o quien haga sus veces, el Secretario Técnico del 
Comité y los servidores públicos que por razón de sus funciones deban concurrir en calidad 
de invitados. 

Así mismo, cuando se invite al funcionario de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado, podrá asistir con derecho a voz pero sin voto. 

Artículo 12. De la intervención de los apoderados o abogados designados. La interven-
ción de los apoderados o abogados designados en las sesiones del Comité de Conciliación, 
estarán sujetos a las siguientes disposiciones: 

1. Cuando las autoridades competentes señalen fecha y hora para la celebración de las 
audiencias prejudiciales o judiciales en las cuales deba participar el Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses, el apoderado o abogado designado para el análisis 
jurídico, deberá radicar ante la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación la citación 
y la ficha jurídica que contiene los datos del caso, el análisis jurídico y la recomendación 
que estime pertinente con los soportes documentales a que haya lugar y con una antelación 
no menor de cinco (5) días hábiles a la fecha de reunión del Comité. 

2. El día de la sesión, el apoderado de la Entidad o el abogado designado deberá hacer 
presentación verbal del caso que incluya la recomendación que considere conveniente a 
los intereses patrimoniales de la Entidad y deberá absolver las dudas e inquietudes que se 
le formulen. 

Parágrafo 1°. En aquellos casos en que el Comité haya considerado no presentar fór-
mula de conciliación, aun así el apoderado deberá acudir a la audiencia de conciliación 
extrajudicial o judicial respectiva para exponer los motivos que le asisten para no conciliar, 
con la respectiva acta o la certificación que para tales efectos expide el secretario del Co-
mité de Conciliación del Instituto, en donde consta la decisión adoptada por el Comité de 
Conciliación de la Entidad. 

Parágrafo 2°. Los Miembros del Comité de Conciliación, una vez realizado el estudio 
del caso, el cual pueden comparar, complementar o adicionar con el análisis y la recomen-
dación jurídica, tomarán la decisión que estimen conveniente para la Entidad, de acuerdo 
con la mayoría exigida. 

Parágrafo 3°. Cuando el apoderado de la Entidad sea el abogado de una de las Direccio-
nes Regionales, estos deberán desplazarse a la ciudad de Bogotá, sede central del Instituto, 
con el fin de exponer ante el Comité de Conciliación las razones de hecho y de derecho que 
sustentan tanto la solicitud de conciliación como la recomendación jurídica de cada caso, 
para lo cual, previamente deberán radicar en la Secretaría Técnica del Comité de Concilia-
ción, la citación y la ficha jurídica que contiene los datos del caso, el análisis jurídico y la 
recomendación que estime pertinente con los soportes documentales a que haya lugar, con 
una antelación no menor a cinco (5) días hábiles a la fecha de reunión del Comité. 

Artículo 13. Reunión previa. Antes de la presentación de la solicitud de conciliación ante 
el comité, se realizará una reunión en la cual participarán el Jefe de la Oficina Jurídica, el 
abogado de la Oficina Jurídica asignado a la respectiva Regional, el abogado de la Dirección 
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Regional que presentará el caso y el Secretario Técnico del Comité de Conciliación, en la 
cual se discutirán y unificarán los criterios jurídicos relacionados con el asunto. 

Parágrafo. Con el fin de cumplir con lo dispuesto en el artículo anterior, es necesario 
que el respectivo abogado de la Dirección se desplace con un (1) día de anticipación, a la 
fecha y hora en que se llevará a cabo la sesión del Comité, para lo cual deberá gestionar 
ante la Dirección Regional lo pertinente a viáticos y gastos de desplazamiento. 

Artículo 14. De las conciliaciones promovidas por el Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses. Cuando la Oficina Jurídica del Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses estime conveniente y oportuno promover la celebración de un 
acuerdo conciliatorio o una transacción con un particular o una entidad pública, deberá so-
meter a consideración del Comité de Conciliación de la Entidad un proyecto de la solicitud 
que se pretenda enviar al interesado, debidamente acompañada de los anexos y soportes 
respectivos y de un análisis relacionado con la conveniencia y viabilidad del trámite. 

El abogado encargado de adelantar el trámite anteriormente mencionado, efectuará una 
exposición verbal ante los miembros del Comité, quienes luego de estudiar la situación y 
analizar las ventajas o desventajas de adelantar el trámite propuesto, decidirán si es o no 
procedente. 

Artículo 15. De las decisiones del Comité. Una vez se haya surtido la intervención del 
apoderado de la entidad, los miembros del Comité deliberarán sobre el asunto sometido 
a su consideración y adoptarán las determinaciones que estimen convenientes, las cuales 
serán de obligatorio cumplimiento para los apoderados que representen a la Institución. 

De las decisiones adoptadas por el Comité de Conciliación se dejará constancia en el 
acta de la respectiva sesión, acompañada de los escritos y soportes a que se hace mención 
en los artículos precedentes. Cuando el Comité considere improcedente o inconveniente 
celebrar el arreglo conciliatorio, se dejará constancia expresa en el acta de las razones en 
que se fundamenta su decisión. 

Artículo 16. Imparcialidad, transparencia y autonomía en la adopción de decisiones. 
Con el fin de garantizar el principio de imparcialidad, transparencia y autonomía en la adop-
ción de las decisiones, si alguno de los miembros del Comité de Conciliación se encuentra 
incurso en alguna causal de impedimento de las establecidas en la normatividad vigente, 
deberá informarlo al Comité con anterioridad al inicio de las deliberaciones de los asuntos 
sometidos a su consideración; los demás miembros del Comité decidirán si procede o no 
el impedimento, lo cual se hará constar en la respectiva acta. 

Los miembros del Comité podrán ser recusados por quien tenga interés legítimo en el 
tema a tratar, para lo cual se surtirá el mismo trámite que para el impedimento. 

Si se admite la manifestación de impedimento o de recusación y esa decisión conlleva a 
la descomposición del quórum para decidir, el presidente del Comité designará un miembro 
ad hoc, del nivel directivo, para que lo reemplace. 

Tanto para los miembros del Comité como para quienes tengan actuación en el mismo, 
también se aplicará el artículo 40 de la Ley 734 de 2002 que establece que “Todo servidor 
público deberá declararse impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular 
y directo en su regulación, gestión, control o decisión, o lo tuviere su cónyuge, compañero 
o compañera permanente, o algunos de sus parientes dentro del cuarto grado de consan-
guinidad, segundo de afinidad o primero civil, o su socio o socios de hecho o de derecho. 

Artículo 17. Salvamento y aclaración de voto. Los miembros del Comité que se aparten 
de las decisiones adoptadas por la mayoría de sus miembros deberán expresar las razones 
que motivaron su disenso, de las cuales se dejará constancia expresa en el acta. 

Artículo 18. De la suspensión de las sesiones. Cuando en el transcurso de la sesión 
del Comité de Conciliación, se presenten circunstancias que a juicio de los miembros del 
Comité de Conciliación, del apoderado de la entidad o del abogado que realiza el análisis 
jurídico respectivo, que hagan necesario un replanteamiento o revisión de la situación que 
se analiza para la toma de una decisión, el Comité, por mayoría simple de los asistentes, 
podrá suspender de la reunión, con el objeto de que en la próxima sesión se presente a 
consideración del Comité las apreciaciones y recomendaciones a que haya lugar. 

Artículo 19. De la revisión de las decisiones. Cuando en el curso de la audiencia de 
conciliación se presenten circunstancias nuevas que a juicio del apoderado de la entidad, 
hagan necesario un replanteamiento o revisión de las determinaciones adoptadas por el 
Comité de Conciliación, aquel procederá a solicitar al funcionario competente que se de-
crete la suspensión de la audiencia o se convoque a una nueva, con el objeto de presentar 
a consideración del Comité, un escrito en el cual dejará consignadas sus apreciaciones y 
recomendaciones. En dichas circunstancias, el Comité adoptará la decisión que estime más 
conveniente, luego de analizar los planteamientos del apoderado de la entidad. 

Artículo 20. Del llamamiento en garantía. Si del informe y de los soportes presentados 
ante el Comité por el apoderado de la entidad, se infiere que el daño antijurídico por el cual 
se demanda conciliación tuvo origen en una conducta dolosa o gravemente culposa de un 
servidor o ex servidor público determinado, se le impartirá instrucciones a aquel para que 
proceda a efectuar el correspondiente llamamiento en garantía dentro de la oportunidad 
procesal establecida y conforme se establece en la norma que lo consagra.

Artículo 21. Del medio de control de repetición. Cuando el Instituto haya debido hacer 
un reconocimiento indemnizatorio con ocasión de una condena, conciliación u otra forma 
de terminación de conflictos que sean consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 
culposa del servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, 
el Comité de Conciliación deberá analizar y decidir sobre la procedencia de repetir contra 
aquellos por lo pagado. Para tal efecto, el ordenador del gasto deberá remitir al Comité 

de Conciliación el acto administrativo que dispuso el pago y la certificación expedida por 
el Coordinador del Grupo Nacional de Gestión de Tesorería que acredite el desembolso. 

Artículo 22. Del Informe de Conciliación. Una vez se ha llevado a cabo la conciliación 
judicial o extrajudicial, el apoderado de la Entidad dentro de los 5 días siguientes de ocurrida 
la misma, presentará al Comité de Conciliación un informe del resultado obtenido, con el 
fin de verificar los alcances del acuerdo conciliado. Una vez aprobada la conciliación por 
el Juez competente, el abogado asignado deberá de inmediato adelantar las gestiones nece-
sarias ante las dependencias competentes para propender por el pago del valor conciliado. 

Artículo 23. De la proposición de correctivos. Con el objeto de proponer los correctivos 
que se estimen oportunos y determinar las medidas que deban adoptarse para prevenir la cau-
sación de daños antijurídicos, el Comité de Conciliación, de conformidad con lo dispuesto en 
el Decreto 1716 de 2009 y las normas que lo complementen, modifiquen o sustituyan deberá 
estudiar y evaluar los procesos que cursen o hayan cursado en contra de esta Institución, así 
como también las decisiones adoptadas por las autoridades jurisdiccionales competentes. 

Las directrices del Comité de Conciliación del Instituto, se darán a conocer a todas las 
Direcciones Regionales, Subdirecciones, Oficinas Asesoras y servidores públicos del Instituto 
a través de instructivos, memorandos u oficios que se emitirán a través de la Oficina Jurídica. 

Artículo 24. Trámite y aprobación de las actas. El secretario técnico deberá remitir a 
los miembros del comité, el proyecto de acta, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes 
a la correspondiente sesión para la respectiva revisión y aprobación. 

Artículo 25. Archivos del comité de conciliación y de su secretaría técnica. El Archivo del 
Comité de Conciliación y el de su Secretaría reposarán en la Oficina Jurídica de la Entidad. 

Parágrafo. Las solicitudes de copias auténticas de las actas y expedición de certificaciones 
sobre las mismas, serán tramitadas por el Secretario del Comité. 

Artículo 26. De la vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publi-
cación y deja sin efectos la Resolución número 482 del 7 de octubre de 2002 y el Acuerdo 
número 001-2010-C.C. 

Publíquese y cúmplase. 

22 de agosto de 2014.

Carlos Eduardo Valdés Moreno
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Empresas Industriales  
y Comerciales del Estado

Fondo Nacional del Ahorro

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 161 DE 2014
(agosto 20)

Por medio de la cual se Reglamenta el Comité Interno de Desembolsos  
del producto Crédito Constructor del Fondo Nacional del Ahorro.

El Presidente del Fondo Nacional del Ahorro “Carlos Lleras Restrepo”, en uso de sus 
facultades legales, estatutarias y en especial las otorgadas por el artículo 18 del Decreto 
1454 de 1998, el Acuerdo 2011 de 2014, y

CONSIDERANDO:
Que el Fondo Nacional del Ahorro “Carlos Lleras Restrepo”, en adelante FNA, fue 

creado como establecimiento público mediante el Decreto Ley 3118 de 1968, transforma-
do mediante la Ley 432 de 1998 en empresa industrial y comercial del Estado de carácter 
financiero del orden nacional, organizado como establecimiento de crédito de naturaleza 
especial, con personería jurídica, autonomía administrativa y capital independiente.

Que el artículo segundo de la Ley 432 de 1998 señala como objeto del FNA administrar 
de manera eficiente las cesantías y contribuir a la solución de problema de vivienda y de 
educación de sus afiliados, con el fin de mejorar su calidad de vida, convirtiéndose en una 
alternativa de capitalización social.

Que de conformidad con el parágrafo 1° del artículo 26 de la Ley 1469 de 2011, el FNA 
podrá otorgar crédito constructor a los promotores de desarrollo de Macro Proyectos de Interés 
Social Nacional, de Proyectos Integrales de Desarrollo Urbano y de Proyectos de Vivienda. 

Que de conformidad con el Reglamento de Crédito Constructor, Acuerdo 2011 de 
2014, los desembolsos del crédito constructor serán mensuales de acuerdo al porcentaje de 
avance de obra y previa autorización del Comité de Desembolsos cuya creación dispuso el 
Reglamento de Crédito Constructor.

Que se hace necesario reglamentar el Comité de Desembolsos de conformidad con lo 
previsto en el Reglamento de Crédito Constructor.

Por las anteriores consideraciones,
RESUELVE:

Artículo 1°. Objeto. Reglamentar el Comité Interno de Desembolsos del producto 
Crédito Constructor Profesional el cual se encargará de autorizar los desembolsos para los 
Créditos Constructor Profesional.
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Artículo 2°. Conformación. El Comité de Desembolsos, estará conformado por los 
siguientes funcionarios:

1. El Vicepresidente de Cesantías y Crédito.
2. El Jefe de la División de Crédito.
3. El Jefe de la División de Cartera.
Parágrafo 1°. La asistencia al Comité es indelegable.
Parágrafo 2°. El Comité Interno de Desembolsos designará el Secretario del Comité, 

quien se encargará de elaborar las actas de las sesiones del Comité, las cuales serán firmadas 
por los miembros asistentes. 

Artículo 3°. Quórum. El Comité sesionará y tomará decisiones con al menos 2 (dos) 
de sus miembros. 

Artículo 4°. Funciones. Las funciones del Comité Interno de Desembolsos, serán las 
siguientes:

1. Revisar y verificar el (los) informe(s) de las inversiones y los avances de obra real, 
comparados con el presupuesto de obra y flujo de fondos presentados para la aprobación 
de Crédito, proporcionado por el perito externo o el supervisor financiero asignado al 
proyecto, según corresponda.

2. En los casos que se constituya Patrimonio Autónomo a través de contrato de Fiducia 
Mercantil, efectuar la revisión y evaluación de la disponibilidad de los recursos para el 
proyecto de acuerdo al informe entregado por el Supervisor Financiero.

3. Autorizar los desembolsos de acuerdo al (los) informe(s) de avance de obra.
4. En caso de presentarse modificaciones en las características del proyecto, los miembros 

del Comité Interno de Desembolsos podrán solicitar la evaluación por parte del Comité 
Nacional de Crédito Constructor.

5. Las demás que sean necesarias para el buen funcionamiento del Comité.
Artículo 5°. Periodicidad de las reuniones. El Comité Interno de Desembolsos deberá 

reunirse como mínimo una vez al mes o cada vez que se requiera de acuerdo a las necesi-
dades de desembolsos.

Artículo 6°. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición 
y deroga las normas que le sean contrarias.

Comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 20 de agosto de 2014.
El Presidente,

Ricardo Arias Mora
(C. F.)

V a r i o s

Fiscalía General de la Nación

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 0 1492 DE 2014
(agosto 21)

por medio de la cual se actualizan unos protocolos del Subproceso Policía Judicial, que 
hace parte del Proceso Penal, relacionados con la actividad criminalística de Genética y se 
modifica parcialmente el artículo 3° de la Resolución 0-3276 del 10 de septiembre de 2013.

El Fiscal General de la Nación, en uso de sus atribuciones legales, y en especial las 
que le confiere el numeral 19 del artículo 4° del Decreto-ley 016 del 9 de enero de 2014, y 

CONSIDERANDO:
Que mediante Resolución 0-3276 del 10 de septiembre de 2013, en su artículo 3° se 

actualizan los documentos del subproceso de Policía Judicial que hace parte del Proceso 
Penal, relacionados con la actividad criminalística de Genética así: 

Código Versión Denominación
FGN-42100-GE-PR-15 04 Amplificación del ADN Humano Nuclear mediante PCR-1. 
FGN-42100-GE-PR-19 04 Tipificación de ADN por Electroforesis. 
FGN-42100-GE-PR-20 02 Amplificación de ADN Humano Nuclear mediante PCR-2. 
FGN-42100-GE-PR-21 02 Tipificar de ADN por Electroforesis Capilar 2.

Que debido a la implementación de la norma NTC-ISO/IEC 17025:2005 en el Grupo de 
Genética del Departamento de Criminalística – Cuerpo Técnico de Investigación y teniendo 
en cuenta la auditoría de ampliación del alcance de acreditación por parte del Organismo 
Nacional de Acreditación (ONAC) que se efectuó el 25 y 26 de marzo del año en curso, se 
realizaron las modificaciones necesarias a los documentos que influyen en: (i) el desarrollo 
de los ensayos de “Amplificación del ADN Humano Nuclear mediante PCR-1”, “Tipifi-
cación de ADN por Electroforesis”, “Amplificación de ADN Humano Nuclear mediante 
PCR-2” y “Tipificación de ADN por Electroforesis Capilar-2”, (ii) en la interpretación de 
los resultados obtenidos, y iii) en los informes periciales emitidos. 

Que mediante formato de solicitud de cambio en los documentos internos (FGN-
14100-F-02, versión 5), remitido por Juan Carlos León Lagos, Jefe del Departamento de 
Criminalística (e), con Oficio 20144200001663 del 18 de julio de 2014, solicitó la modi-
ficación de los protocolos: FGN-42100-GE-PR-15, versión 4, “Amplificación del ADN 
Humano Nuclear mediante PCR-1”, FGN-42100-GE-PR-19, versión 4, “Tipificación de 

ADN por electroforesis capilar-1”, EGN-42100-GE-PR-20, versión 2, “Amplificación de 
ADN Humano Nuclear mediante PCR-2” y FGN-42100-GE-PR-21, versión 2, “Tipificación 
de ADN por Electroforesis Capilar-2”. 

En mérito de lo expuesto, este Despacho,
RESUELVE:

Artículo 1°. Modificar parcialmente el artículo 3° la Resolución 0-3276 del 10 de sep-
tiembre de 2013, en el sentido de actualizar en su nueva versión, en el subproceso de Policía 
Judicial las actividades de criminalística del Grupo de Genética, los siguientes protocolos: 

Código Versión Denominación
FGN-42100-GE-PR-15 05 Amplificación del ADN Humano Nuclear mediante PCR-1. 
FGN-42100-GE-PR-19 05 Tipificación de ADN por electroforesis 
FGN-42100 GE PR-20 03 Amplificación de ADN Humano Nuclear  mediante PCR-2 
FGN-42100-GE-PR-21 03 Tipificación de ADN por Electrolisis Capilar-2 

Parágrafo. Es responsabilidad del líder del Subproceso garantizar que cualquier cambio 
generado en la documentación del sistema de gestión de calidad de la entidad, sea conocido 
e implementado tanto en el Nivel Central como en las direcciones seccionales. 

Artículo 3°. Remitir copia del presente acto administrativo a través de comunicación 
oficial a la Subdirección de Planeación. 

Artículo 4°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación. 
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 21 de agosto de 2014.
El Fiscal General de la Nación,

Eduardo Montealegre Lynett.
(C. F.).

Contraloría General de la República

Resoluciones organizacionales

RESOLUCIÓN ORGANIZACIONAL NÚMERO OGZ-0064 DE 2014

(agosto 29)
por la cual se trasladan unos cargos de la planta global de la Contraloría  

General de la República.
La Gerente del Talento Humano, en ejercicio de las facultades legales que le confiere 

el artículo 69 del Decreto 267 de 2000, el artículo 1° de la Resolución Orgánica número 
05639 del 8 de febrero de 2005, y

CONSIDERANDO:
Que de conformidad con el artículo 69 del Decreto 267 de 2000 la Gerencia del Talento 

Humano tiene como función la de dirigir y diseñar, de acuerdo con lo que disponga el Con-
tralor General de la República, las políticas, planes y programas que se deban implantar en 
materia del talento humano, función dentro de la cual se entiende la adopción de decisiones 
específicas de manejo racional del recurso en la Entidad.

Que el artículo 3° del Decreto 271 de 2000 establece que mediante Resolución, se 
distribuirán los cargos de la planta de personal, teniendo en cuenta la estructura interna, 
las necesidades del servicio, los planes, programas, procesos, proyectos y políticas de la 
Contraloría General de la República.

Que mediante el artículo 1º de la Resolución Orgánica número 5639 del 8 de febrero 
de 2005 le compete al Gerente del Talento Humano de la Contraloría General de la Repú-
blica la función de trasladar personal y cargos de la planta global de la Entidad en el Nivel 
Central, así como de este al nivel Desconcentrado y entre las Gerencias Departamentales, 
mediante acto administrativo.

Que una vez analizadas las necesidades del servicio, la Gerencia del Talento determina 
que es necesario trasladar unos cargos de la planta global de la Contraloría General de la 
República.

Que en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Trasladar un (1) cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, Gra-
do 02 de la Dirección de Juicios Fiscales en la Contraloría Delegada para Investigaciones, 
Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva a la Contraloría Delegada para Investigaciones, 
Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva.

Artículo 2°. Trasladar un (1) cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, Gra-
do 01 de la Dirección de Juicios Fiscales en la Contraloría Delegada para Investigaciones, 
Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva a la Contraloría Delegada para Investigaciones, 
Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva.

Artículo 3°. Trasladar un (1) cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, 
Grado 01 de la Contraloría Delegada para el Sector de Infraestructura Física, Telecomu-
nicaciones, Comercio Exterior y Desarrollo Regional a la Dirección de Vigilancia Fiscal 
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en la Contraloría Delegada para el Sector de Infraestructura Física, Telecomunicaciones, 
Comercio Exterior y Desarrollo Regional.

Artículo 4°. Trasladar un (1) cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, 
Grado 02 de la Dirección de Carrera Administrativa a la Contraloría Delegada para la 
Participación Ciudadana.

Artículo 5°. Trasladar un (1) cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, 
Grado 02 de la Dirección de Promoción y Desarrollo del Control Ciudadano en la Contra-
loría Delegada para la Participación Ciudadana a la Dirección de Atención Ciudadana de 
la Contraloría Delegada para la Participación Ciudadana. 

Artículo 6°. Trasladar un (1) cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, 
Grado 01 de la Dirección de Promoción y Desarrollo del Control Ciudadano en la Contra-
loría Delegada para la Participación Ciudadana a la Dirección de Atención Ciudadana de 
la Contraloría Delegada para la Participación Ciudadana. 

Artículo 7°. Trasladar un (1) cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, Grado 
01 de la Contraloría Delegada para la Participación Ciudadana a la Dirección de Atención 
Ciudadana de la Contraloría Delegada para la Participación Ciudadana. 

Artículo 8°. Trasladar un (1) cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, 
Grado 01 de la Dirección de Promoción y Desarrollo del Control Ciudadano en la Contra-
loría Delegada para la Participación Ciudadana a la Dirección de Atención Ciudadana de 
la Contraloría Delegada para la Participación Ciudadana. 

Artículo 9°. Trasladar un (1) cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, Grado 
02 de la Contraloría Delegada para el Sector Agropecuario a la Dirección de Vigilancia 
Fiscal de la Contraloría Delegada para el Sector Agropecuario.

Artículo 10. Trasladar un (1) cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, Grado 
01 de la Contraloría Delegada para el Sector Agropecuario a la Dirección de Vigilancia 
Fiscal de la Contraloría Delegada para el Sector Agropecuario.

Artículo 11. Trasladar un (1) cargo de Profesional Especializado, Nivel Profesional, 
Grado 03 de la Contraloría Delegada para el Sector Agropecuario a la Dirección de Vigi-
lancia Fiscal de la Contraloría Delegada para el Sector Agropecuario.

Artículo 12. Trasladar un (1) cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, Grado 
01 de la Contraloría Delegada para el Sector Agropecuario a la Dirección de Vigilancia 
Fiscal de la Contraloría Delegada para el Sector Agropecuario.

Artículo 13. Trasladar un (1) cargo de Secretaria Ejecutiva, Nivel Asistencial, Grado 05 
de la Contraloría Delegada para el Sector Agropecuario a la Dirección de Vigilancia Fiscal 
de la Contraloría Delegada para el Sector Agropecuario.

Artículo 14. Trasladar un (1) cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, Grado 
01 de la Contraloría Delegada para el Sector Agropecuario a la Dirección de Vigilancia 
Fiscal de la Contraloría Delegada para el Sector Agropecuario.

Artículo 15. Trasladar un (1) cargo de Auxiliar Administrativo, Nivel Asistencial, Grado 
03 de la Oficina Jurídica a la Dirección de Estudios Sectoriales en la Contraloría Delegada 
para el Sector Defensa, Justicia y Seguridad.

Artículo 16. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.
Comuníquese, publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a los veintinueve (29) de agosto de 2014.
La Gerente del Talento Humano,

Sara Moreno Nova.
 (C. F.).

RESOLUCIÓN ORGANIZACIONAL NÚMERO OGZ-0065 DE 2014

(agosto 29)

por la cual se trasladan unos cargos.

La Gerente del Talento Humano, en uso de las facultades que le confiere la Resolución 
Orgánica número 05639 del 8 de febrero de 2005, y

CONSIDERANDO:

Que de conformidad con el artículo 69 del Decreto 267 de 2000 la Gerencia del Talento 
Humano tiene como función la de dirigir y diseñar, de acuerdo con lo que disponga el Con-
tralor General de la República, las políticas, planes y programas que se deban implantar en 
materia del talento humano, función dentro de la cual se entiende la adopción de decisiones 
específicas de manejo racional del recurso en la Entidad.

Que mediante el artículo 1º de la Resolución Orgánica número 5639 del 8 de febrero 
de 2005 le compete al Gerente del Talento Humano de la Contraloría General de la Repú-
blica la función de trasladar personal y cargos de la planta global de la Entidad en el Nivel 
Central, así como de este al nivel Desconcentrado y entre las Gerencias Departamentales, 
mediante acto administrativo.

Que los miembros de la Colegiatura de la Gerencia Departamental Colegiada del 
Quindío mediante Acta número 80631-003-80-47 del 13 de agosto de 2014, conceptuaron 
favorablemente el traslado de unos cargos, de conformidad con lo establecido en el inciso 
2 del artículo 3° del Decreto 271 del 22 de febrero de 2000.

Que una vez analizadas las necesidades del servicio, la Gerencia del Talento Humano 
determina que es necesario trasladar unos cargos de un grupo de trabajo a otro en la Gerencia 
Departamental Colegiada del Quindío.

Que en mérito de lo expuesto,

RESUELVE:

Artículo 1°. Trasladar un (1) cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, 
Grado 01 del Grupo de Vigilancia Fiscal al Grupo de Investigaciones, Juicios Fiscales y 
Jurisdicción Coactiva, Gerencia Departamental Colegiada del Quindío.

Artículo 2°. Trasladar un (1) cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, 
Grado 02 del Grupo de Vigilancia Fiscal al Grupo de Investigaciones, Juicios Fiscales y 
Jurisdicción Coactiva, Gerencia Departamental Colegiada del Quindío.

Artículo 3°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.

Comuníquese, publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a veintinueve (29) de agosto de 2014.

La Gerente del Talento Humano,

Sara Moreno Nova.

(C. F.).

RESOLUCIÓN ORGANIZACIONAL NÚMERO OGZ-0066 DE 2014

(agosto 29)

por la cual se modifica parcialmente el Estatuto de Capacitación para los Servidores 
Públicos de la Contraloría General de la República.

La Contralora General de la República, en ejercicio de sus facultades constitucionales y 
legales, en especial las contenidas en el artículo 6° y en los numerales 1, 2 y 4 del artículo 
35 del Decreto-ley 267 de 2000 , y

CONSIDERANDO:

Que el Decreto-ley 267 de 2000, en su artículo 1º, dispuso que “La Contraloría General 
de la República es un órgano de control del Estado de carácter técnico, con autonomía 
administrativa y presupuestal para administrar sus asuntos en los términos y en las con-
diciones establecidas en la Constitución y en las leyes”.

Que de conformidad con el artículo 6º del Decreto-ley 267 de 2000, la Contraloría 
General de la República en ejercicio de su autonomía, debe definir todos los aspectos rela-
cionados con el cumplimiento de sus funciones, en armonía con los principios consagrados 
en la Constitución Política. 

Que el artículo 35 del Decreto-ley 267 de 2000 establece como funciones del Contralor 
General de la República, entre otras, la de Fijar las políticas, planes, programas y estrategias 
para el desarrollo de la vigilancia de la gestión fiscal, del control fiscal del Estado y de las 
demás funciones asignadas a la Contraloría General de la República de conformidad con la 
Constitución y la ley, adoptar las políticas, planes, programas y estrategias necesarias para 
el adecuado manejo administrativo y financiero de la Contraloría General de la República, 
en desarrollo de la autonomía administrativa y presupuestal otorgada por la Constitución 
y la ley y la de dirigir como autoridad superior las labores administrativas y de vigilancia 
fiscal de las diferentes dependencias de la Contraloría General de la República, de acuerdo 
con la ley.

Que el artículo 54 de la Constitución Política establece que “Es obligación del Estado 
y de los empleadores ofrecer formación y habilitación profesional y técnica a quienes lo 
requieran…”.

Que el numeral 5, del artículo 5º del Decreto-ley 267 de 2000, dispuso que es función 
de la Contraloría General de la República “Desarrollar actividades educativas formales y 
no formales en las materias de las cuales conoce la Contraloría General, que permitan la 
profesionalización individual y la capacitación integral y específica de su talento humano, 
de los órganos de control fiscal territorial y de los entes ajenos a la entidad, siempre que 
ello esté orientado a lograr la mejor comprensión de la misión y objetivos de la Contraloría 
General de la República y a facilitar su tarea”.

Que el Decreto-ley 268 de 2000, en su artículo 45, numeral 5, dispuso que “Las normas 
con base en las cuales se administrará el personal de la Contraloría serán las contenidas 
en las normas generales que rigen para la rama ejecutiva en el orden nacional, cuando ello 
sea necesario y en todo lo que no contradiga lo dispuesto en este Decreto y demás normas 
especiales propias de la Contraloría.

(…)

Parágrafo. Cuando el sistema de administración de personal de la rama ejecutiva del 
nivel nacional, determine en quién está la decisión de actuar o decidir en sus diferentes 
materias, para el sistema de administración de personal de la Contraloría General de la 
República se entenderá que las competencias equivalentes estarán en cabeza del señor 
Contralor General de la República…”.

Que el Decreto-ley 2400 de 1968 en sus artículos 18 y 22 estableció y definió la situa-
ción administrativa denominada comisión, y dispuso que el Gobierno reglamentaría “las 
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condiciones, términos y procedimientos para conceder comisiones”, lo cual fue desarrollado 
por el Decreto 1950 de 1973 y demás normas posteriores que lo han modificado.  

Que el Decreto 1950 de 1973, artículo 76, dispuso que las comisiones pueden ser: “b. 
Para adelantar estudios”. (Subrayado y resaltado fuera del texto).

Que el artículo 84 del Decreto 1950 de 1973, dispuso que “Las comisiones de estudio 
solo podrán conferirse para recibir capacitación, adiestramiento o perfeccionamiento en 
el ejercicio de las funciones propias del empleo de que se es titular, o en relación con los 
servicios a cargo de que se es titular, o en relación con los servicios a cargo del organismo 
donde se halle vinculado el empleado” (Subrayados y resaltados fuera del texto).

Que en el artículo 11, literal c) del Decreto-ley 1567 de 1998, se dispuso que es obligación 
de las entidades, entre otras, la de “Establecer un reglamento interno en el cual se fijen los 
criterios y las condiciones para acceder a los programas de capacitación”.

Que el Contralor General de la República, mediante Resolución Reglamentaria 0110 
de 2010, expidió el Estatuto de Capacitación para los servidores públicos de la Contraloría 
General de la República, en cuya aplicación y vigencia se han observado materias que 
conviene aclarar, precisar, modificar o adicionar para su mejora continua. 

Que mediante Resolución Reglamentaria 125 del 25 de marzo de 2011, se modificó el 
literal f) del artículo 7º de la Resolución Reglamentaria 0110 de 2010.

Que con Resolución Reglamentaria 170 del 24 de abril de 2012, se modificó y adicionó 
la Resolución Reglamentaria 110 del 4 de agosto de 2010. 

Que el Comité Institucional de Capacitación, según consta en Acta 002-2014 correspon-
diente a la sesión realizada el 16 de julio de 2014, decidió introducir modificaciones en los 
lineamientos de política de créditos educativos con contraprestación de servicios en procura 
de un mayor impacto en la formación académica de alta calidad de los servidores públicos 
de la Entidad, como base para potenciar el desempeño institucional, de la misma manera 
que en virtud de los principios de eficiencia y economía también precisó algunos lineamien-
tos en relación con las comisiones de estudios, solicitando a la Oficina de Capacitación la 
proyección y gestión del Acto Administrativo que materialice estos nuevos lineamientos.

En mérito de lo expuesto, 

RESUELVE:

Artículo 1°. Modificar los literales d) y e) del artículo 3º de la Resolución Reglamen-
taria 170 del 24 de abril de 2012, con la que se modificó el artículo 21 de la Resolución 
Reglamentaria 110 del 4 de agosto de 2010, los cuales quedarán así:

d) Es requisito indispensable para solicitar y obtener crédito educativo con contrapres-
tación de servicios tener un promedio académico de cuatro punto cero (4.0) en la escala 
que va de cero punto cero (0.0) a cinco punto cero (5.0), en el nivel académico anterior o 
en el periodo académico anterior según el caso. Cuando se trate de matrículas anuales o por 
periodos académicos diferentes al semestre, la cuantía del crédito educativo a otorgar y el 
monto máximo serán proporcionales a los señalados por semestre en el presente artículo. 
La Oficina de Capacitación establecerá la correspondiente proporción o equivalencia. El 
funcionario beneficiado con crédito educativo con contraprestación de servicios deberá 
obtener un promedio académico acumulado de cuatro punto cero en la escala de cero punto 
cero a cinco punto cero (4.0/5.0) en los periodos académicos apoyados con crédito educativo 
por la CGR.  En caso de no obtener este promedio no podrá disfrutar de crédito educativo 
en el siguiente periodo académico;

e) Si la solicitud se presenta con el fin de obtener financiación para el primer periodo 
académico del correspondiente programa de estudios el solicitante deberá demostrar en-
contrarse admitido o matriculado en dicho programa, mediante certificación expedida por 
la autoridad competente de la respectiva institución educativa. En este caso, el solicitante 
deberá aportar la certificación del promedio académico obtenido por él en el nivel acadé-
mico anterior. Si la solicitud se presenta con el fin de obtener financiación para el segundo 
semestre o periodos académicos posteriores, el solicitante deberá demostrar mediante 
certificación académica expedida por la autoridad competente de la respectiva institución 
educativa haber cursado y aprobado el periodo académico anterior y haber obtenido en el 
mismo un promedio igual o superior a cuatro punto cero en la escala que va de cero punto 
cero a cinco punto cero (4.0/5.0).

Artículo 2°. Modificar el parágrafo 4 del artículo 3º de la Resolución Reglamentaria 170 
del 24 de abril de 2012, con la que se modificó el artículo 21 de la Resolución Reglamentaria 
110 del 4 de agosto de 2010, el cual quedará así:

Parágrafo 4°. Para los efectos de los literales d) y e) del presente artículo, se entiende 
por nivel académico anterior y periodo académico anterior lo siguiente:

En las solicitudes de crédito educativo destinadas a financiar el primer semestre del co-
rrespondiente programa de estudios el solicitante debe adjuntar certificación del promedio 
acumulado obtenido en el nivel académico anterior.  Para estos efectos, se entiende por nivel 
académico anterior lo siguiente: el nivel académico anterior a cualquier grado de la educación 
secundaria y de la educación media, es el grado inmediatamente anterior; para la realización de 
estudios de pregrado (Técnico Profesional, Tecnológico o Profesional/Universitario) el nivel 
académico anterior es el grado 11 de la educación media. Para la realización de estudios de 
Posgrado (Especialización, Maestría, Doctorado o Posdoctorado) el nivel académico anterior es 
el Pregrado.  En caso de que el solicitante además de contar con estudios de pregrado ya tenga 
título de posgrado podrá, según su elección y conveniencia, aportar la certificación de promedio 
académico acumulado en el pregrado o en el posgrado del cual ya posee el correspondiente 

título. Las solicitudes de crédito educativo para financiar semestres posteriores al primero del 
respectivo programa de estudios, deben acompañarse de certificación expedida por la respectiva 
institución educativa en la que conste el promedio obtenido en el periodo académico anterior, 
el cual corresponde al semestre (o el periodo académico correspondiente según esté parcelado 
el programa académico: semestre, trimestre, cuatrimestre, año, según el caso) inmediatamente 
anterior a aquel para el cual solicita el crédito educativo, en el mismo programa académico.  
Se entiende por el mismo programa académico aquel que tenga idéntica denominación, en la 
misma institución educativa y en el mismo nivel académico (educación básica, media, técnico 
profesional, tecnólogo, profesional, especialización, maestría, doctorado o posdoctorado) para 
el cual se otorgó el correspondiente apoyo institucional.

Artículo 3°. Modificar el artículo 4º de la Resolución Reglamentaria 170 del 24 de abril 
de 2012, con la que se modificó el artículo 23 de la Resolución Reglamentaria 110 del 4 de 
agosto de 2010, el cual quedará así:

Artículo 23. De la cuantía del crédito educativo con contraprestación de servicios. En 
general, el crédito educativo con contraprestación de servicios alcanzará el ciento por ciento 
(100%) del valor de la matrícula del correspondiente periodo académico, sin excederlo, 
por el número de periodos académicos a apoyar según se establezca en la correspondiente 
Convocatoria. En ningún caso el crédito educativo otorgado por semestre a una persona 
podrá exceder de trece (13) salarios mínimos mensuales legales vigentes (smmlv).

Parágrafo. Cuando se trate de matrículas anuales o por periodos académicos diferentes 
al semestre, la cuantía del crédito educativo a otorgar y el monto máximo serán propor-
cionales a los señalados por semestre en el presente artículo. La Oficina de Capacitación 
establecerá la correspondiente proporción o equivalencia.

Artículo 4°. Adicionar un literal al  artículo 41 de la Resolución Reglamentaria 110 del 
4 de agosto de 2010, el cual quedará así:

e) En virtud de los principios de eficiencia y economía, los funcionarios a quienes se 
les confiera comisión de estudios en el exterior, deben reintegrarse a sus labores cotidianas 
durante el periodo de las vacaciones académicas, o hacerlas coincidir con sus vacaciones 
laborales, y concluir sus estudios dentro del menor de los plazos normales establecidos por 
las respectivas instituciones académicas. En ningún caso la comisión de estudios se conferirá 
para abarcar los periodos de habilitación, recuperación, presentación o defensa de tesis o 
trabajo fin de máster en segunda convocatoria o posteriores. El funcionario beneficiario de 
comisión de estudios deberá concluir el programa académico en el menor tiempo normal 
establecido para el efecto”.

Artículo 5°. Disposiciones transitorias. En la primera Convocatoria para la asignación 
de créditos educativos con contraprestación de servicios que se realice con posterioridad a 
la expedición de la presente Resolución, se podrán presentar y aceptar solicitudes de crédito 
educativo con contraprestación de servicios por parte de servidores públicos que tengan un 
promedio inferior a 4.0/5.0 siempre que el mismo sea igual o superior a 3.5/5.0.  En estos 
casos el monto máximo del crédito educativo será hasta por el 100% del valor de la matrícula, 
sin superar el máximo de ocho (8) salarios mínimos mensuales legales vigentes (8 smmlv). 

Los servidores públicos cuyo promedio sea igual o superior a 4.0/5.0 podrán ser bene-
ficiarios de créditos educativos hasta por el 100% del valor de la matrícula sin exceder los 
trece salarios mínimos mensuales legales vigentes (13 smmlv).

Artículo 6°.  Vigencia y derogatorias. La presente resolución rige a partir de su publi-
cación y modifica en lo pertinente las Resoluciones Reglamentarias 110 de 2010 y 170 de 
2012, y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Comuníquese, publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a veintinueve (29) de agosto de 2014.

La Contralora General de la República,

Sandra Morelli Rico.

(C. F.).

Dirección de Personal de Establecimientos Educativos  
de la Secretaría de Educación del Departamento  

de Cundinamarca

Edictos

El suscrito Profesional Especializado de la Dirección de Personal de Establecimientos 
Educativos de la Secretaría de Educación del Departamento de Cundinamarca,

CITA Y EMPLAZA:

A todas las personas que se crean con derecho a reclamar prestaciones sociales y eco-
nómicas del docente Rodríguez de Pinilla Rita Cecilia, quien se identificaba con la cédula 
de ciudadanía número 41421446 de Bogotá, que prestaba sus servicios al departamento de 
Cundinamarca y que dejó de existir el día veinte (20) de junio de 2014.
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Se ha presentado a reclamar el señor Juan de Dios Pinilla Murcia, que se identifica con 
la cédula de ciudadanía número 17042241 de Bogotá, en calidad de esposo de la educadora 
fallecida.

Dada en Bogotá, D. C., a los veintisiete (27) días del mes de agosto de 2014.
Primer aviso.
El Profesional Especializado,

Jorge Miranda González.
Imprenta Nacional de Colombia. Recibo 21401323. 29-VIII-2014. Valor $34.200.

Notaría Única del Círculo de Talaigua Nuevo

Edictos emplazatorios

El suscrito Notario Único del Círculo de Talaigua Nuevo, departamento de Bolívar, 
doctor Roberto Prins Pérez 

EMPLAZA:
A todas las personas que se consideren con derecho a intervenir dentro de los diez (10) 

siguientes a la publicación del presente edicto en el periódico, en el trámite notarial de li-
quidación sucesoral de la causante señora María Agustina Baeza de Cortés, identificada en 
vida con la cédula de ciudadanía 23009027 de Mompós, Bolívar, quien falleció en la ciudad 
de Barranquilla, Atlántico, el día 3 de agosto de 2006 y su último domicilio y el centro de 
sus actividades económicas fue el municipio de Talaigua Nuevo, departamento de Bolívar.

Aceptado el trámite respectivo en esta Notaría mediante Acta número cero, cero 
veintinueve (0029) de fecha agosto veintiséis (26) de dos mil catorce (2014), se ordena 
la publicación nacional y en la radiodifusora local, en cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 3° del Decreto 902 de 1988, ordenándose además, su fijación en un lugar público 
y visible de la Notaría por el término de diez (10) días.

El presente edicto se fija hoy veintiséis (26) días del mes de agosto del año dos mil 
catorce (2014), siendo las 08:00 horas.

El Notario Único del Círculo de Talaigua Nuevo,
Roberto Prins Pérez.

Imprenta Nacional de Colombia. Recibo Banco Agrario de Colombia 0353193.  
27-VIII-2014. Valor $34.200.

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio

Edictos

El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio
AVISA:

Que Francisco de Paula Rafael Guillermo Díaz Villamil, identificado con cédula de 
ciudadanía número 2876750 de Bogotá, en calidad de cónyuge, ha solicitado al Fondo 
Prestacional del Magisterio mediante Radicado E-2014-74013 del 25 de abril de 2014, el 
reconocimiento, sustitución y pago de las prestaciones socioeconómicas que puedan corres-
ponder a la señora Rosa Ligia Toledo de Díaz (q. e. p. d.), quien en vida se identificó con 
cédula de ciudadanía número 20096103 de Bogotá, fallecida el día 7 de octubre de 2013. 

Toda persona que se crea con igual o mejor derecho deberá hacerlo valer ante el Fondo 
de Prestaciones Sociales del Magisterio de Bogotá, D. C., dentro de los treinta (30) y quince 
(15) días siguientes a la publicación del primer y segundo aviso respectivamente. 

Radicación S-2014-74383.
La Profesional Especializada, 

Janine Parada Nuván,
Fondo Prestacional del Magisterio de Bogotá, D. C.

Imprenta Nacional de Colombia. Recibo 21401220. 13-VIII-2014. Valor $34.200.

CRD Ingeniería S. A. S.

Avisos

CRD Ingeniería S. A. S. con domicilio principal en la ciudad de Bogotá, D. C., 
informa que el señor Manuel Alberto Escárraga Mahecha, con cédula de ciudadanía 
número 3253989, laboraba en la empresa hasta el día de su fallecimiento. Se ha 
presentado la señora Clara Inés Beltrán González con cédula de ciudadanía número 
20586371, quien indica ser su cónyuge, para reclamar la liquidación de salarios y 
prestaciones sociales. Las personas que se consideren con mayor derecho que la se-
ñora, presentarse en la Cra. 20 número 39-33 Of. 402, en Bogotá, de 8:00 a. m. a 5 
p. m. con documento de identidad y prueba idónea, dentro de los 15 días siguientes 
a esta publicación. 

Primer Aviso 
Atentamente, 
El Representante Legal,

Juan Carlos Castro Turriago
Imprenta Nacional de Colombia. Recibo 21401321. 28-VIII-2014. Valor $34.200.
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